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Los hechos se burlan de los derechos. 

Retrato de América Latina al fin del milenio: ésta es una región del mundo que niega a sus niños el derecho de ser niños. Los niños son los más presos entre todos los presos, en esta gran jaula donde se obliga a la gente a devorarse entre sí. El sistema de poder, que no acepta más vínculo que el pánico mutuo, maltrata a los niños. A los niños ricos, los trata como si fueran dinero. A los niños pobres, los trata como si fueran basura. Y a los del medio los tiene atados a la pata del televisor.

Eduardo Galeano.

INTRODUCCIÓN

"La mejor forma de imaginar el futuro es construyéndolo."

Hemos denominado a este trabajo "INFORME PRELIMINAR". Lo preliminar es lo "que precede y prepara". 

Y es preliminar con relación al objetivo que hemos encarado hace más de un año, la preparación del 2do. INFORME NO GUBERNAMENTAL ARGENTINO para presentar ante la COMISIÓN DE DERECHOS DEL NIÑO DE LAS NACIONES UNIDAS, en Ginebra. 

Desde el comienzo de este proceso hemos contado con el apoyo y el estímulo de UNICEF.

Estamos trabajando para la construcción colectiva, federal y con calidad científica (de carácter cualitativo, apoyado en datos estadísticos) de un material que permita visualizar cómo y cuánto se ha logrado en nuestro país en relación con la aplicación de la Convención.

El Comité de seguimiento está conformado por una serie de ONG’s que trabajan con y por los niños y niñas. La mayoría de estas organizaciones desarrollan sus actividades en la ciudad y la Prov. de Buenos Aires y otro grupo lo hace en diversas localidades del interior del país. 

Una de las tareas fundamentales de nuestra organización gira en torno a la construcción de herramientas que favorezcan la recopilación y la difusión de información, que estén diseñadas de modo de brindar un panorama global de la aplicación actual de la Convención y que, fundamentalmente, sean útiles para movilizar a la comunidad en la defensa activa de los derechos de los chicos.

Los Derechos Humanos son aquellos de los cuales las personas deberíamos gozar por el sólo hecho de serlo. Los Estados deben garantizar su vigencia. En caso de no ser satisfechos los Estados están obligados a implementar las medidas para que cese tal situación y reparar el daño causado. Pero ello no es posible si la sociedad civil no toma en sus manos la tarea de reclamar, de generar conciencia, de elegir a los gobernantes según su capacidad de brindar bienestar a la ciudadanía que los ha elegido, de movilizarse en pos de la justicia y la equidad. Con este trabajo, seguramente aportaremos lo nuestro para el logro de tan ambicioso objetivo.

Es objetivo del Comité de Seguimiento fortalecer su presencia y su acción permanente, observando, proponiendo y exigiendo por el Cumplimiento de la Convención Internacional en nuestro país. La idea es crecer en calidad y cantidad de ONG’s participantes, extendiendo nuestro trabajo a una práctica permanente y constante.

Varios factores han influido para que naciera este documento. En primer lugar se ha postergado la fecha de presentación en Ginebra, esta ha sido fijada para Junio del 2001. 

Por otro lado no hemos alcanzado aún la conformación de una red de productores de información en todos los distritos del país que nos permita sistematizar datos y opiniones desde una mirada federal y abarcadora a todos los temas vinculados al mundo de la infancia.

Estos dos factores han postergado la elaboración del 2do. INFORME NO GUBERNAMENTAL, de acuerdo a la metodología inicial que habíamos definido.

No obstante, todo este tiempo hemos estado trabajado, hemos logrado recopilar información de diversos lugares del país y, fundamentalmente, hemos intercambiado opiniones y discutido diversas posturas con relación a la aplicación de la Convención en Argentina. Y nos parecía muy importante poder compartirlas. 

Por eso la idea de este INFORME PRELIMINAR. Como forma de preceder y preparar, de hacer un alto para enfrentar lo que viene con un conjunto de opiniones y de posturas definidas, aún en constante redefinición.

Varias fechas y eventos se conjugan, además, para exponerse, para ofrecer ideas. Se cumplen 10 años de la aprobación de la Convención, culminan 10 años de un proceso político particular en nuestro país y se transita hacia una nueva propuesta administrativa a nivel nacional y en muchas de las provincias. 

Culmina el siglo, ese que algunos visualizaron como "el siglo del niño" y que lejos quedó de transformarse en realidad. Y un nuevo milenio comienza a nacer, con todo lo que internamente nos provoca y nos invita a la reflexión y a la movilización.

Participaron de la redacción de este informe representantes de organizaciones que conforman el Comité y otros amigos y amigas que comparten con nosotros el camino de la defensa de los derechos de los niños. Entre otros:

Ada Cecilia Galfré, Diputada provincial de Jujuy 

Adriana Gugliotta

Ana Chavez, del SERPAJ

Artemio López, de la Consultora EQUIS

Carlos Morena, de HOGARES DON BOSCO

Claudio Altamirano, UTE-CTERA

El equipo técnico de ABUELAS DE PLAZA DE MAYO

Gabriel Vitale, de la COLEGIO DE ABOGADOS DE LA PLATA

Gerardo Codina, del MOVIMIENTO POR LA DEFENSA DE LA SALUD

Gimol Pinto, del CELIJ

Laura Tafettani, de la ASOCIACIÓN CRISTIANA DE JÓVENES

Liliana Cherkoff, de la APDH

Luis Mattos

Marta Pesenti, de ADI 

Mary Beloff, del CELIJ

Nora Pulido, de ADI

Nora Schulman, de IGUALDAD DE DERECHOS

Pablo Villegas, de IGUALDAD DE DERECHOS

Silvana Garbagna

Asociación Civil Que vivan los Chicos, de MENDOZA
Coordinación y redacción:

Adrián Rozengardt, del CEISI

Facundo Hernández, de SURCOS

Juan Penen, de EL ARCA

 Queremos agradecer a Irene Kollternik y a Alice Hoogenberk, de UNICEF.

 

Buenos Aires, Noviembre de 1999.

A 10 años de la Convención, un compromiso sin cumplir.

DE HERENCIAS Y NACIMIENTOS 

"Seamos realistas; pidamos lo imposible:

el pan en cada boca, una tierra sin lobos,

una cita con cada fuente al término del día."

Julio Cortázar

1- El concepto de los derechos de la niñez

El principio básico de los derechos de la niñez es que la sociedad tiene la obligación de satisfacer sus necesidades fundamentales y proveer asistencia para el desarrollo de su personalidad, talento y habilidades. La Convención sobre los Derechos de la Infancia ofrece un marco de trabajo acordado internacionalmente, de normas mínimas necesarias para el bienestar de las niñas y niños, al cual todas ellas y ellos tienen derecho.

Uno de los principales aportes que nos ofreció la Convención fue su visión de niño y niña como persona con derechos, un actor importante en la vida social, que opina y toma decisiones y a quién, por su condición de persona en desarrollo, se le brinda una protección integral especial.

2- La Convención, ¿qué dice?

La Convención sobre los Derechos del Niño incorpora los aspectos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales y define las medidas a tomar para que el desarrollo de todas las niñas y los niños se realice en una atmósfera de libertad, dignidad y justicia.

3- Estructura de la Convención

La Convención propone un amplio marco de trabajo para definir normas mínimas para el bienestar de la niñez y tiene categoría de legislación internacional. El texto de la Convención se divide en cuatro partes:

El Preámbulo o Introducción proporciona los fundamentos para la Convención. 

La parte uno (artículos 1 al 41) establece todos los derechos de niñas y niños.

La parte dos (artículos 42 al 45) toma medidas para la supervisión e implementación.

La parte tres (artículos 46 al 54) trata de los arreglos necesarios para su entrada en vigor.

4- Agrupamiento de los artículos

La Convención comprende 54 artículos separados que definen principios, diferentes tipos de derechos y procesos. En gral. los Comités de seguimiento han adoptado el criterio de analizar el contenido de la Convención desde los siguientes bloques de derechos:

· Medidas generales de implementación. 

· Definición de Niña y Niño. 

· Principios generales. 

· Derechos civiles y libertad. 

· Entorno familiar, cuidado y atención alternativos. 

· Salud y bienestar básicos. 

· Educación, recreación y actividades culturales. 

· Medidas de protección especiales. 

5- Principios generales

La Convención tiene el mismo significado para todos los pueblos del mundo. Establece normas comunes y considera, a la vez, las diferentes realidades culturales, sociales, económicas y políticas de cada Estado a fin de que cada uno de ellos pueda escoger sus propios medios de implementación.

Son particularmente importantes los cuatro artículos que definen los principios generales ya que, en conjunto, conforman un enfoque particular sobre los derechos de la niñez, lo que convierte a la Convención en algo más que una simple lista de obligaciones, y en su lugar adquiere un alma, una entidad de conjunto, integral.

a- El interés superior del niño (Artículo 3)

"En todas las acciones relativas a la niñez, realizadas ya sea por instituciones de asistencia social públicas o privadas, tribunales, autoridades administrativas o cuerpos legislativos, los intereses superiores de la niña o niño serán la consideración principal".

Una de las ideas fundamentales que encontramos como sustento de la Convención es que las niñas y los niños tienen los mismos valores humanos que los adultos y que, por lo tanto, son sus iguales. 

b- Participación (Artículo 12)

Para poder determinar cuáles son lo intereses superiores de la niñez, es lógico y necesario que las niñas y los niños sean escuchados y que sus puntos de vista sean tomados en cuenta seriamente.

"Los Estados Parte asegurarán a la niña y niño que sean capaces de formar sus propios puntos de vista, el derecho a expresarlos en libertad en todos los asuntos que les afecten, dándoles la debida importancia de acuerdo a su edad y madurez".

c- No discriminación (Artículo 2)

Todos los derechos de la Convención aplican a todos lo niñas y niños "...sin discriminación de ningún tipo, indistintamente de la raza, color de la piel, sexo, idioma, religión, opinión política o de otra índole, origen nacional, étnico o social, propiedad, discapacidad, lugar de nacimiento u otra categoría, tanto propia como de su madre, padre o tutor".

Por lo tanto las niñas deberán tener las mismas oportunidades que los niños. Las niñas y niños refugiados o indígenas o de grupos minoritarios tendrán exactamente los mismo s derechos que los otros. A las niñas y los niños con discapacidades se les deberán ofrecer las mismas oportunidades para una vida digna igual que aquellos que no las tienen. 

d- Supervivencia y desarrollo (Artículo 6)

Este artículo va más allá de simplemente concederle a la niñez el derecho a vivir. Incluye el derecho a la supervivencia y al desarrollo ¨ ... hasta su máxima capacidad posible...¨.

La palabra supervivencia introduce un aspecto dinámico al derecho de vivir, incluyendo la necesidad de acciones preventivas, tales como la inmunización y la satisfacción de necesidades básicas como la nutrición y el abrigo indispensables. La expresión desarrollo es interpretada en un sentido amplio y añade una dimensión que incluye el desarrollo de la personalidad, talento y habilidades de los chicos y las chicas.

e- Enfoque integral

La Convención ha sido concebida bajo una concepción de integralidad. No solo porque combina plenamente, a diferencia de otras Convenciones internacionales, los principales derechos civiles, políticos, culturales, económicos y sociales. Si no por su mirada holística, que reconoce como interdependientes todos los derechos humanos. Así los derechos de los niños y niñas deben entenderse en general como un todo indivisible donde la puesta en práctica de un derecho no puede amenazar el respeto a otro.

Los chicos son hijos de su tiempo. Nacen, viven y se desarrollan en un contexto determinado, con un pasado y un presente cultural, familiar y social que debe ser respetado siempre. La noción de integralidad da cuenta de la complejidad del ser humano en cuanto ser social, que requiere satisfacer sus necesidades, enunciadas en la Convención como derechos, para que el niño pueda desarrollar su identidad y el sentido de pertenencia.

f- Recursos

El artículo 4 describe los requisitos para ejecutar medidas relacionadas con los derechos económicos, sociales y culturales ¨...hasta la máxima capacidad de recursos disponibles y en donde sea necesario, dentro del marco de trabajo de la cooperación internacional. ¨ El enunciado no es una cláusula de escape para los países más pobres. Por el contrario, les pide a todos los Estados que le den prioridad dentro de sus propios medios, y centren su atención en los esfuerzos hechos para instrumentar la Convención. Además, se propone promover la cooperación internacional y abrir las puertas para la ayuda técnica.

g- Enfoque constructivo 

Otro aspecto importante de la Convención es que enfatiza la necesidad de diálogo, cooperación y acción constructiva, en lugar de una actitud de condena y castigo. Esta perspectiva busca promover un espíritu de solidaridad y cooperación entre todos aquellos que trabajan con y por la niñez, ya sean departamentos gubernamentales, organizaciones no gubernamentales u organismos internacionales.

En ese marco, se destaca el papel que se otorga a las ONG´s de todos los países como entidades involucradas y comprometidas en la vida de los niños y que son llamadas a ejercer un papel en el seguimiento de la aplicación de la Convención y a participar activamente en la implementación de la misma.

6- Breve historia de la Convención

La Convención de la ONU sobre los Derechos del Niño, aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidas en su resolución 44/25 del 20 de noviembre de 1989, es el resultado de un largo camino que se comenzó a transitar a principios de este siglo y que se fue consolidando al calor de la evolución de las actitudes y de las apreciaciones que el mundo adulto ha venido teniendo sobre los niños y las niñas y al fortalecimiento progresivo de los nuevos tratados internacionales de Derechos Humanos.

 

EL SEGUIMIENTO DE LA CONVENCIÓN

1- El Comité de Derechos del Niño

Ginebra es una bella ciudad de la Suiza Francesa. Es acogedora, ordenada y limpia, pero un poco fría a la hora de compartir afectos. La ciudad se extiende rodeando al lago Leman en su extremo occidental. El puente de Montt Blanc cruza de un lado al otro por sobre el lago, justo cuando este se transforma en río. Es un punto desde donde puede divisarse el puerto, el chorro de agua que simboliza a la ciudad, las publicidades de los típicos productos suizos, los Alpes al fondo y hombres y mujeres de muchos orígenes, de culturas diversas y de múltiples ocupaciones y preocupaciones.

Ginebra es una Ciudad cosmopolita. Conviven grandes empresas y entidades financieras con las sedes de diversas agencias de Naciones Unidas, la Cruz Roja y la Medialuna Roja y de importantes ONG’s y organismos internacionales de cooperación, entre otras cosas.

A no muchos metros del puente de Montt Blanc, pasando por detrás de la estación de Corneavent, se ubica la sede europea de la ONU. Es un gran edifico rodeado de un hermoso bosque. Desde sus ventanales se observa el lago y, de acuerdo a la época del año, la nieve que salpica las cumbres. Cientos de personas recorren diariamente sus pasillos, sus oficinas, las bibliotecas y las salas de conferencias. Se mezclan con los turistas visitantes y con los invitados oficiales a los diversos eventos que allí se desarrollan.

En ese contexto se reúne varias veces al año, el Comité de la ONU sobre los Derechos del Niño. Un grupo conformado por un puñado de expertos de todo el mundo, que fue diseñado para dar cumplimiento a los art. 43, 44 y 45 de la Convención. En los artículos mencionados se plantea la conformación de esta Comisión que tiene como función vigilar la implementación del instrumento internacional. Este Comité recibe los informes de los Estados parte, de las ONG´s o de redes de organizaciones de cada país y de otras agencias de las Naciones Unidas. 

El papel del Comité de los derechos de la niñez, a diferencia de otras agencias que trabajan en el ámbito de los derechos humanos, más que enfocar sobre las fallas de los Estados en el cumplimiento de las obligaciones de la Convención, intenta facilitar el acatamiento de las obligaciones, ayudando a definir los problemas y discutiendo las medidas que deben ser tomadas.

Quién llega a participar de alguna de sus sesiones puede observar dentro de una sala amplia, de techos altos y espacios luminosos, como se disponen alrededor de grandes mesas los miembros del Comité, los secretarios, los agentes gubernamentales del país cuyo caso está en discusión, representantes de las agencias de Naciones Unidas y algunos periodistas. En un estrado especial observan la sesión representantes de las ONG´s que elaboraron el informe paralelo. En la cabecera opuesta de la sala, los traductores colaboran con los que no entienden inglés. Este es el escenario de una sesión plenaria. Donde los Estados responden a los cuestionamientos y señalamientos realizados por los miembros del Comité. Luego de 9 hs. de intercambio el presidente de la sesión ofrecerá las conclusiones y recomendaciones y se pondrá en marcha un mecanismo que las hará públicas, solicitándose al Estado presente que las difunda en sus países. Las recomendaciones se transformarán así en las bases para discutir cómo mejorar la ejecución de las medidas tomadas o acordadas por la Convención.

Antes de llegar a la sesión plenaria, el Comité debió haber recibido un informe gubernamental, otros de las agencias de naciones unidas y la posición ofrecida por las ONG´s, en sus informes paralelos. Todo este material es procesado y comparado en el grupo de trabajo previo a la sesión y puesto en conocimiento de todos los miembros del Comité, quiénes redactan un documento por país y preparan una lista de temas que es enviada al Centro de los Derechos Humanos de las Naciones Unidas. Estos temas son los que se discutirán en la sesión plenaria.

Un largo camino que invita a muchos actores a sumarse al control y al seguimiento de la aplicación de la Convención. 

2- El rol de las ONG´s

La Convención es el primer tratado internacional de derechos humanos que reconoce implícitamente, un papel formal a las ONG’s, a la sociedad civil. Estos organismos son llamados a observar y velar por el cumplimiento de la convención por parte de los estados y son convocados por la Comisión de Derechos del Niño, a informar nacional e internacionalmente sobre los resultados de las políticas desarrolladas. 

Este reconocimiento, que fue logrado gracias al papel que cumplieron las ONG´s en la etapa de redacción de la Convención, se extiende a la valorización de su rol en la concientización en el ámbito nacional, en la discusión a escala local sobre sus contenidos, los mecanismos de aplicación, las transformaciones jurídicas necesarias, la aplicación de los estándares de la Convención en las políticas públicas, etc. 

Se reconoce a las ONG´s un papel importante en llamar la atención a los gobiernos sobre los compromisos asumidos a través de la aprobación o ratificación de la Convención y estimula a producir acercamientos a las autoridades nacionales, legislaturas, medios de comunicación y a estructurar campañas de difusión y promoción de derechos.

3- La conformación de alianzas nacionales

A partir de la aprobación de la Convención se estimuló en todo el mundo la creación de comités, coaliciones o redes de ONG´s que se propusieran cooperar y coordinar programas de seguimiento de la aplicación de la CIDN. Un organismo libre que actuase como guardián de los derechos de los niños y que contemplara la incidencia en los siguientes procesos:

1. La presentación de los informes independientes ante el Comité de los Derechos del Niño. 

2. La difusión y promoción de los derechos establecidos en la Convención. 

3. El análisis y readecuación del marco jurídico. 

4. La definición de políticas públicas y sociales. 

5. La exigibilidad de los derechos. 

En un análisis de los resultados del trabajo de las coaliciones de todo el mundo, podemos encontrar aspectos positivos y negativos, luego de transcurridos 10 años de vida de la Convención.

Como debilidades se pueden detectar a) poca capacidad estructural de las coaliciones nacionales; b) falta de respuesta inmediata a las violaciones detectadas cotidianamente; c) dificultades en el acceso a la información; d) desconocimiento de los mecanismos internacionales y e) poca difusión de los informes a nivel nacional y pocas actividades regulares de movilización y monitoreo.

Como fortalezas del proceso de elaboración de los informes se detectaron: a) la posibilidad de influir sobre la agenda nacional, debido a la repercusión internacional del informe; b) el reconocimiento a la voz de la sociedad civil; c) el mejoramiento y elevación de las prácticas de las ONG’s a partir del intercambio y el trabajo en red y de la redefinición de estrategias de implementación.

4- El Comité de seguimiento en Argentina

Argentina no fue ajena a este movimiento que se expresaba a nivel mundial. Ya en la etapa de redacción de la Convención, grupos de ONG’s participaron activamente en la discusión sobre los contenidos y artículos que debía incorporar la norma internacional. Inclusive de ese debate surgen algunos puntos sobre los cuales se realizan reservas al texto original. Entre ellas las referidas al artículo 21, donde se manifiesta que algunos de sus incisos no regirán en Argentina por entender que, para aplicarlos, debe contarse plenamente con un riguroso mecanismo de protección legal del niño en materia de adopción internacional, a fin de impedir su tráfico y venta. 

Este trabajo, llevado a delante por el Grupo Nacional de Apoyo desde octubre de 1987, elaboró una propuesta de modificación al proyecto de Convención. Una de sus tareas fue la convocatoria al Encuentro Latinoamericano de apoyo al proyecto en Buenos Aires, en Octubre de 1988, donde se elaboró la Carta Latinoamericana de los Derechos del Niño.

El CASACIDN comienza a funcionar informalmente en 1991, con un importante impulso de la sección Argentina de Defensa de las Niños Internacional, y se constituye formalmente el 7 de Diciembre de 1993 con el objetivo de realizar una tarea metodológica de seguimiento y estricto cumplimiento y observancia de las cláusulas contenidas en la CIDN. El compromiso de las organizaciones fundadoras y de las que se fueron sumando posteriormente (Abuelas de Plaza de Mayo, Sociedad Argentina de Pediatría, Fundación Pibes Unidos, DNI, CODESEDH, Que Vivan los Chicos, SUTEBA/CTERA, Centro de Estudios Alfredo Palacios, SOS Infantil, Instituto de Estudios Sociales y Familiares, FUA, FUBA, COFAVI, Identidad y origen, Horneros del Sur, Red de Defensorías Barriales, UMA, Asociación de Nutricionistas Argentinos, Igualdad de Derechos, Asociación Cristiana de Jóvenes, ADI, CEISI, El Arca, Surcos, CELIJ, Movimiento por el Derecho a la Salud, APDH, entre otras) con los principios de la Convención implicó siempre la generación de propuestas de amplia convocatoria estratégica orientadas a la difusión, promoción, educación y seguimiento de la aplicación de la Convención.

a- Qué hicimos hasta ahora?

· Elaboración del primer Informe No Gubernamental al Comité de Derechos del Niño de Ginebra (1993). 

· Presentación y fundamentación del mismo ante el Comité de Expertos de Naciones Unidas en Ginebra, Suiza (1994). 

· Elaboración y Presentación del Informe de Avance 1994, a nivel nacional y latinoamericano. 

· Informe de Análisis y seguimiento del art. 40 de Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (Capítulo Niños, Niñas y Adolescentes) (febrero de 1995). 

· Informe de Actualización sobre los Derechos Humanos Económicos, Sociales y Culturales en la Argentina (Capítulo Niños, Niñas y Adolescentes) Naciones Unidas (1995). 

· Integrantes de la Coordinación Latinoamericana y del Caribe de apoyo a la CIDN, en el encuentro de Guatemala (1995). 

· Participación en el IV Seminario Latinoamericano de Niñez y Adolescencia "Tiempo de Derechos" Santa Cruz de la Sierra (1995). 

· Firmante de la Declaración sobre los Derechos del Niño de Santa Cruz de la Sierra, elaborado por la Coordinadora Latinoamericana. (1995). 

· Participación en el Panel Internacional: "Por una ética de las Adopciones" Asunción, Paraguay (1996). 

· Realización del primer Encuentro Nacional de ONG’s - preparatorio Encuentro Federal sobre políticas de Infancia y Adolescencia de Mendoza, Bs. As. 1997-. 

· Participación en el Pre-encuentro de Legisladores Provinciales por los Derechos del Niño, Niña y Adolescentes (1997). 

· Integrantes de la secretaría ejecutiva del Encuentro Nacional de Políticas de Infancia y Adolescencia, Mendoza 1997. 

· Miembro del Comité Organizador de la marcha Global contra el Trabajo Infantil. 

· Participación del Foro Nacional de Legisladores Provinciales por los Derechos del Niño/a y Adolescentes. (1998). 

· Participación activa en el seguimiento de la aplicación de las políticas de Infancia en la argentina, descubriendo y denunciando graves irregularidades en el funcionamiento del consejo Nacional del Menor y la Familia, proceso que culminó con la destitución del titular del organismo (1998). 

 

b- Pertenencia a Redes

El Comité es miembro del Comité de seguimiento del Proyecto PROAMBA (de cooperación con la Unión Europea) y ejerce la coordinación de ADO (Agrupamiento de ONG’s por la niñez en riesgo). Además es integrante de la Red ECPAT Internacional.

c- Trabajo actual

Actualmente al Comité está trabajando en la elaboración del próximo informe, que debe ser presentado en Junio del 2001 y en el fortalecimiento de su esquema institucional y de apoyo a la conformación de redes de ONG´s de todo el país.

Como parte de ese proceso, se presenta el presente informe preliminar en un momento de gran trascendencia política nacional, luego de 10 años de administración de un gobierno nacional que deja el lugar a otro que deberá asumir como parte de la herencia recibida el incumplimiento de la aplicación de la Convención.

LOS INFORMES 

El escritorio desordenado. La PC ocupando buena parte del mismo. Quizás alguna música suene de fondo a la hora de escribir. Libros, papeles, trabajo escritos en todo tipo de tipografía. Mucha fuentes de información, muchos pedidos de favor -¿te acordás de ese dato sobre... , ... de ese trabajo que escribió ... ?.

La construcción de la información sobre infancia en Argentina es también un problema mayor. La investigación sobre la infancia parece ser un campo limitado a la pediatría y a algunas iniciativas segmentadas en las ciencias sociales. Hay pocos estímulos para investigar poca inversión en la generación y sistematización de estadísticas mas allá del INDEC y sus mediciones generales.

A esta dificultad nos enfrentamos a la hora de redactar el informe no gubernamental sobre la aplicación de la Convención en Argentina. Lo mismo les debe haber pasado a quienes redactaron el 1er. Informe y el informe de avance que realizó el Comité en el pasado.

A lo largo de este proceso de implementación, se han generado diversos documentos vinculados al mecanismos de seguimiento establecido en la Convención.

1. El informe inicial de la República Argentina.- Redactado por el Consejo Nacional del Menor y la Familia en 1993. 

2. El Informe No Gubernamental del Comité de seguimiento, también de 1993. 

3. El Informe de avance del Comité de seguimiento, elaborado en 1994. 

Y se puede agregar el resultado de nuestra participación en el Encuentro Federal sobre políticas de infancia y adolescencia, Mendoza, 1997. Donde, a partir de la presentación de nuestra información se generó un debate que culminó con la renuncia del Presidente del Consejo del Menor y la Familia de ese momento. 

1- DEL INFORME INICIAL DEL ESTADO ARGENTINO

El Estado Argentino, a través del Consejo Nacional del Menor y la Familia, como institución del Ministerio de Salud y Acción Social, presentó al Comité de Ginebra el informe inicial sobre las medidas adoptadas para dar efecto a los derechos reconocidos en la Convención y sobre el progreso que se ha realizado en cuanto al goce de esos derechos.

El documento es fundamentalmente una descripción de todas las leyes que tienen algún tipo de vinculación con los niños y las niñas. Lo que de por si solo permite observar como, hasta la fecha del informe, la legislación vigente no solo ofrecía un desorden y superposición absoluto, sino que evidenciaba el poco esfuerzo por adecuar la legislación en gral. a la nueva doctrina de la protección integral. 

"... La República Argentina ratificó la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño, aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 20 de Noviembre de 1989, por la ley 23.849 del 4 de Diciembre de 1990...". "... Qué conforme a las pautas señaladas en el art. 44, punto 2 de la Convención se indica el grado de cumplimiento de las obligaciones derivadas de la misma y la información para que el Comité de los Derechos del Niño tenga cabal comprensión de su aplicación, en nuestro país, y orientaciones generales respecto a la forma y el contenido de los informes aprobada por el Comité de los Derechos del Niño..."

El Estado Argentino realizó una declaración a la hora de firmar la Convención referida al art. 1ro. 

"... la República Argentina declara que el mismo debe interpretarse en el sentido de que se entiende por niño todo ser humano desde el momento de su concepción y hasta los 18 años de edad.".

A la hora de informar sobre las medidas tomadas para garantizar la efectivización de la Convención, el documento señala que:

"... En particular y con el objetivo de promover y desarrollar un mejor sistema de atención a las familias o miembros de las familias que atraviesan por situaciones de riesgo, el Poder Ejecutivo Nacional, mediante el decreto 1606/90 decide la creación del Consejo Nacional del menor y la Familia que tiene a su cargo las funciones que incumben al Estado Nacional en materia de promoción de la minoridad y la familia, adoptando las medidas necesarias para contribuir a su consolidación e integración y también a la protección integral de los menores, personas discapacitadas y ancianos, que se encuentran en estado de abandono o peligro moral o material."

A partir de este párrafo el informe se desarrolla como una larga lista de programas o proyectos implementados por el Consejo, donde se describen sus objetivos y la población a las que están dirigidos. Esto como única información de lo realizado como Estado para lograr la implementación de la Convención en nuestro país.

Al finalizar, se dice:

"... es importante enfatizar la trascendencia que reviste la Convención sobre los Derechos del Niño aprobada por la ONU...", "... Las últimas medidas tomadas a nivel nacional por el Consejo Nacional del Menor y la Familia, tienden a ajustar todos sus programas de acción a la realización de los derechos del niño, la protección de los menores abandonados en situación de riesgo y en conflicto con la ley penal...".

1. DEL ENCUENTRO FEDERAL DE MENDOZA Y DEL SEGUIMIENTO DE LA ACTUACIÓN DEL CONSEJO NACIONAL DEL MENOR Y LA FAMILIA 

En le mes de febrero de 1997, el Comité fue invitado a integrar la Secretaria Ejecutiva del Encuentro Federal sobre Políticas de Infancia y Adolescencia a realizarse en la Ciudad de Mendoza, del 5 al 9 de agosto, bajo el lema "Los niños, por todos los Niños".

El evento constituyo un desafió importante, ya que por primera vez se estableció un espacio de coordinación y de concertación entre múltiples actores sociales, que reunió a funcionarios de todas las provincias, del Estado Nacional, del Poder Judicial, legisladores, UNICEF, la Iglesia Católica y el CASACIDN como representante por la Sociedad Civil. 

El encuentro tuvo dos instancias de participación:

· Los dos primeros días fueron abiertos y en el transcurso de los mismos se concretaron las ponencias. 

· En las dos ultimas jornadas se trabajo con metodologías de taller exclusivamente con las experiencias con el objetivo puesto en la elaboración de propuestas para la acción. 

El CASACIDN, estuvo presente en las reuniones previas, participando en forma activa de la organización y de las decisiones y durante todo el desarrollo del evento. En el acto de apertura, la Presidenta del Comité dijo, entre otras cosas :

" La invitación a los que tienen el poder, el poder político y el poder económico, es que junto a los que no lo tenemos, pero que queremos hacer junto a ellos mucho por nuestros chicos, saquemos de estos días de trabajo ideas claras y concretas, no fantasías irrealizables que no se cumplen...... aconsejando a los que tienen el poder que no se necesita mucho dinero de una en lo que se debe usar, que no vaya por otros caminos, que no vaya para los bolsillos .... estar acá hoy casi es un milagro, un milagro de fe , de optimismo, de confianza.

Queremos darnos las manos, corregir errores señalar a los responsables pero también decir que hacemos nosotros mientras tanto. Creo que hay mucho por hacer, el propósito es ese, seguir adelante por nuestros chicos... por estos niños que sufren falta de salud, falta de familia, y sus familias sufren la falta de trabajo. "

El CASACIDN, también dentro de ese Encuentro, participo, del panel "Seguimiento de la Convención sobre los Derechos del Niño. Informes al Comité de las Naciones Unidas". Ese panel estaba destinado a informar acerca del cumplimiento de la Convención en la Argentina y la idea era compartir, el mismo tal como estaba previsto, con un experto de UNICEF, cuya disertación estaba dirigida a brindar información sobre el "Estado de la Información sobre la infancia en el Marco de la Convención. Estaba prevista la participación en ese panel el por entonces, Presidente del Consejo Nacional del Menor y la Familia, Dr. Atilio Alvarez, que estaba invitado a presentar el informe oficial. Cosa que no ocurrió finalmente. 

En ese espacio, el CASACIDN presentó, además del Informe de 1993, una denuncia sobre la alarmante situación de la infancia en la Argentina. Esa denuncia y la ausencia del titular del Consejo, encargado de contraponer el informe oficial sobre la problemática, fueron clave en la primer Jornada del Encuentro.

La ausencia del Dr. Alvarez, impidió un debate franco entre la sociedad civil y el representante del Estado acerca de las políticas del área. El CASACIDN presentó los datos del Informe anterior e informó que, según los datos ya relevados por el informe en curso, los indicadores irían empeorando.

Se advirtió también acerca de los riesgos emergentes para la población infanto-juvenil y se marcó con énfasis, la necesidad de prestar atención especial a la problemática de las "niñas", en especial en temas relacionados con el aumento del embarazo adolescente y la disminución de la edad de los púberes que conciben niños. 

También se alertó, acerca del maltratado sufrido por los jóvenes alojados en institutos, la excesiva medicalización y el sometimiento a modos aberrantes que se observaban en distintos establecimientos dependiente del Consejo. 

Se dedico un párrafo aparte al tema de la venta y tráfico de niños, especialmente en algunas provincias del norte y del litoral de nuestro país y que esto estaría presente en el próximo informe.

También se indico el camino, que según opinión de nuestro Comité, se deberá seguir para revertir la situación de violación de derechos de la infancia: Se impone la creación de instrumentos que apuntalen el núcleo hogareño, para lograr que el niño permanezca en la familia y en la escuela. El enorme presupuesto dedicado a sostener Institutos de Menores debe dirigirse al apoyo a la familia.

Se analizó la desconfianza que existía en ese momento entre el gobierno y nuestra organización, remarcándose la postura de que solo esta dispuesta a articular propuestas y acciones con un Estado garantizador de los derechos reconocidos en la Constitución Nacional.

Finalmente, se realizo una denuncia concreta acerca de las organizaciones para-gubernamentales, un verdadero sistema perverso que privilegiaba a un grupo de ONG´s que no solo no cumplían con las características solidarias y sin fines de lucro que deben caracterizar a dichas instituciones, sino que actuaban como "prestadoras de servicios" y lucraban con las becas que otorgaba el Consejo, sin ningún tipo de control ni supervisión. 

Posteriormente esta denuncia tomo estado publico y fue nota en varios diarios de nuestro país.

Se produjo luego una respuesta agraviante del Presidente del Consejo y desautorizándose en forma pública al Comité.

Al mes siguiente, y siguiendo con el cumplimiento de nuestro rol de denuncia de violación de Derechos y del cumplimiento de la Convención y con la ayuda de algunos diputados nacionales, se da a conocer un informe realizado por la Auditoria General de la Nación en el Consejo Nacional del Menor y la Familia en 1996 que estaba "extrañamente guardado" en la Comisión Bicameral de Cuentas del Congreso de la Nación. Allí no solo se corroboran nuestras denuncias, sino que se destacan graves irregularidades administrativos y de negligencia en el tratamiento, control y supervisión de las instituciones convenidas.

Todo este conjunto de hechos, sumados a las observaciones realizadas por la sindicatura general de la Nación, quien dijo entre otras cosas que los organismos "ayudados" por el Consejo presentan "deficiencias en el control de las prestaciones recibidas".

En definitiva, el Dr. Alvarez tuvo que renunciar a la presidencia del Consejo Nacional del Menor y la Familia, por ser responsable de un área donde se produjeron serias irregularidades (subvenciones dudosas, becas de las que nadie rendía cuentas, subsidios mayores a los comunes que favorecían a determinadas instituciones, maltrato y violencia ejercida contra niños internados en hogares vinculados al organismo, contrataciones a ONG´s sin ningún tipo de metodología en la selección en su mayoría no habilitadas por las autoridades competentes, ONG´s con firma de exclusividad con el Consejo que percibían montos mayores que otros). Es decir graves problemas, que se tradujeron en una investigación que llevó adelante el Juzgado Federal a cargo de la Dra. María Servini de Cubría, donde fueron radicadas las denuncias correspondientes.

Sin embargo, a pesar de estos hechos, que son del dominio público, el Dr. Alvarez no solo se alejó de la función pública, sino que regresó a su cargo de la Asesoría de Menores Nº 2, que ocupaba antes de encabezar el Consejo y en la que habría solicitado una licencia especial.

Vale la pena aclarar que, posteriormente y siguiendo en la misma línea anterior, se han sucedido otras administraciones en el Consejo, que se bien con perfiles distintos, no han generado condiciones diferentes a las ya expuestas. 

No se puede pensar que solo un cambio de nombres en el Consejo va a solucionar la situación. Se hace necesario un cambio estructural profundo. Las políticas de infancia en la Argentina aunque ya han pasado diez años de suscripta la CIDN, aún continúan regidas por leyes obsoletas, donde los chicos son objetos a tutelar y se les otorga a los jueces y al Consejo del Menor el derecho a decidir sobre sus vidas.

 5- DEL INFORME PARA EL 2001 (odisea de los derechos)

El CASACIDN ha asumido la responsabilidad de promover, como coalición constituida por ONG’s ubicadas en Capital federal, Gran Buenos Aires y en el interior del país, la realización del II Informe alternativo.

El Comité de Ginebra viene trabajando con un importante atraso en la recepción de informes. A eso se le suma el atraso de muchos Estados en solicitar una fecha para comenzar el trámite de presentación oficial de informes. Argentina, de acuerdo a la resolución adoptada en Septiembre de 1999, comenzará su ciclo recién en Julio del 2001.

Antes de conocerse las fechas , y a partir del Encuentro Federal sobre Políticas de Infancia y Adolescencia de Mendoza, en 1997, se comenzó a preparar la creación de un espacio pluralista donde se pudiera discutir y acordar, un nuevo capítulo en la historia del seguimiento efectivo del cumplimiento de la Convención desde la óptica de la sociedad civil.

Por un lado se propuso el objetivo de ampliar la visión y reflejar la situación de todos los niños de nuestro país y no solo aquellos que viven en situación de riesgo. Y por el otro se propuso realizar una amplia convocatoria a instituciones que trabajan con niños y adolescentes en diferentes ámbitos y en todo el país.

El Comité consideró que la construcción del informe y la presentación del mismo debía transformarse en un elemento de movilización social para el seguimiento y monitoreo y que puede aportar al fortalecimiento de las potencialidades de las ONG’s y promover la formación de coaliciones fuertes de defensa de Derechos Humanos de los niños y las niñas. 

Para dar cumplimiento a ello se organizó un taller en Julio de 1998 donde participaron más de 30 organizaciones de todo el país. En este taller se construyó un marco contextual que incluyó un modelo de sociedad y su articulación con el Estado. En este trabajo se concluyó que en nuestra sociedad falta apropiación de los principios básicos de la Convención, que falta perspectiva de género y que la negativa influencia del mercado repercute sobre la calidad de vida de los niños y las niñas del país. Por otro lado se opinó que el Estado delega sus responsabilidades en la materia y está ausente del rol de garante del cumplimiento de la CIDN y además, que los responsables de la aplicación y ejecución de las políticas para la infancia violan permanentemente el compromiso asumido. La sociedad civil es percibida como un complejo mundo que no articula entre sí, que muchas veces es funcional al Estado y carece de mecanismos de representatividad.

A partir del supuesto de que le Estado debe garantizar la implementación de políticas para resolver las problemas que afectan a la población infanto-adolescente con perspectiva ciudadana –que implica la traducción de necesidades en términos de derechos se acordó construir una serie de instrumentos que permitan recabar datos necesarios y suficientes para construir el nuevo informe. Teniendo en cuenta la recomendación de que el proceso de construcción del informe "estimule y facilite la participación popular y el examen público de las políticas gubernamentales".

Se quiere saber si se han adoptado las medidas para armonizar las leyes y las políticas con la CIDN, instancia previa y necesaria para la transformación de las prácticas, proceso lento y complejo que debe ser estimulado desde los órganos político/administrativos apoyando a las organizaciones de la sociedad civil que ejercen funciones de "advocacy" e implementación de programas.

Con ese fin, se crearon una serie de instrumentos analíticos para que en cada una de las provincias se acopiaran datos e información complementaria, que permitiera tener una mirada completa y compleja de la realidad que se expresa en todo el territorio de nuestro país y sobre todos los niños y adolescentes que en él viven.

 

 

LA SOCIEDAD CIVIL Y EL SEGUIMIENTO DE LA CONVENCION, UNA RELACION EN PAÑALES

Es mucho más fácil tirar abajo un castillo de arena que construirlo.

(Martín, 8 años)

Quienes trabajamos en el ámbito de la infancia tenemos la suerte de contar con una herramienta conceptual que nos ayuda a ordenar y a organizar nuestro discurso y nuestra práctica, la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño. 

Un convenio que convocó inmediatamente un amplio consenso, que impactó de lleno en las fuerzas sociales que actúan en esta área de los derechos humanos. Con un valor práctico muy destacado, ya que logró correr el velo de una realidad oculta, de un modelo de concebir a la infancia, de convivencia con las nuevas generaciones, que atentaba y atenta contra las mínimas normas de convivencia democrática y de proyección hacia mejores formas de vida en el futuro de la humanidad.

1- Haciendo visible lo invisible

Nadie puede ver lo invisible si no lo está buscando. Y la Convención permitió, más que modificar profundamente la realidad de la infancia, darle visibilidad a las enormes violaciones que sufre. Paso fundamental para poder cambiar la realidad.

Pero, si bien la CIDN ha sido tomada como bandera y herramienta por las organizaciones que actúan en la defensa y promoción de los derechos de los niños y niñas y por algunas pocas instancias gubernamentales en algunos países, no ha alcanzado. 

Y aquí, en este punto es donde aparece el gran desafío para las ONG’s, para la sociedad civil, para el histórico y para el nuevo y dinámico movimiento que trabaja con los derechos de los niños y las niñas: poder transformar ese nuevo modelo de percibir a la infancia y sus derechos en consenso cultural y político y avanzar en las transformaciones jurídicas y políticas requeridas para poder transformar la utopía en realidad para todos los niños de nuestro país.

El Comité de Seguimiento recoge y sostiene aquel impulso que al calor de la redacción y aprobación de la Convención se expandió por el mundo entero y que contó con el apoyo de las organizaciones no gubernamentales más importantes del planeta –DNI, Radda Barnen de Suecia, Save the Children UK, etc.-. A lo largo de su historia ha sido alimentado por organizaciones que combinaron el trabajo directo con los niños (especialmente los más pobres) y una crítica al modelo socio económico que genera esa situación. 

Sin embargo, por carencias propias y del sector, por dificultades políticas, por la tendencia a la rápida ruptura de redes que padecemos, y por otros y variados motivos, no se encuentran en el Comité todos los que deberían estar, y quienes están, no representan a quienes desearían representar.

2- El rol de las ONG’s

Como ya se mencionara anteriormente, la Convención es el primer tratado internacional de derechos humanos que reconoce implícitamente, un papel formal a las ONG’s, a la sociedad civil. 

Aunque muchas de las ONG’s que integran el Comité han nacido en los 70 y 80, fruto de la búsqueda de espacios de acción antidictatorial y frente a la apertura democrática, se puede bucear un extenso pasado en materia de organizaciones sociales que han actuado en la asistencia a los niños y niñas más necesitados de nuestro país. 

Ultimamente se ha registrado una mayor presencia política y mediática de este tipo de organizaciones que parecerían ocupar una esfera diferenciada del estado y del mercado. La categoría de sociedad civil se ha convertido en punto de referencia para los más diversos discursos teóricos, periodísticos y políticos. Esta utilización es muchas veces abusiva y poco sistemática desde lo teórico y desde la definición de sus modelos y sus prácticas sociales.

Las organizaciones de la sociedad civil tienen algunas características particulares, que las diferencian de otras. Son en general organizaciones institucionalizadas, privadas, no lucrativas, autogobernadas, voluntarias, no confesionales y no partidarias. 

Los recientes procesos de privatización, descentralización y desregulación que han llevado a una clara reducción –en el modelo de economías abiertas- del rol y funciones del estado han provocado una revalorización de la sociedad civil particularmente en lo que se refiere a su potencial de asumir, de una manera más eficiente, crecientes funciones sociales.

A partir de la década de los ochenta en AL las instituciones del sector público, particularmente los servicios sociales, han sufrido un marcado deterioro cuantitativo y cualitativo debido a la baja prioridad política, la escasa capacidad administrativa y la falta de financiamiento. El virtual colapso de las instituciones del sector se relaciona fundamentalmente con el tipo de ajuste económico implementado, pero también con el tipo de gestión política del sector, cargada de incompetencia técnica, alta discrecionalidad y carencia de participación democrática. 

La solidaridad, la generosidad, el desinterés y el amor al prójimo están expuestas en la base de la racionalidad sobre la cual actúan las organizaciones de la sociedad civil. Esta lógica del desprendimiento y la reciprocidad, debería asentarse sobre el ejercicio de mecanismos democráticos de participación al interior de las entidades, expresando el mandato ciudadano de construcción del sentido de equidad. 

Hombres y mujeres, en grupos o individualmente, asociados para modificar aspectos de la sociedad en la que viven. Organizados para defender la democracia y los derechos humanos, para luchar por un desarrollo más equitativo y un medio ambiente más seguro, o simplemente, para ayudar a los necesitados o mejorar la calidad de vida diaria en sus vecindarios o comunidades.

3- ¿Y por casa como andamos?

Sin embargo, debemos cuidarnos de los estereotipos. Como es el de adjudicarle a la sociedad civil un carácter intrínsecamente progresivo, tolerante, cosmopolita y orientado al bien común. Una buena señora que ama al prójimo, a sus hijos y que todo lo hace de corazón. No siempre la sociedad civil aparece en forma civilizada y también está sujeta a las pasiones que suscita el poder, los intereses sectoriales y personales. Es un actor más y cada vez más protagónico de la política en su más amplio sentido. Por lo tanto en la práctica de cada organización de la sociedad civil encontramos implícita o explícitamente manifestado un modelo de sociedad, un modelo de desarrollo, una concepción ideológica en la cual se apoya. 

Y es aquí donde nos enfrentamos con uno de los problemas más trascendentes que impactan en la posibilidad de construir los consensos sociales necesarios para la implementación de la Convención. ¿ Las organizaciones no gubernamen-tales que trabajan con infancia, ejecutan sus prácticas basados en los nuevos paradigmas?. Nada más alejado a la realidad. En nombre del amor a los niños se cometen la mayores barbaridades. El sistema tutelar está íntimamente incorporado a la práctica de una gran cantidad de instituciones que trabajan con niños. Incorporando el modelo autoritario, verticalista, centralizado, burocrático e institucionalizado de las políticas gubernamentales llevadas adelante a lo largo de este siglo que comienza a terminar.

Por el contrario, cuando logran conformarse fuertes capacidades de autoorganización y participación, descentralización democrática, cuando se logran utilizar y multiplicar los recursos comunitarios y se promueven formas desjudicializadoras y desintitucionalizadoras y cuando se rechazan las formas tradicionales de la caridad, no solo se está atendiendo a la satisfacción de los derechos de los niños-ciudadanos, sino que se posibilita la generación de redes sociales mediadoras entre los individuos y las instituciones políticas. Se trata de un enriquecimiento y una complejización de un corporativismo societal en la que no solo estarán en juego las negociaciones y los compromisos sobre las políticas económicas y sociales que impactan sobre los niños y las niñas, sino todas las políticas (educativas, culturales, ecológicas, regionales, etc.). En esta perspectiva el renacimiento de la sociedad civil solo puede considerarse como una importante conquista democrática, en la medida que genera respeto a los derechos humanos, políticos y civiles, que requiere asumir plenamente el pluralismo social y político, una manera de entender y hacer política sustentada en la participación, en la tolerancia, en la rendición de cuentas, en las negociaciones y los compromisos públicos y en la legalidad. 

La vuelta a la democracia puso en evidencia que lo público no es ni puede ser un mero sinónimo de lo gubernamental. En un contexto democrático, lo público es lo de todos. Lo público es y debe ser el resultado de una articulación, no desprovista de conflictos, entre gobierno y sociedad civil. En la era de los derechos una política pública para la infancia no constituye ni un lujo ni una concesión graciosa de los detentores del poder político.

En la capacidad por sumar a las organizaciones de la sociedad civil a la práctica de la aplicación de la Convención se esconde el principal camino para poder crecer como movimiento social que defienda los derechos humanos de los niños y niñas. 

Esta disyuntiva podría plantearse desde la posición de que las ONG’s se constituyan en meros ejecutores (subcontratistas en el proceso de terciarización de servicios) de políticas asistencialistas (políticas pobres para los pobres) o de construir una práctica democrática que incorpore a los niños, niñas y adolescentes en el marco de los preceptos de la Convención e interferir desde esa misma perspectiva en el curso de acción de las políticas gubernamentales para que éstas se transformen en públicas. 

4- Un motor y un argumento

En definitiva, nos encontramos con un instrumento legal que no solo estimula la búsqueda de alianzas y la construcción de estrategias y políticas comunes entre todos los actores involucrados; sino que la incorpora a su letra, a su texto como marco referencial de construcción de una nueva doctrina, de nuevos paradigmas.

Las dinámicas socioeconómicas actuales agravan los problemas de las mayorías. Pero también ofrecen nuevas posibilidades para la acción colectiva. La temática de la infancia genera un gran impacto en la sociedad, en las sensaciones colectivas. Esto abre ciertas perspectivas para accionar temas vinculados a los derechos del niño y los procesos de integración pueden ofrecer nuevos campos para algunos actores. Los complejos procesos de descentralización, en medio de variados problemas, ofrecen oportunidades para ampliar los niveles de participación.

Es imprescindible abandonar definitivamente y para siempre la doctrina tutelar, y continuar con la construcción de sistemas de políticas públicas orientados a asegurar a todos los chicos el ejercicio de sus derechos. 

Es imprescindible romper con los mecanismos instalados en todos los actores sociales que dan continuidad a un modelo de infancia objeto, para poder ofrecerles a nuestros hijos y a sus hijos un mundo mejor, un mundo que aunque complejo y lleno de contradicciones, les ofrezca un lugar de protagonismo, de ruido, de color, de acción y transformación. De todos depende. 

 

UNA MIRADA ESTADÍSTICA 

Toda la idea del mar cabe un una gota de agua. 

Spinoza.

1- PERFIL SANITARIO

La mortalidad infantil resulta un indicador de mucha consistencia para observar la situación sanitaria global de la región y la eficacia de las políticas sanitarias destinadas a la atención maternal e infantil. A continuación los Cuadro 1 al 8 muestran la situación de la mortalidad infantil en Argentina desde diversas perspectivas que permiten evaluar comparativamente con otros países y entre regiones internas la extensión y profundidad de la problemática de mortalidad de menores de un año.

CUADRO 1: MORTALIDAD INFANTIL COMPARADA. PAISES EMERGENTES. AÑO 1997

	PAÍSES
	TASA X MIL NACIDOS VIVOS

	SINGAPUR
	5

	COREA
	7

	CHIPRE
	10

	CUBA
	10

	BRUNEI
	11

	BARBADOS
	12

	JAMAICA
	13

	MALASYA
	13

	KUWAIT
	14

	CHILE
	14

	ARGENTINA
	18,8


EQUIS-PNUD/ONU/INDEC

Como se observa, la Argentina posee tasas de mortalidad mas de tres veces superior a Singapur y con niveles un 89% por sobre los de Cuba y un 35 % por encima de la mortalidad infantil de Chile. 

Estos estándares de mortalidad comparados muestran que la Argentina, no solo está lejos de los niveles de países desarrollados, sino que no logra disminuir su tasa de mortalidad infantil siquiera al ritmo de los países emergentes de punta. 

Tal como se observa en los Cuadros 2, 3 y 4, la distribución de la mortalidad infantil en Argentina así como su evolución es muy heterogénea y en líneas generales responde al perfil de la pobreza estructural nacional y en particular esta asociada estadísticamente con la carencia de instrucción de la madre.

Por otra parte, a contramano incluso de la discreta tendencia nacional a la baja y el sostenido descenso en países desarrollados y emergentes de nivel de desarrollo humano similar a la Argentina, en algunos aglomerados nacionales, la mortalidad infantil aún crece.

CUADRO 2: MORTALIDAD INFANTIL DESDE LA RATIFICACIÓN DE LA CONVENCIÓN. CADA 1.000 NACIDOS VIVOS. LAS TASAS DE MORTALIDAD QUE MÁS CRECIERON

	REGIÓN
	AÑO 1991
	AÑO 1996

	FORMOSA
	24,5
	31,4

	CHACO
	32,3
	34,4


EQUIS-INDEC

Mostrando por oposición que con políticas focalizadas la mortalidad infantil desciende rápidamente con autonomía relativa del entorno socioambiental de carencia inicial, el Cuadro 3 permite observar que dos provincias extremadamente empobrecidas aún con niveles de mortalidad sobre la media nacional lograron un ritmo de descenso aceptable.

CUADRO 3: MORTALIDAD INFANTIL DESDE LA RATIFICACIÓN DE LA CONVENCIÓN. DEFUNCIONES POR CADA 1.000 NACIDOS VIVOS

LAS TASAS DE MORTALIDAD QUE MÁS BAJARON

	REGIÓN
	AÑO 1991
	AÑO 1996

	JUJUY
	33,2
	24,4

	MISIONES
	33,2
	24,1


EQUIS-INDEC

El Cuadro 4 muestra la evolución descendente de la tasa nacional de mortalidad infantil.

CUADRO 4: MORTALIDAD INFANTIL DESDE LA RATIFICACIÓN DE LA CONVENCIÓN. DEFUNCIONES POR CADA 1.000 NACIDOS VIVOS. NIVEL NACIONAL

	REGIÓN
	AÑO 1991
	AÑO 1997

	PAIS
	24,7
	18,8%


EQUIS-INDEC

Como se señalara al comienzo, en otra perspectiva, el Cuadro 5 permite observar la alta incidencia de la escolarización de la madre en la intensidad de la mortalidad infantil. Cabe acotar que el nivel escolarización de las madres está a su vez, inversamente correlacionado con el nivel de pobreza del hogar.

 

CUADRO 5: TASA DE MORTALIDAD INFANTIL SEGÚN NIVEL DE INSTRUCCIÓN DE LA MADRE

	NIVEL
	TASA (%00)

	HASTA PRIMARIO INCOMPLETO
	30,5

	SECUNDARIO COMPLETO Y MÁS
	7,6


Igualmente las probabilidades de morir antes de los dos años se incrementan notablemente con el agregado de carencias socioeconómicas al hogar, tal como lo muestran los Cuadros siguientes.

CUADRO 6: ESTIMACIÓN DE LA PROBABILIDAD DE MORIR ANTES DE LOS DOS AÑOS SEGÚN CARENCIAS CADA 1.000 NACIDOS VIVOS

	PROMEDIO 

NACIONAL
	VIVIENDA DEFICITARIA
	VIVIENDA ADECUADA
	PROVISIÓN DE AGUA INADECUADA
	PROVISIÓN DE AGUA ADECUADA

	23,4
	30,1
	18,4
	30,2
	18,9


EQUIS-INDEC

Como se observa en el Cuadro 6, la vivienda deficitaria y la provisión de agua inadecuada incrementan un 64% las probabilidades de morir antes de los dos años respecto a las chances de los niños que habiten viviendas adecuadas con una correcta distribución de agua potable.

CUADRO 7: ESTIMACIÓN DE LA PROBABILIDAD DE MORIR ANTES DE LOS DOS AÑOS SEGÚN CARENCIAS CADA 1.000 NACIDOS VIVOS (cont.)

	PROMEDIO 

NACIONAL
	HOGAR CON NBI
	HOGAR SIN NBI
	CON COBERTURA SALUD MADRE
	SIN COBERTURA SALUD MADRE

	23,4
	29
	20,5
	19,5
	27,5


EQUIS-INDEC

En la misma perspectiva que el Cuadro anterior, el Cuadro 7 muestra que tanto las Necesidades Básicas Insatisfechas del hogar como la ausencia de cobertura de salud de la madre incrementan las chances de morir antes de los dos años de vida en un 41,4% de los niños carecientes respecto a los que no poseen las privaciones señaladas.

CUADRO 8: ESTIMACIÓN DE LA PROBABILIDAD DE MORIR ANTES DE LOS DOS AÑOS SEGÚN CARENCIAS CADA 1.000 NACIDOS VIVOS (cont.)

	PROMEDIO 

NACIONAL
	SIN INSTRUC. O PRIM.INCOMP
	DE 4TO A 6TO GRADO
	PRIMARIO COMP. Y SECUND. INCOMP
	SECUNDARIO COMPLETO Y MÁS

	23,4
	40,5
	29,9
	21,2
	18,5


EQUIS-INDEC

Finalmente el Cuadro 8 señala que las chances de morir antes de los dos años se incrementan un 118% para los niños con madres sin instrucción o primaria incompleta respecto a las madres con secundario completo y más, señalando una vez más el fuerte vínculo estadístico entre pobreza del hogar, instrucción escasa o nula de la madre y mortalidad infantil aumentada.

En otra perspectiva una dimensión considerada relevante para observar la situación socioambiental de los niños es la evolución de aquellas patologías asociadas directamente a las carencias socioeconómicas. 

Tal el caso de la Tuberculosis pulmonar en menores de 5 años cuya evolución desde la firma de la Convención muestra el Cuadro 9.

CUADRO 9: TUBERCULOSIS PULMONAR EN NIÑOS MENORES DE 5 AÑOS DESDE LA RATIFICACIÓN DE LA CONVENCIÓN

	AÑOS
	TUBERCULOSIS PULMONAR INFANTIL CASOS NACIONALES

	1991
	4.999

	1992
	8.504

	1993
	9.272

	1994
	11.536

	1995
	13.128

	1996
	13.397

	1997
	12.670


EQUIS-INDEC

Como se observa, durante el lapso 1991-1997, la tuberculosis pulmonar en niños trepó un 153% en tanto en igual período la población menor de 5 años sólo creció un 12,5%, síntoma inequívoco del notable empeoramiento sanitario de los niños menores de 5 años bajo estudio, producto del impacto de las carencias crecientes socioeconómicas de los hogares y el déficit creciente de atención sanitaria.

CUADRO 10: CASOS INFORMADOS DE DIARREA EN NIÑOS MENORES DE 5 AÑOS DESDE LA RATIFICACIÓN DE LA CONVENCIÓN

	AÑOS
	CASOS DE DIARREA

	1992
	306.629

	1993
	294.836

	1994
	339.538

	1995
	367.000

	1996
	436.573

	1997
	431.442


EQUIS-INDEC

Con menor intensidad que la tuberculosis pulmonar, pero en ascenso franco, el Cuadro 10 muestra que la diarrea infantil creció un 40,7% desde la firma de la Convención.

Finalmente, una dimensión relevante del estado sanitario de los menores es su cobertura en vacunación. Al respecto el Cuadro 11 informa sobre el déficit marcado de cobertura de inmunización por vacuna en la población menor de 6 años sobre aglomerados estudiados recientemente por el Ministerio de Salud y Acción Social cuyos datos fueron procesados por el INDEC.

CUADRO 11: PORCENTAJE DE MENORES DE 6 AÑOS SIN VACUNACIÓN POR AGLOMERADOS SELECCIONADOS INMUNIZACIONES CRÍTICAS

EVOLUCIÓN 1992-1998

	AGLOMERADO
	SABIN 92
	SABIN 98
	TRIPLE 92
	TRIPLE 98

	RESISTENCIA
	18,4
	33.0
	24,2
	33.0

	GBA
	12,3
	35,6
	13,5
	37,9

	MENDOZA
	12,5
	38,3
	13,2
	38,7

	NEUQUÉN
	9.0
	30,4
	13,2
	2,8

	PARANÁ
	13,8
	33,3
	13,4
	4,2

	R.GALLEGOS
	17,9
	33,4
	17,1
	3,6

	ROSARIO
	10,5
	33,7
	17,6
	3,4

	TUCUMAN
	46,3
	33,4
	48,2
	33,1

	SANTIAGO-LA BANDA
	28,3
	40,4
	39.0
	41.0

	SALTA
	33,4
	31,8
	33,7
	33,2


EQUIS-INDEC-SECRETRARÍA DE PROG. ECONÓMICA.

Como se observa en 1998, el 35% de los menores de 6 años no recibió la vacuna Sabín, en tanto el 25% promedio no recibió la vacuna Triple. La situación adquiere mayor criticidad si se observa la evolución ascendente de la desprotección desde el año 1992, aún cuando todos los organismos nacionales e internacionales reconocen que la inmunización es una de las medidas más exitosas sino la única para evitar la enfermedad. 

Las vacunas disponibles son eficaces, seguras y baratas, por lo que la Organización Mundial de la Salud recomienda que las inmunizaciones primarias deben ser completadas antes de que el niño cumpla un año. Para esto sugiere 3 dosis de vacuna Sabin a los 2,4 y 6 meses y 3 dosis de DPT o Triple a los 2, 4 y 6 meses. 

Desde luego, estas explícitas recomendaciones no se cumplen en el país puesto que como se observara en este estudio, la cobertura de vacuna Sabin es sumamente crítica en todos los aglomerados analizados, en tanto la vacuna Triple reconoce una extensión muy pobre en el 60% de los aglomerados bajo análisis, por lo que el porcentaje de niños vacunados cae drásticamente desde el año 1992 para ambas formas de inmunización.

2- PERFIL SOCIOECONÓMICO

El Gráfico B muestra la distribución de los niños pobres e indigentes respecto a la población total de niños menores de 14 años

  Como se observa el 41% de los niños de 14 años o menos son pobres.

Esta situación implica que existen 4.897.000 de niños pobres de 14 años o menos en el total del país. 

De estos niños, 1.397.000 son indigentes, esto supone el 12% del total nacional de niños de 14 años o menos será en el apéndice posterior de este estudio, un indicador central para evaluar la extensión del campo potencial de la desnutrición infantil en Argentina. 

El Cuadro 12 desagrega el impacto de la pobreza y la indigencia a nivel nacional por regiones geográficas atendiendo a la proyección de las líneas realizada por el Banco Mundial en su reciente relevamiento sobre pobreza en el país sobre la población total. Considérese que los niveles de pobreza e indigencia sobre la población menor de 14 años están aumentados respecto a la población general dada la gran extensión del tramo de 14 años o menos en el universo de la población bajo la línea de pobreza.

CUADRO 12: NIÑOS DE 14 AÑOS O MENOS BAJO LÍNEAS DE POBREZA E INDIGENCIA POR AGLOMERADO URBANO SELECCIONADO

	AGLOMERADO
	POBREZA
	INDIGENCIA

	PAIS
	40
	12

	GRAN BUENOS AIRES
	38,2
	9,6

	NOROESTE
	62,9
	20,6

	NORESTE
	64,3
	21,8

	CUYO
	54,7
	13,7

	REGIÓN PAMPEANA
	41,1
	11,3

	PATAGONIA
	34,8
	8,9


EQUIS-INDEC-BANCO MUNDIAL

Para observar el comportamiento de la pobreza de necesidades básicas, el Cuadro 13 muestra el impacto de la pobreza estructural sobre los niños menores de 6 años desagregados por aglomerados seleccionados.

CUADRO 13: NIÑOS MENORES DE 6 AÑOS CON NECESIDADES BÁSICAS INSATISFECHAS POR AGLOMERADO URBANO SELECCIONADO

	AGLOMERADO
	TOTAL DE NIÑOS
	NBI

	RESISTENCIA
	41.199
	51

	GBA
	1.127.307
	36.1

	MENDOZA
	103.293
	29,8

	NEUQUÉN
	24.767
	24,4

	PARANÁ
	22.386
	41,8

	R.GALLEGOS
	8.264
	18,6

	ROSARIO
	137.251
	41,6

	SALTA
	45.741
	32


EQUIS-INDEC

Es unánime en todos los organismos protectores de la infancia nacionales e internacionales, la preocupación con respecto al trabajo infantil. Al respecto, el Cuadro 14 muestra una dimensión especialmente crítica del impacto de la pobreza en menores: Los niños trabajadores.

 CUADRO 14: NIÑOS ENTRE LOS 10 Y 14 AÑOS QUE TRABAJAN O AYUDAN EN TAREAS LABORALES A UN FAMILIAR POR AGLOMERADO URBANO 

	AGLOMERADO
	TOTAL
	TRABAJAN
	AYUDAN A UN FAMILIAR

	TUCUMAN
	5,3
	3,5
	1,8

	GBA
	6,6
	3,1
	3,5

	MENDOZA
	6,9
	4
	2,9

	NEUQUÉN
	2,5
	1,5
	1

	PARANÁ
	2,8
	1,5
	1,3

	R.GALLEGOS
	0,7
	0,5
	0,2

	ROSARIO
	8,2
	3,3
	4,9

	SALTA
	3,8
	2,4
	1,4


EQUIS-INDEC

Como se observa, el aglomerado de mayor intensidad de niños que trabajan resulta el Gran Rosario donde el 8,6% de los menores de entre 10 y 14 años realiza actividad laboral En segundo lugar se ubica el aglomerado Gran Mendoza, donde el 6,9% de los niños del grupo etario analizado realizan tareas laborales, de los cuales el 58% trabaja fuera del ámbito familiar.

Finalmente el Cuadro 15 vincula la posesión o no de cobertura de salud en niños de hasta 14 años según posean o no necesidades básicas insatisfechas.

CUADRO 15:COBERTURA DE SALUD EN NIÑOS POR TRAMOS DE EDAD Y CONDICIÓN DE POBREZA ESTRUCTURAL

	NIÑOS HASTA 4 AÑOS
	PROMEDIO
	CON NBI
	SIN NBI

	CON COBERTIRA DE SALUD
	55
	35
	64,4

	SIN COBERTURA DE SALUD
	45
	65
	35,6

	NIÑOS DE 5 A 14 AÑOS
	PROMEDIO
	CON NBI
	SIN NBI

	CON COBERURA DE SALUD
	59
	37,4
	67

	SIN COBERTURA DE SALUD
	41
	62,6
	33


EQUIS-INDEC

Como se observa los niños sin Necesidades Básicas Insatisfechas (NBI) poseen una cobertura de salud un 80% mas extendida que los niños con NBI, en otras palabras, por cada 100 niños con NBI con cobertura de salud, existen 180 niños sin NBI en iguales condiciones.

3- APÉNDICE SOBRE INDIGENCIA Y DESNUTRICIÓN INFANTIL

Aproximarse a la problemática de la desnutrición infantil en Argentina reconoce una dificultad inicial: No existen datos nacionales relevados con la frecuencia y calidad requeridas. Se trata entonces de aproximaciones no siempre confiables.

La metodología utilizada en este estudio consiste en analizar un indicador central para dimensionar la magnitud de la problemática de la desnutrición infantil: La proyección de la población indigente nacional menor de 14 años. 

Así las cosas, en este segundo apartado se analizan la evolución de la línea de indigencia y su proyección nacional.

 

a- INDIGENCIA SOBRE MENORES DE 14 AÑOS

Como ya se analizó, la decisión metodológica de optar por el valor de la línea de indigencia como umbral de ingresos por debajo del cual se manifiestan entre otros los fenómenos de desnutrición infantil no es caprichosa. 

Frente a la ausencia de valores oficiales nacionales de indigencia por ingresos, para poder proyectar los niveles de línea de indigencia, el trabajo utiliza la proyección sobre la población de 14 años o menos de la línea de indigencia recientemente medida por el Banco Mundial que involucra al 8,6% del total poblacional, nivel que, dada la composición etaria de los hogares indigentes con una proporción del tramo de hasta 14 años aumentada, supone un 12% de la población nacional de niños de 14 años o menos que para el año 1999 alcanza a los 11.890.000 niños. 

Refiriendo ya el análisis específicamente a la línea indigencia, esta señala un estándar de ingresos sumamente crítico por debajo del cual la población no tiene autovalía para el acceso a una dieta de costo mínimo que permita el suministro de las calorías necesarias para realizar movimientos moderados (valor de referencia = 2.700 cal/día para un varón adulto de entre 30 y 59 años).

La línea de indigencia entonces resulta en este estudio un indicador marco muy significativo de riesgo de desnutrición infantil al proyectársela sobre la población de 14 años o menos, ya que se trata de una línea de sobrevida biológica estricta, cuyo diseño y cálculo merece algunas precisiones.

Al respecto, a continuación en el Cuadro 16 se observa la composición cuanti- cualitativa de la canasta básica de alimentos utilizada para calcular el valor de la línea de indigencia.

En función de esta canasta y su valorización para un varón adulto entre 30 y 59 años se calcula el valor de la línea de indigencia para cada integrante del hogar según su edad y sexo, aplicando los coeficientes correspondientes a cada integrante, como se observa en el Cuadro 17.

CUADRO 17: VALORIZACIÓN DE LA LÍNEA DE INDIGENCIA POR MÉTODO DE ADULTO EQUIVALENTE 

	EDAD (AÑOS)
	VARON ($)
	MUJER ($)

	1
	(0.43) 28,33 
	(0.33) 21,74

	2
	(0.50) 32,94
	(0,50) 32,94

	3
	(0.56) 36,89
	(0,56) 36,89

	4 A 6
	(0.63) 41,51
	(0.63) 41,51

	7 A 9
	(0.72) 47,44
	(0.72) 47,44

	10 A 12
	(0.83) 54,68
	(0.73) 48,09

	13 A 15
	(0.96) 63,25
	(0.79) 52,05

	16 A 17
	(1.05) 69,18
	(0.79) 52,05

	18 A 29
	(1.06) 69,84
	(0.74) 48,75

	30 A 59
	(1.0) 65,89
	(0.74) 48,75

	60 Y MÁS
	(0.82) 54,02
	(0.64) 42,16 


* EQUIS CON DATOS S.P.E. MINISTERIO DE ECONOMÍA

Como se observa, el valor de la línea de indigencia para niños de hasta 14 años oscila para el caso de una niña desde los $ 21,74 a $ 52,05 por mes, en tanto para un niño la valorización va de $ 28,33 a $63,25 por niño y por mes.

 

b: POBLACIÓN INDIGENTE DE 14 AÑOS DE EDAD O MENOS. 

EL NÚCLEO DE ALTO RIESGO DE LA DESNUTRICIÓN INFANTIL

Para aproximar la extensión de la indigencia sobre niños y aproximarnos al fenómeno de desnutrición infantil, se calcula sobre el total de indigentes nacionales, la población de 14 años o menos. Al respecto, la población total de indigentes para la última medición del Banco Mundial proyectando los valores del GBA (8,3%) al país asciende para Octubre de 1998 a 3.145.738 habitantes en situación de extrema vulnerabilidad, de los cuales, por la composición etárea de los hogares indigentes, el 44% son niños menores de 14 años.

Esta proporción supone que existen actualmente 1.397.000 niños menores de 14 años indigentes, esto es imposibilitados de acceder sin ayuda comunitaria o gubernamental a una dieta básica de alimentos capaz de aportar las calorías necesarias para realizar movimientos moderados. 

En este segmento de niños indigentes se condensa el epicentro del fenómeno de desnutrición infantil, pudiéndose afirmar entonces que aquellos 1.397.000 niños indigentes constituyen el núcleo duro de la desnutrición infantil, puesto que, como se observó, sin asistencia externa al hogar no acceden a una canasta básica de alimentos para garantizar aportes calóricos mínimos.

Al analizar la evolución de la indigencia, en líneas generales, se puede afirmar que los finales de los años ochenta marcaron el pico mayor de indigencia por ingresos, al respecto, recuérdese por caso que en el lapso Octubre de 1989/ Mayo de 1990, se encontraba en esta situación extrema de vulnerabilidad el 19% de la población del GBA2 y el 23% de los niños menores de 14 años de esa región.

Por su parte, la primera mitad de los años noventa marcan una sensible caída del indicador de indigencia en tanto la segunda mitad de esta década muestran una tendencia a la suba, particularmente en el NOA y NEA donde la indigencia por ingresos impacta sobre el 18% de la población general.

4- RESUMEN DEL TRABAJO

En este estudio sobre Situación de la niñez, el lector podrá observar que de acuerdo a los mas recientes datos oficiales:

1. El 41% de los niños de 14 años o menos son pobres. 

2. El 12% de los niños de 14 años o menos son indigentes. 

3. La tasa de mortalidad infantil en argentina triplica a la de Singapur, es un 90% superior a la de cuba y un 35% superior a la de chile. 

4. La tasa de mortalidad infantil en hijos de madres con primaria incompleta o menos es un 300% superior al de hijos de madres con secundaria completa o más. 

5. La vivienda y provisión de agua inadecuadas aumentan en un 64% las posibilidades de los niños de morir antes de cumplir 2 años de vida. 

6. La ausencia de cobertura de salud de la madre y las necesidades básicas insatisfechas aumentan un 41% los riesgos de muerte de los niños antes de los 2 años de vida. 

7. La tuberculosis pulmonar en niños menores de 5 años creció un 153% durante la convertibilidad. 

8. La diarrea infantil creció un 40% durante la convertibilidad. 

9. El 35% de los niños menores de 6 años no está vacunado contra la polio. 

10. El 30% de los niños menores de 6 años no recibió la vacuna triple. 

11. Existen en el país 4.890.000 de niños pobres menores de 14 años, de ellos 1.390.000 son indigentes. 

12. El 1.390.000 de menores indigentes de no existir ayuda externa, están imposibilitados de acceder a una canasta alimentaria básica de sobrevida biológica. 

13. El 45% de los niños menores de 4 años no tiene ninguna cobertura de salud. 

14. El 41% de los niños de 5 a 14 años no tiene ninguna cobertura de salud. 

15. El porcentaje de niños trabajadores es particularmente intensa en rosario, Mendoza y el Gba., donde realizan tareas laborales entre el 6 y el 8,2% de los niños con edades entre los 10 y 14 años.

 
LA ADECUACIÓN LEGISLATIVA 

Comentario al proceso de reforma legislativa en la República Argentina

1- Larga vida al patronato

La República Argentina, primer país que en América Latina aprobó una ley específica de protección para "menores" a principios de siglo, se encuentra, en los umbrales del próximo milenio, en términos de reconocimiento concreto de derechos y garantías a niños y jóvenes, prácticamente en la misma situación que en 1919.

Es cierto que en la última década han ocurrido algunos cambios trascendentales en el plano legal, como la modificación de la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación en materia de aplicación directa de tratados internacionales de derechos humanos, la suscripción de tratados específicos de protección de derechos humanos como la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño, y la reforma constitucional que incorporó estos tratados a la norma fundamental. Sin embargo, tales cambios no han provocado ni en los tribunales ni en el poder legislativo, decisiones de trascendencia dirigidas a dar cumplimiento a los compromisos internacionales asumidos por el país, que hoy integran la Constitución Nacional. 

Las razones que explican la pasividad de los tribunales exceden largamente el objeto de este comentario. Una particular concepción de la democracia restringida al gobierno de la mayoría ha permitido justificar esta pasividad en lo que teóricamente se ha dado en llamar, en la tradición anglosajona, judicial restraint. Tal concepción ha dejado a los jueces al margen de su función central en una democracia moderna de garantizar los derechos de todos, aún en contra de las decisiones mayoritarias. Esta posición, conocida como judicial activism, implicaría llevar adelante una intensa tarea de control de constitucionalidad que, de ocurrir en el plano de las leyes que regulan la situación de los niños y los jóvenes, provocaría transformaciones fundamentales. Por esta razón - entre otras muchas otras como perfil de los jueces, modo de selección, formación de los abogados, etc.- los jueces no han declarado la inconstitucionalidad de las leyes basadas en la doctrina de la situación irregular que claramente contradicen el texto constitucional. 

Tampoco han aplicado - salvo muy escasas pero por cierto valiosas excepciones- directamente la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño a los casos sometidos a su conocimiento.

El argumento con el que durante años los jueces de menores han respondido a la pregunta respecto de por qué no aplican instrumentos internacionales de protección de derechos humanos, en este caso, la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño, es que el instrumento internacional contiene normas programáticas que hacen necesaria una reforma legislativa que operativice los derechos allí contenidos para poder aplicarlo. Este argumento evidentemente no avanza en la doctrina sentada por la Corte Suprema de Justicia de la Nación en el fallo Ekmekdjián contra Sofovich en cuanto la Corte sostuvo que cuando se ratifica un tratado existe una obligación internacional de que todos los órganos del Estado, sean administrativos o jurisdiccionales, apliquen ese tratado a los supuestos por éste abordados siempre que el tratado contenga descripciones lo suficientemente concretas de esos supuestos de hecho que hagan posible su aplicación inmediata.

2- Los diversos intentos

La Convención Internacional tiene desde la reforma del año 1994 jerarquía constitucional por imperio del art. 75 inc. 22 de la Constitución. Ello significa que comparte con la Constitución su supremacía y que, por lo tanto, se sitúa en el vértice de nuestro ordenamiento jurídico. Ello implica también que leyes, decretos, y reglamentos del Poder Ejecutivo, resoluciones administrativas, actos administrativos de alcance individual, y sentencias, deben aplicarla en un doble sentido, no sólo no contradiciéndose con las normas de la Convención sino en sentido positivo, adecuándose a lo prescripto por el tratado de modo que el tratado se desarrolle a través de esos dispositivos. 

En este sentido se ha señalado que "...a los tratados internacionales - mucho más cuando, como es el caso de la Convención sobre Derechos del Niño -, tienen jerarquía constitucional- hay que adjudicarles lo que se da en denominar "fuerza normativa". Quiere decir que son normas jurídicas, que tienen aplicabilidad directa y que, para que esa fuerza normativa desemboque en la eficacia de la dimensión sociológica del mundo jurídico, es menester que cuenten con un mecanismo garantista. Siendo así, reaparece el sistema judicial de control para descalificar las transgresiones, para superar las omisiones en el cumplimiento (que también son transgresoras e inconstitucionales), para desarrollar la interpretación, etcétera." 

Desde el punto de vista legislativo, el impacto de la Convención debe analizarse de modo diferente si se trata del nivel nacional o del nivel provincial. La República Argentina es un país federal. Por las características particulares del sistema federal argentino, los estados provinciales no han reservado para sí las facultades de dictar normas sustantivas o de fondo. Sí han conservado, en cambio, las de dictar normas de procedimiento. De allí que la exclusión formal de la aplicación de la pena de adultos que se ha hecho absolutamente de las personas menores de dieciséis años y relativamente respecto de los comprendidos entre los dieciséis y los dieciocho años, se haya llevado a cabo por una ley del Congreso Nacional. 

Las cuestiones referidas a la protección sin embargo, y como es de imaginar, no merecieron mayores disputas ni debates en los tiempos de la organización nacional. El tema de protección a la infancia desvalida y pobre era, en ese momento, algo bastante alejado de la preocupación central de las políticas y de los equilibrios de fuerzas del futuro estado argentino. Cuando el Congreso Nacional dictó la Ley de Patronato de Menores estableció el marco a partir del cual muchos estados provinciales organizaron sus políticas de atención a la infancia pobre, sin apartarse un ápice del modelo de la situación irregular. Lo que no se advierte en las actuales discusiones sobre la reforma legal a partir del modelo de la protección integral de derechos, es que desde que la protección a la infancia dejó de ser una cuestión relacionada con el asistencialismo y la tutela para pasar a ser una cuestión de garantía de derechos fundamentales reconocidos por la Constitución Nacional, el tema de la protección de los derechos de los niños (civiles y políticos, económicos, sociales y culturales, etc.) debe ser considerado como una cuestión federal. 

A nivel nacional es posible afirmar que la ratificación y posterior aprobación de la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño sólo ha tenido un impacto retórico o político. Ciertamente, como se menciona más adelante, a todo nivel se advierte que el discurso de la protección integral ha permeado a los actores, las prácticas y las instituciones. Sin embargo, no se advierte que ese discurso haya provocado un cambio en la realidad de esos actores, prácticas o instituciones.

Concretamente, desde la aprobación de la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño, han existido innumerable cantidad de proyectos de ley, tanto originados en el Senado como en la Cámara de Diputados de la Nación, muchos en el modelo de la situación irregular, algunos en el modelo de la ambigüedad y muy pocos - y muy defectuosos técnicamente- en el modelo de protección integral de derechos. 

En particular, merece un comentario el Proyecto que cuenta con media sanción desde fines del año pasado. En diciembre del año 1998 fue aprobado por la Cámara de Diputados de la Nación un Proyecto, que surge a partir de una cantidad de Proyectos integrales o sobre régimen penal presentados por diferentes legisladores. Así, se consideraron los proyectos de ley de los diputados Domínguez D. C. y Stubrin sobre Régimen Integral de Protección de los Derechos del Niño y del Adolescente. Modificaciones al Código Penal. Creación del Código del Menor, Menem (0145-D-97), Roy y Robles (1207-D-97), Sobrino (1454-D-97), Cafiero J. P. (1941-D-98), Robles y otros (2055-D-98), Martínez S. V. (5115-D-98), Banzas y otros (5422-D-98), Valdovinos (5663-D-98), y Puiggrós y otros (6222-D-98). Si se compara el Proyecto en cuestión con los mencionados arriba se advierte que no sigue ninguno de ellos en particular y que se han tomado artículos de los diferentes proyectos, aún de proyectos que claramente abordan la cuestión de manera diametralmente diferente. 

El Proyecto, que pretende dar cumplimiento a la obligación contraida por el estado al firmar la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño, emergente del art. 4 del mencionado instrumento internacional, tiene 54 artículos. Llama en este punto la atención que una ley que pretendidamente desarrolla la Convención a fin de crear los dispositivos necesarios para asegurar la plena vigencia de los derechos tenga apenas 9 artículos más que el instrumento internacional.

Desde el punto de vista de la técnica legislativa, se advierten contradicciones, falta de un lenguaje común para tratar temas similares (se habla en la misma ley, para referirse al ámbito personal de aplicación, de niño y adolescente, de persona menor de edad o de menores), una deficiente sistemática, y muchas lagunas y omisiones. 

Desde el punto de vista del discurso que sustenta el Proyecto, se ha logrado apelar a las ideas asistenciales o tutelares de la comunidad cubriéndolas con lenguaje de los derechos del niño (el título, por ejemplo). En otras palabras, se ha reciclado el ideario tutelar, se ha logrado instalar la idea de que los políticos han superado sus diferencias partidarias por una causa que vale la pena, la "causa de los niños", se afirma que se ha derogado la antigua y obsoleta Ley de Patronato de Menores y que no se baja la edad de imputabilidad, etc. Lo que no se aclara es que lo que se propone con las mejores intenciones para sustituir al viejo modelo tutelar es otro de las mismas características, aunque impregnado del discurso de la protección integral de derechos. Más de lo mismo, pero con otras palabras, y con la legitimidad de lo nuevo.

Finalmente, es importante mencionar que en los tres bloques políticos principales hubo desacuerdos fundamentales sobre este Proyecto. Todos los bloques tuvieron serias diferencias sobre el tema hasta su aprobación en la última sesión del año 1998 junto con una cantidad de Proyectos sobre otros temas.

En síntesis, las contradicciones del Proyecto con el modelo de la protección integral de derechos son significativas y es de esperar que el Senado de la Nación las tenga en cuenta a la hora de analizarlo.

3- Los logros alcanzados

A nivel provincial tres estados, Mendoza, Chubut y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, han reformado sus leyes de protección a la infancia y la juventud con mayor o menor acercamiento a lo prescripto por la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño. De ahí que se advierta en la República Argentina una discusión y algunos avances concretos en los estados provinciales sin un correlato similar a escala nacional. Esto genera varios problemas por las características del sistema federal argentino, más arriba descriptas. En particular, las provincias están limitadas en muchos aspectos (Código Civil, Régimen Penal de la Minoridad, etc.) respecto de los avances que pueden incorporar en sus leyes en razón de estar intacto el sistema de la situación irregular en las leyes nacionales. Las provincias han resuelto estos temas de modos ingeniosos y respetuosos de las garantías en leyes y en proyectos, no obstante el problema sigue sin ser resuelto de raíz.

La ley de Mendoza fue la primer ley provincial a partir de la ratificación de la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño. Si bien tiene algunos problemas técnicos considerables y, en muchos aspectos, reproduce dispositivos del modelo de la situación irregular, representa el primer esfuerzo concreto por hacer efectivo el modelo de protección integral de derechos en el país. La implementación de la ley se ha demorado considerablemente y, una vez más, no se la ha aplicado argumentando que necesitaba una reglamentación; pero al mismo tiempo, paulatinamente, ha ido generando un cambio de mentalidad y actitud en algunos actores involucrados en las políticas dirigidas a la infancia y la juventud en la provincia y ha servido como modelo para otras provincias.

La ley de Chubut resolvió los problemas de la ley mendocina. No aparecen dispositivos del modelo anterior, contiene normas procesales muy precisas y algunos mecanismos concretos para la exigibilidad de los derechos. La implementación, si bien se ha demorado un poco, ya está en curso.

Finalmente, la ley de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, aprobada hacia el final de 1998, se ha basado en las leyes de Mendoza y Chubut; pero se encuentra con el problema de que, por el modo en el que se ha dado la autonomía porteña, las cuestiones referidas a la justicia no podrían ser reguladas por la legislatura porteña. Por ese motivo esta ley, en cierto sentido, está incompleta. Además, en el ámbito de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires se da la curiosa situación de que existe una ley de protección a la infancia en general, conforme los postulados de la Convención Internacional de los Derechos del Niño, que tiene el mismo ámbito de aplicación que la Ley de Patronato de Menores. No obstante la ley de la Ciudad no es aplicada, no ha sido implementada y los jueces de menores continúan hasta la fecha aplicando la Ley de Patronato de Menores. 

4- Tendencias y dificultades

En relación con las tendencias que se advierten es importante señalar - por la cuestión de la instalación de la protección integral solamente a nivel discursivo- que en cualquier área relacionada con los derechos del niño, la falta de claridad respecto de qué es lo que se entiende por interés superior o por sujeto de derecho plantea en muchos casos la discusión en términos del viejo sistema de la situación irregular. Esa circunstancia explica que se sigan aprobando - y proyectando- leyes en diversos países de América Latina a fin de dar cumplimiento al artículo 4 de la Convención Internacional que repiten un diseño y una concepción de la infancia propia del modelo anterior - lo que se conoce como adecuación eufemística o modelo de la ambigüedad -.

Del análisis de diferentes iniciativas y proyectos que han circulado en los últimos años tanto a nivel provincial como nacional, es posible verificar algunas tendencias que dificultan una real implementación de la protección integral de derechos en los textos legales provinciales o nacionales. 

En primer lugar, se observa que la reforma legal ha tenido lugar en algunas provincias y en algunos temas a nivel nacional, pero esa reforma no se ha expresado en una consecuente y necesaria reforma institucional y reforma de los servicios. Este tema es particularmente importante, ya que en las nuevas leyes de protección, no solo en el país sino a nivel latinoamericano, se evidencia una carencia notable también desde el punto de vista del propio texto legal, en contener dispositivos eficaces de garantía de los derechos.

En otras palabras, las leyes, por regla general, establecen la desjudicialización de los problemas sociales y de protección, pero no contienen pautas (o las contienen mínimamente), lineamientos, circuitos, que orienten el modo en el que se va a llevar a cabo esa desjudicialización y el nuevo modo de abordar la protección desde una perspectiva comunitaria, descentralizada, y respetuosa de los derechos.

Otra tendencia que se advierte es la de la fragmentación de las leyes. Tanto a nivel provincial como nacional se proyectan y a veces aprueban leyes sobre diferentes temas que directa o indirectamente se relacionan con los derechos de los niños y los adolescentes. Esa fragmentación, si se diera en un marco de clara concepción de la protección integral de los derechos, no acarrearía problema alguno. Pero lo que se advierte en el país no es precisamente esto. Esa fragmentación de las leyes refleja una fragmentación de los problemas de los niños y de los adolescentes (por ejemplo, abusados, maltratados, trabajadores, infractores de la ley penal, abandonados, etc.) que se enmarca en el modelo anterior.

En otras palabras, lo que está mostrando la fragmentación en este caso es la falta de consensos básicos y de principios comunes, tanto de la sociedad civil como del sector gubernamental, respecto de cómo tienen que ser las leyes que regulen la condición jurídica de la infancia en el país y su protección específica para el caso en el que las políticas universales no lleguen a tiempo.

Otra tendencia se relaciona con el énfasis en lo jurisdiccional. Si bien en general se ha instalado la idea y la comprensión de lo injusto, antijurídico e ineficiente que resulta el llamado "secuestro" y judicialización de los problemas sociales, un número considerable de proyectos y leyes no logran superar el tema y siguen depositando en el juez la función de proteger a los niños y a los adolescentes sin avanzar sobre soluciones comunitarias o de otro tipo que hagan efectiva la desjudicialización.

En relación con la forma en la que se ha instalado el discurso de la protección integral, se advierte como tendencia que los diferentes proyectos y leyes cambian los nombres sin cambiar los contenidos. La protección integral de derechos tiene - como es sabido - un contenido diferente al de la protección en el modelo de la situación irregular. No se trata sólo de una cuestión terminológica, aunque lo terminológico también es muy importante. 

En algunas reuniones es posible escuchar que alguien se refiere al "patronato" o a los "menores" o a la "situación irregular" como las palabras prohibidas, a las que no se puede nombrar. Nada más alejado de una concepción de la protección integral de derechos. Una de las primeras tareas que se llevó adelante en América Latina a partir de la ratificación de la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño fue poner en evidencia los llamados "fraudes de etiquetas" en relación con la infancia y la adolescencia. Por eso, la protección integral propone en este sentido, nombrar todo, llamar a las cosas por su nombre, terminar con los eufemismos. De una idea como la descripta es que se explica luego que se elaboren leyes y proyectos en los que, si uno fácilmente cambia las palabras que son propias de un modelo de protección integral de derechos, y llena esos vacíos con expresiones de la situación irregular, en el fondo nada cambia, la ley no se ve modificada en lo sustancial. Eso es así porque se trata de un cambio de nombres sin cambio de contenidos. La protección integral no propone un cambio en el nivel de los significantes (o al menos no sólo y fundamentalmente); propone un cambio absoluto en el nivel de los significados.

Otra tendencia que se nota es la poca relevancia del derecho del niño a ser oído. Como se mencionó más arriba, de todos los derechos el del niño a ser oído estructura la Convención Internacional, ya que avanza con una fuerza nunca antes reconocida en un instrumento legal, en el tema de la participación y de la ciudadanía de los niños y los adolescentes. Si bien en general se reconocen los derechos, en muchas leyes y/o proyectos el derecho del niño a ser oído está circunscripto a los procesos judiciales, o muy limitado en su valoración o pertinencia. 

Otra circunstancia que se advierte es que por lo general no se recoge - siempre hay excepciones, sólo se están consignando tendencias- la experiencia acumulada de los diferentes países de América Latina que han emprendido de lleno un proceso de reforma legal y de readecuación institucional. A lo sumo se reproducen textualmente algunas normas de leyes de otros países, pero sin una búsqueda mayor respecto de los actores y las instituciones. Entonces ocurre que se extraen diferentes normas de diferentes leyes y el producto final aparece con contradicciones, lagunas, o ambigüedades. Esto constituye un problema no sólo de técnica jurídica sino, una vez más, una evidencia de la falta de acuerdos básicos y de principios comunes.

Finalmente, es importante mencionar que la fragmentación también aparece al nivel de los actores relevantes. La fragmentación acá puede leerse como falta de articulación en un doble sentido: tanto falta de articulación del Estado con los sectores representativos de la sociedad civil, cuanto falta de articulación de la sociedad civil entre sí, de las organizaciones no gubernamentales comprometidas con la promoción y defensa de los derechos de los niños. Ni los unos ni los otros han logrado hasta la fecha generar espacios a partir de los cuales se alcancen consensos básicos respecto de cómo se debe implementar la reforma legal, con qué contenido, cómo debe darse la reforma institucional, etcétera. 

Para concluir, este comentario y esta descripción de tendencias necesariamente, por ser tal, encuentra ejemplos en el sentido contrario, generaliza y esquematiza. No es esta la oportunidad para analizar en profundidad las causas por las que el país demora el adecuar su derecho interno a la Convención Internacional ni por las que aparecen estas tendencias. Seguramente una razón importante es que la ideología tutelar instalada desde hace ochenta años en los actores y en las instituciones del país se resiste a pasar a la vitrina de algún museo de arqueología. Esta breve descripción se presenta simplemente como una llamada de atención que pueda ser útil para lograr en un momento - que ojalá se encuentre más próximo de lo que somos capaces de imaginar- leyes, instituciones y actores que puedan hacer efectivos los derechos fundamentales de los niños y los adolescentes en el país. 

 

 

 

SALUD E INFANCIA, ALGUNOS TEMAS A CONSIDERAR

1- El problema de la mortalidad infantil

Queremos comenzar este apartado acerca de la situación de la salud haciendo notar que la mayoría de las muertes y enfermedades que sufren los niñas niños y jóvenes que habitan la Argentina son EVITABLES.

Entre las causas de muerte de niños hasta 10 años de edad se encuentra en primer lugar los problemas alrededor del nacimiento, en segundo lugar las muertes por accidentes y en tercer lugar por enfermedades infecciosas(que en los niños y niñas de hasta 5 años de edad están representadas por infecciones respiratorias agudas o diarreas estivales).

Entre las muertes de niños y niñas de entre 10 a 18 años encontramos como mayor causa los accidentes y la violencia. Todas estas son causas evitables. No tenemos dudas en afirmas que si no son evitadas esta situación configura una violación de los compromisos que el estado argentino tomo al adherir a la CDN. 

Pero vemos con preocupación que en general suelen no ser percibidas como tales por el equipo de salud humana, por los dirigentes políticos y por la comunidad.

2- Distribución de la problemática

Por la extensión y variedad del territorio argentino no es posible hablar de una sola realidad. Son muy diferentes las características de la salud infantil de las grandes ciudades y de las zonas rurales. En una gran ciudad como Buenos Aires a su vez existen subgrupos con fuertes y disonantes características. 

En ciudades como Rosario con situaciones extremas de pobreza y exclusión insuficientemente medidas y analizadas resulta ridículo observar el dato oficial de la mortalidad infantil de 0 a 5 años es de 15.7 en la provincia de Santa Fe. En las zonas rurales hay una inmensa variación de situaciones según la región y los gobiernos provinciales. 

Sin embargo hay un común denominador que sufren la mayoría de los niños y niñas sin presentar diferencia asociadas a las condiciones sociales: la falta de espacios verdes y la consiguiente posibilidad de expansión, movimiento y recreación. Esta privación incide en la maduración ,el crecimiento y desarrollo de niños y niñas y asociado con algunos problemas de alimentación que van desde un aumento de la desnutrición a una malnutrición que se presenta llamativamente en grupos de buenos recursos económicos se traduce en una disminución de la talla media.

3- Paradigmas insuficientes

A excepción de grandes esfuerzo de los grupos de promoción de la lactancia materna los congresos de salud organizados por las instituciones científicas solo se ocupan de los adelantos en la aplicación de medicamentos y diagnósticos avanzados de patologías frecuentes que no se asocian con la exclusión, la desocupación o la decadencia en la formación del equipo de salud resultado de administraciones desbastadoras de las políticas públicas. 

El sector privado en la Argentina sostiene paradigmas que justifican acciones aisladas y de orden corporativo. Existe en la Argentina un comercio intensivo por parte de las empresas multinacionales del medicamento que gracias a la libertad de patentes que rige en este país inundan el mercado interno con sus productos nocivos al crecimiento y desarrollo infantil. No se mide porque el mayor porcentaje de las investigaciones están solventadas por la industria del medicamento.

Los grupos excluidos y más vulnerables sufren aún más este impacto pues se suma su estado de desnutrición y baja inmunidad.

Estos grupos que reciben "ayuda humanitaria" de los laboratorios de medicamentos o de ONG’s bien intencionados generalmente son tratados con el desecho de "muestras gratis recolectadas" para donaciones.

Como ejemplo queremos mencionar las donaciones recibidas por los Wichis en el impenetrable Chaco donde la mortalidad infantil es de 72 por mil y el alto índice de enfermedades respiratorias agudas (IRA) es producto de la exclusión, de la destrucción de los montes, Pensamos que a través de encarar reformas ecológicas evitaríamos producir iatrogenias en niños que tendrán graves secuelas respiratorias por el mal uso de los medicamentos.

No existen estudios epidemiológicos de envergadura que muestren el porcentaje de secuelas o de muertes evitables por la utilización de los medicamentos.

4- Políticas Sociales

Para elaborar un informe significativo de la realidad de la salud de todos los niños 

y adolescentes que habitan la Argentina es importante comprender los paradigmas que sostienen las políticas del estado, y se traducen en prácticas sociales y culturales. 

Las violaciones a los derechos del niño en el área Salud abarcan desde las políticas de formación (capacitación del equipo de Salud) hasta las de ejecución de las políticas de obras públicas (por ej. La potabilización del agua).

También es importante tomar en cuenta las políticas acerca de la investigación en salud.

No contamos hoy con estudios epidemiológicos realizados por universidades que ayuden a comprender y alertar sobre las violaciones de la CDN y se agrega a esto la manipulación de los indicadores de Salud por parte de los organismos oficiales.

Resultan llamativos los indicadores oficiales comparados por las realidades cotidianas que vivimos médicos enfermeras psicólogos y otros miembros de los equipos de salud.

Durante los últimos 10 años, por falta de recursos, han sido muy pocos e insuficientes los estudios y trabajos científicos presentados respecto a la morbimortalidad infantil en la Argentina comparados con la intensidad y calidad de estas invetigaciones en períodos anteriores.

5- La salud como atributos positivos del vivir

Para comprender esta situación sería interesante conocer también el concepto de salud en términos de atributos positivos del vivir: dormir bien lejos del insomnio y del letargo y sin ayuda de los medicamentos; comer con apetito lejos de la inapetencia o la voracidad y sin trastornos de incompetencia o de exceso en la masticación, deglución, digestión y excreción; crear bienes, servicios, ideas, arte, con entusiasmo, ingenio y esfuerzo; formar pareja estable, reproducirse; continuar aprendiendo con poder de adaptación y flexibilidad al cambio. Para los niños nacer sin anomalías ni trastornos, crecer, madurar, aprender y socializarse, jugar y expresarse (Eduardo Sarue).

La oportunidad de vivir con su familia o no y las condiciones de salud de cada una de las familias incluyen factores decisivos en la vida de los niños y adolescentes.

Una familia que carece de agua potable o de trabajo indudablemente tiene niños que sufren violaciones a sus derechos humanos en salud. Del significado que se le atribuya surgirá una imagen diferente de una misma realidad.

Es por esta razón que el análisis de indicadores aislados como la mortalidad infantil, la morbilidad u otros pueden con facilidad ser manipulados con objetivos políticos. La utilización de la epidemiología para el análisis de la situación de salud y la evaluación del impacto en la ejecución de las políticas es insuficiente. 

6- Factores políticos de violación de los derechos en Salud

El sistema de salud de Argentina se comporta en forma inequitativa por la falta de accesibilidad de los diferentes nichos demográficos. Esto se observa si comparamos las cifras oficiales de la mortalidad a nivel país y luego la desagregamos por diferentes zonas. Las variaciones del índice de mortalidad infantil en áreas alejadas de las cuatro principales ciudades del país aporta datos de una gran desigualdad social y de oportunidades.

La dificultad en la accesibilidad comenzó con el mal llamado proceso de descentralización de la salud, la educación y la seguridad pasando de manos del estado federal a los estados provinciales. Esto generó sólo un proceso de desconcentración de las facultades del estado quedando los estados provinciales, sin los fondos que se utilizaban para esos fines.

Durante el gobierno Menem se suspendió la transferencia de los fondos a las provincias para estos tres sistemas y mediante legislación sé cercenó la posibilidad de los estados provinciales de generar fondos propios y así contar con la administración de sus impuestos. La liquidación de los bancos provinciales suprime los entes financiadores de las políticas provinciales.

De esta manera se deterioro el sistema de salud y comienzo la falta de presupuestos que sumado a malas administraciones impacta en el sistema de Salud.

7- El marco jurídico

Para finalizar nos parece importante resaltar que como en otros grupos de derechos el carecer de una norma jurídica adecuada ha creado graves problemas. Por otra parte "son reducidos los intentos gubernamentales sistemáticos por incorporar el abordaje a la problemática que, siguiendo los lineamientos de la CDN (art.18, ins 1 y 2; art. 27, ins.3), viabilicen el deber del estado privilegiando el apoyo a la familia para que ésta pueda apoyar al niño.

En la Argentina la intervención del estado para la protección de los niños, niñas y adolescentes en riesgo, aún está regulada por un marco jurídico ajeno a la CDN. El mismo transforma en categorías jurídicas problemas que derivan de la pobreza en que viven las familias, creando las condiciones para la intervención de la justicia sobre situaciones asistenciales violando, en muchas oportunidades, el derecho del niño a permanecer con su familia sea a través de su internación o colocación en familias sustitutas.

Este paradigma condiciona el diseño institucional de las áreas gubernamentales abocadas a la protección de la infancia y adolescencia y distorsiona en gran medida la identificación y medición de los verdaderos problemas.

 

DERECHO A LA IDENTIDAD

1- La desaparición forzada de personas

La dictadura militar que se establece en Argentina el 24 de marzo de 1976 sistematiza un modo de persecución política inédita, "la desaparición forzada de personas" y su posterior asesinato, llevado a cabo por grupos específicos y en el que estaban involucrados todos los sectores del poder.

Con dicha práctica de "desaparición forzada de personas" y con la institucionalización de campos de concentración y exterminio (llegaron a ser 465 en todo el país) queda organizada una modalidad represiva del poder. Este modelo de poder concentracionario es propio de este siglo y fue creado por el nazismo durante la segunda guerra mundial y funcionó como poder totalizante, dueño de la vida y de la muerte.

Implantó la violencia como modo de vida en dónde el terror y la parálisis desarma el tejido social. El trauma vivido, verdadero genocidio, afecta a toda la comunidad convirtiéndose en trauma histórico.

Genocidio es un término acuñado por Raphäel Lemkin, a raíz del nazismo, y se describe como un crimen contra el derecho de gentes, sea cometido en tiempos de paz o de guerra. Es el ejercicio criminal de la soberanía estatal.

Cabe interrogarse cuáles son los efectos que produce en la subjetividad este trauma histórico, con el agravante que el poder totalitario nunca asumió la responsabilidad de lo acontecido, negó su propia práctica de burocratización de la muerte, para ellos no hay nombres, no hay cuerpos, no hay muertos, no hay archivos, no hay responsables.

Si bien iniciada la democracia con un gesto se crea la CONADEP y el Juicio a los Comandantes responsables de las tres armas y a represores, con otro gesto se firma la Ley de Punto Final y la Ley de Obediencia Debida y finalmente los Indultos.

2- La violencia represiva

Uno de los modos de la violencia represiva fue la fractura generacional, en pos de la protección de "la familia" tomó a algunas familias, la de los 30.000 "desaparecidos" y de los alrededor de 500 niños, hoy jóvenes, apropiados, produciendo un quiebre en el sistema de parentesco:

· desaparece uno o varios miembros de la familia, es decir, representantes de una o varias generaciones 

· como hecho inédito en la modernidad, dichas desapariciones incluyeron a menores de edad secuestrados con sus padres y a bebés nacidos durante el cautiverio de sus madres embarazadas. Dichos niños fueron separados de sus familiares y apropiados por personas en su mayoría ligados al poder militar 

Esta fractura de historia en los ascendientes y en los descendientes crea un agujero en lo simbólico, ya que no hay explicaciones para los hechos o explicaciones falseadas que inducen al sin sentido pues impide ubicar el origen de la agresión, práctica que el poder totalitario utiliza para que la responsabilidad aparezca como proveniente del agredido. Manipulación de cuerpos y discursos como modo de destrucción de lo subjetivo que induce a la sumisión.

3- La respuesta solidaria

La solidaridad que se generó en torno a estos hechos permitió una forma de organización social que produjo un punto de quiebre en el Estado Totalitario en donde el accionar de las Madres y Abuelas, al ubicarse en lo público de la Plaza de Mayo, pone en escena algo que estaba destinado a lo privado, a lo privado de ese "desaparecido", de esa familia de "desaparecido".

Escenario público en el que circulan historias que denuncian Madres y Abuelas y que convocan a un reconocimiento de lo acontecido, a la exigencia de justicia y a una memoria de lo que parecía innombrable.

Posición activa que es un modo de resistencia al poder y un modo de transformar la posición del "desaparecido", ya que sustraído en lo privado, vuelve a la escena social en la primera exigencia de "aparición con vida" y modo de quebrar lo insensato y también modo de salir de la fragilidad psíquica por la falta de apoyos identificatorios en lo social.

Debemos recordar que aún permanecen en condición de desaparecidos alrededor de 500 jóvenes, son los "desaparecidos vivos" de hoy que viven "del otro lado de la pared" en la multiplicidad de los "campos" (convivencia con el apropiador) que se han diseminado dentro de la sociedad. "Desaparecidos vivos" a los que se les somete a permanecer en la ignorancia del origen del vínculo que se basa en el asesinato de sus padres y su propio robo.

· Algunos fueron secuestrados junto a sus padres. 

· Otros nacieron en el cautiverio de sus madres que fueron secuestradas embarazadas. Por testimonios de sobrevivientes, de médicos y de parteras, sabemos que las embarazadas secuestradas daban a luz amordazadas, con los ojos vendados, atadas de pies y manos, se les inducía el parto o se les practicaba cesáreas innecesarias. Luego del parto el bebé era separado de su madre y apropiado 

· Hubo niños dejados con vecinos que ubicaron a sus familias para entregarlos 

· También hubo vecinos que desconociendo a los familiares, protegieron a los niños hasta que lograron ubicarlos por medio de las Abuelas de Plaza de Mayo 

· Otros niños fueron entregados en instituciones públicas como NN y dados en adopción. Con posterioridad algunos adoptantes, sospechando el posible origen del niño, se conectaron con Abuelas de Plaza de Mayo. En estos casos se consideró que como actuaron de buena fe, se mantuvo la convivencia con la familia adoptante en acuerdo con la familia de origen y en estrecho contacto. Estas situaciones se resolvieron sin intervención de la justicia 

· Hubo vecinos que se apropiaron de los niños impidiéndoles el conocimiento de su historia. Estos casos, cuando el niño fue localizado por Abuelas de Plaza de Mayo, se resolvieron por vía judicial que ordenó, tras las pruebas de histocompatibilidad sanguínea, la restitución a la familia 

· Hubo situaciones en que familiares de la línea materna o paterna mantuvo al niño sin comunicarlo, por temor o por ignorar datos de la otra parte de la familia. Hubo situaciones resueltas por la institución y otras en que, iniciada la democracia, se inició la búsqueda de la restante familia. 

Sobre éstos niños se ejerció violencia dado que:

· fueron abruptamente separados de sus padres, ya que no fueron abandonados, sino robados y apropiados ilegalmente 

· hubo ocultamiento de identidad, incluyendo cambio de nombre y apellido, cambio de fecha de nacimiento y, en algunos casos cambio de edad, simulacro de parto con falsificación de partida de nacimiento 

· adopciones aparentemente legales, ya que hubo niños que fueron dejados en instituciones y eran tratados como NN 

· niños asesinados en el secuestro 

· bebés en gestación asesinados en el vientre materno 

· tortura, violaciones y vejámenes a mujeres embarazadas 

· convivencia con apropiadores que obtienen un vínculo basado en la "desaparición forzada" y posterior asesinato de los padres 

La violencia impuesta se acrecentó con la cuidadosa tarea de los apropiadores y de los aparatos del Estado, de borrar toda ligazón con el origen.

Los casos denunciados y documentados son 230. Según datos de Abuelas de Plaza de Mayo son 64 los ubicados: restituidos 35, muertos 8, en trámite judicial 7 y en convivencia con familia de crianza 14. También suponen que el número de jóvenes apropiados es de alrededor de 500, ya que muchos casos no se denunciaron.

Un fenómeno reciente es el acercamiento de jóvenes quienes, al dudar de su origen, piden ser analizados. En los últimos años se han acercado a la Institución "Abuelas" o a la comisión Nacional por el Derecho a la Identidad alrededor de 500 jóvenes.

Con la desaparición sistemática de menores de edad el Estado Argentino ha violado la Declaración Universal de Derechos Humanos aprobado por Naciones Unidas en 1948, art. 1º y 16º y el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales aprobado por Naciones Unidas en 1966, parte III, art. 10º, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos aprobado por Naciones Unidas en 1966, art. 23º y 24º y la Convención Americana de Derechos Humanos, Pacto de San José de Costa Rica de noviembre de 1960, art. 17º y 18º. Asimismo se violaron, desde el punto de vista del derecho interno, diversos artículos de la 1º parte de Declaraciones y Garantías de la Constitución Nacional.

El Derecho Penal aún no ha legislado sobre la "desaparición forzada de personas", pero en relación a menores hay delitos contemplados: a) delito de sustracción de menor, art. 146; b) delito de supresión y suposición de estado civil, art. 139; c) delito de falsificación ideológica de documento público, art. 292 y 293; d) delito de privación ilegal de la libertad, art. 142.

4- La etapa democrática

Durante la instauración de la democracia y a instancias de Abuelas de Plaza de Mayo se sanciona la ley 23511 en 1987 que crea el Banco Nacional de Datos Genéticos que tiene por objeto realizar informes y dictámenes técnicos y realizar pericias genéticas a requerimiento judicial para determinar la identidad de un menor que se suponga hijo de desaparecidos. En este Banco se conservan muestras de sangre de los familiares de los casos documentados para el joven que quiera buscar su identidad.

El gobierno argentino sancionó dos leyes en políticas de Derechos Humanos: la ley 23492 de Punto Final del año 1986 que establece plazo de prescripción de la acción penal y de la ley 23521 de Obediencia Debida en el año 1987 que limita el juzgamiento de los delitos cometidos durante el Terrorismo de Estado a los altos cuadros. Pero fue excluido de dichas leyes el delito cometido por sustitución de estado civil, sustracción y ocultamiento de identidad, delitos muy próximos a la "desaparición" pero que sin embargo no nombra; por lo que las causas penales que se instruyen por un menor desaparecido no han sido afectadas por estas leyes. Por otra parte este tipo de delito es permanente.

5- En la Convención

En el marco de la Convención Internacional por los Derechos del Niño aprobada por la asamblea general de las Naciones Unidas el 20 de noviembre de 1989 se promovieron la inclusión de los artículos 7, 8 (conocidos como argentinos) y el 11 del derecho a la identidad a solicitud de la Asociación "Abuelas".

Artículo 7:

1) El niño será inscripto inmediatamente después de su nacimiento y tendrá derecho desde que nace a un nombre, adquirir una nacionalidad, y en la medida de lo posible a conocer a sus padres y a ser cuidado por ellos.

2) Los Estados Parte velarán por la aplicación de éstos derechos de conformidad con su legislación Nacional y las obligaciones que hayan contraído en virtud de los instrumentos internacionales pertinentes en esta esfera, sobre todo cuando el niño resultara de otro modo apátrida.

Artículo 8:

1) Los Estados Parte se comprometen a respetar el derecho del niño a preservar su identidad, incluido la nacionalidad, el nombre y las relaciones familiares de conformidad con la ley sin injerencias ilícitas.

2) Cuando un niño sea privado ilegalmente de alguno de los elementos de su identidad o de todos ellos, los Estados Parte deberán presentar la asistencia y protección apropiadas con miras a restablecer rápidamente su identidad.

Artículo 11:

1) Los Estados Parte adoptarán medidas para luchar contra los traslados ilícitos de niños al extranjero y la retención ilícita de niños en el extranjero.

2) Para este fin, los Estados Parte promoverán la concentración de acuerdos bilaterales o multilaterales o la adhesión de acuerdos existentes. 

6- Recorrido conceptual

Los menores apropiados fueron sustraídos de un sistema de parentesco e incluidos violentamente en otro que reniega de lo instituido por los padres. Acto amparado por el Terrorismo de Estado en el que el triunfo sobre los padres desaparecidos debe perpetuarse más allá de la desaparición. Así se somete al niño a una relación que reniega de lo acontecido, pues siendo los autores del hecho ilícito o cómplices, se manejan "como si" nada hubiera sucedido, sabiendo que la relación se monta sobre el asesinato de los padres.

Para el Derecho el vínculo de filiación es un vínculo constituido por las instituciones jurídicas. La filiación es un concepto que debe ser tratado como "principio político de organización" que permite el anudamiento de lo biológico, lo social y lo subjetivo. No basta con nacer, la vida hay que instituirla. Instituir la vida, es decir, fabricar el vínculo institucional: esto es obra de la genealogía que hace sostener el hilo de la vida que recuerda al sujeto su lugar en la especie y procura a la sociedad lo humano vivo.

La genealogía apunta al conjunto de los sistemas institucionales fabricados por la humanidad para sobrevivir y difundirse. Instituir implica la normatividad, cuya exigencia será la existencia de un marco de legalidad que garantice la conservación de la especie.

El arte de gobernar, es el arte de tramar una legalidad para hacer nacer a una persona, que pueda subjetivarse y hacer que la vida pueda transcurrir hasta la muerte.

La especie se propone al sujeto humano a través de la genealogía. Es la ley la que asigna un padre a un hijo en virtud de una presunción legal que así la establece. La humanidad es una sucesión de padres y de hijos y la filiación es el montaje de la cadena humana. El derecho romano habla de instituir la vida.

Desde el psicoanálisis (teoría que ha permitido pensar los procesos de subjetivación de las personas) planteamos las operaciones de subjetivación necesarias para que el pequeño sujeto se humanice.

La familia es el ámbito donde se desarrolla el ser hablante y desempeña un papel primordial en la transmisión de la cultura. Lo simbólico, que precede el nacimiento de un sujeto, es la función ordenadora de la cultura que separa al hombre de la naturaleza, inscribiéndolo de entrada en el lenguaje, ley fundadora cuyas interdicciones fundamentales son la prohibición de matar y prohibición del incesto, y en las estructuras de parentesco que organizan las diferencias de sexos y de las generaciones.

El niño, al nacer, por su prematuración necesitará de la función materna y paterna para vivir. Pero el intercambio entre la madre y el bebé, no será sólo en el terreno de las necesidades (alimento, aseo, etc.) sino que los reclamos de cuidado del niño a la madre se inscriben en el lenguaje y se convierten en demanda de amor.

Para la madre su relación con el niño llevará la marca de un interés particularizado por él, que es índice de su investimento libidinal. En relación al padre, su función será en relación al nombre del padre y es vector de una encarnación de la ley en el deseo, en tanto prohibe el incesto humaniza el deseo y es el que, en tanto deseante, se hace responsable de sus actos.

El bebé para constituirse subjetivamente se identificará primeramente a sus padres, de ellos recibirá una marca simbólica, trazo identificatorio que le permitirá ser. Se lo marcará con un nombre, inscripción simbólica, que no es sólo el nombre pues incluye la etimología del apellido, la novela familiar, pues uno se nombra como ha sido nombrado y al nombrarse nombra la relación de uno con sus progenitores, aquél que lo incluyó en el orden de las generaciones. Identificación que es una inscripción inconsciente que tiene eficacia simbólica, que particulariza e impide la repetición de lo idéntico. En cada inscripción se marca el lugar que el sujeto ocupa en el orden de las generaciones que es único y que abre el camino a nuevos eslabones en el sistema de parentesco.

Es en este sentido que desde el psicoanálisis podemos pensar la identidad: ser inscripto por los padres en el sistema de parentesco reconociendo la igualdad y la diferencia, pues sólo siendo diferente puedo particularizarme. El sujeto no puede pensarse ni como autoengendrado ni siendo idéntico a otro, pues al nacer, sostenido por el deseo de los padres, subjetivarse será producirse como sujeto nuevo.

Sabemos que con los niños desaparecidos se produjo una filiación falsa amparada en el Terrorismo de Estado y se les impidió el derecho de vivir con su familia, no pudieron convivir con sus padres que fueron primero desaparecidos y luego asesinados, ni tampoco pudieron criarse con los familiares de sus padres, sus abuelas y abuelos, sus hermanos, sus tíos, que nunca renunciaron a la búsqueda y a la verdad. Denunciaron la desaparición, la falsedad, la apropiación, denuncian y reclaman justicia y derecho a la identidad.

Acordamos con "Abuelas" nuestra objeción y nuestro repudio ante los acontecimientos que produjo el Terrorismo de Estado, es ético, lo ocurrido es algo que no podemos aceptar, la persistencia de una memoria viva es nuestra responsabilidad.

Lo ocurrido, el desmantelamiento del derecho de las personas por desaparición y asesinato y la apropiación de niños, hoy jóvenes, aún desaparecidos condujo a una ruptura del sistema humano de filiación, es una masacre de los vínculos y una fractura de la memoria. Es nuestra responsabilidad señalar el daño al que han sido y siguen siendo sometidos los jóvenes aún desaparecidos. También señalar y denunciar el daño al que somos sometidos como sociedad.

Sabemos que en el vínculo que crean los apropiadores con los niños, hoy jóvenes, funcionan procesos de identificación, no podemos negar sus marcas, las inscripciones que efectuaron aquellos que se han adjudicado impunemente las funciones materna y paterna valiéndose en la indefensión del pequeño sujeto que necesita del Otro para vivir y no caer en el marasmo y la muerte.

Usurpación del amor que reniega (en tanto mecanismo perverso) que el origen del vínculo se basa en la desaparición y asesinato de los padres y que criando a éstos niños como propios consuman otro modo de exterminio, funcionan "como si" nada hubiera sucedido y mantienen a lo largo de los años el ocultamiento del origen fraudulento.

La apelación de las Abuelas al derecho a la identidad no es sólo el pedido de un ordenamiento simbólico institucional que responda a la fuerza de la ley que siendo igual para todos funda una comunidad ética y política.

Insistir en restituir a éstos jóvenes su identidad implica el reconocimiento de lo vivido con el apropiador, de lo que fueron privados con el asesinato de sus padres y que eso es irrecuperable. No se puede borrar mágicamente la usurpación y las marcas que en el psiquismo produjeron, pero sí se puede abrir un espacio para construir una verdad histórica que impida el asesinato de la memoria.

Es decir no a las formas criminales de subjetivación, es hacer público actos que se pretendían privados y ocultos, es exigir una respuesta jurídica y social.

Es exigir a uno por uno de sus nietos que tienen nombre y apellido, que tienen rostro, así como tuvieron nombre y apellido sus padres, tuvieron rostro, familia y una historia. Es exigir un trabajo de historización en donde la relación entre la memoria y el olvido pueda ser subjetivada en un discurso.

El estado terrorista halló en la desaparición forzada de personas su principal recurso de gestión. Hacer desaparecer niños, despojarlos de sus familias, de su historia, de su nombre, de su cuerpo, de su voz. Renegación de un origen y de un acto, que en su persistencia en lo social es renegación de renegación. Al desaparecerlos para inscribirlos como otros se produjo otro modo de filiación que es la optimización racional del encierro.

Vivimos en democracia pero la dictadura no es algo caduco en tanto haya jóvenes desaparecidos y aparecidos en otro sistema de parentesco. Walter Benjamin decía que los hombres vuelven mudos del horror, sin nada para contar. Creemos que Abuelas de Plaza de Mayo con su trabajo tratan de hacer inteligibles los signos del horror en un intento de remontar el carácter inenarrable de lo acontecido y por mantener viva su memoria como la de una lección que no debe olvidarse en tiempos en que se soporta mal la memoria de lo acontecido.

 

NIÑOS TRABAJADORES 

Tramo entre 10 a 14 años según encuesta permanente de hogares, encuesta especial para diagnóstico y evaluación de las metas sociales y encuesta de desarrollo social 

1- Introducción

La reciente información de la Encuesta Permanente de Hogares de Mayo de 1999, mostró que en el GBA sobre un total de 505.912 niños de entre 10 y 14 años el 1,4% estaba ocupado, en tanto el 0,4% se declaró desocupado por lo que el 1,8% de los niños se encontraba incorporado a la población económicamente activa. 

Se trata de 9.612 niños entre 10 y 14 años, a los que se suman 1.800 menores de 9 años de edad que se declaran trabajadores (bajo condición de ocupados o desocupados). Sin embargo, siendo impactantes, estas cifras no expresan la totalidad de la incidencia del fenómeno. 

En efecto, es sabido que por limitaciones técnicas reconocidas por los responsables del relevamiento oficial, la tradicional Encuesta Permanente de Hogares (EPH) del INDEC subestima el trabajo infantil, cuya captación adecuada requeriría, según es consenso entre especialistas y técnicos del propio INDEC, una encuesta específica o al menos, módulos especiales incorporados a cada onda de EPH.

Así las cosas, una dimensión mas plena del trabajo de menores fue captada oficialmente por la Dirección de Estudios sobre niveles de vida y pobreza, dependiente de la Secretaría de Programación Económica. Este relevamiento especial, sobre la base de EPH incorporó un módulo sobre infancia y condiciones de vida, desarrollado específicamente para la Encuesta especial para el diagnóstico y evaluación de las metas sociales, que junto a los datos socioambientales aportados por la reciente Encuesta de Desarrollo Social (EDS) del SIEMPRO-INDEC, constituyen las fuentes primarias de esta investigación.

2- Perfil Socioambiental de los Niños Trabajadores

El entorno socioambiental mayoritario de los niños trabajadores es el de hogares bajo la línea de pobreza e indigencia. 

Al respecto, a fin de evaluar la incidencia de la pobreza en menores, el Gráfico A muestra la distribución de los niños pobres e indigentes respecto a la población total de niños menores de 14 años en el país según información comunicada en el mes de Junio de 1999 por el Banco Mundial y relevamientos recientes del INDEC -SIEMPRO.

 Como se observa el 45% de los niños menores de 14 años son pobres. Esta situación implica que existen 4.500. 000 niños pobres menores de 14 años en el país. 

De estos niños, 1.200.000 son indigentes, esto supone el 12% del total nacional de niños menores de 14 años. A fin de observar la magnitud de la privación de ingresos que supone para un niño la pobreza e indigencia, el Cuadro 2 muestra el valor de ambas líneas para el tramo de edades de hasta 14 años y para ambos sexos. 

CUADRO 2: VALORIZACIÓN DE LAS LÍNEAS DE INDIGENCIA Y POBREZA PARA MAYO DE 1999 (SEGÚN EDAD Y SEXO) 

	 LINEAS DE INDIGENCIA

	EDAD (AÑOS)
	VARON ($)
	MUJER ($)

	1
	(0.43) 28,33 
	(0.33) 21,74

	2
	(0.50) 32,94
	(0,50) 32,94

	3
	(0.56) 36,89
	(0,56) 36,89

	4 A 6
	(0.63) 41,51
	(0.63) 41,51

	7 A 9
	(0.72) 47,44
	(0.72) 47,44

	10 A 12
	(0.83) 54,68
	(0.73) 48,09

	13 A 15
	(0.96) 63,25
	(0.79) 52,05

	LINEAS DE POBREZA

	EDAD (AÑOS)
	VARON ($)
	MUJER ($)

	1
	(0.43) 66,58
	(0.33) 51,09

	2
	(0.50) 77,42
	(0,50) 77,42

	3
	(0.56) 86,71
	(0,56) 86,71

	4 A 6
	(0.63) 97,54
	(0.63) 97,54

	7 A 9
	(0.72) 111,48
	(0.72) 111,48

	10 A 12
	(0.83) 128,51
	(0.73) 113,03

	13 A 15
	(0.96) 148,64
	(0.79) 122,32


EQUIS DATOS SPE, MINISTERIO DE ECONOMÍA.

Como se observa, la línea de indigencia para niños menores de 14 años van desde un piso de $ 21,74 por mes para una niña de hasta 1 año de edad hasta $ 63,25 mensuales para un varón de hasta 14 años. 

Por otra parte la línea de pobreza para los niños de hasta 14 años de edad recorre los tramos de ingreso que van desde los $ 51,09 mensuales como piso correspondiente a una niña de hasta un año de edad hasta los $ 148 por mes de techo, asignados para un niño menor de 14 años.

Visto la magnitud de la privación de ingresos que implica ubicarse por debajo de las líneas de pobreza e indigencia, el Cuadro 3 desagrega el impacto de la pobreza y la indigencia sobre menores de 14 años, a nivel nacional por regiones geográficas atendiendo a la proyección de las líneas realizada por el Banco Mundial en su ya mencionado relevamiento sobre pobreza en el país sobre la población total. 

Considérese que los niveles de pobreza e indigencia sobre la población menor de 14 años están aumentados respecto a la población general dada la gran extensión del tramo etario analizado en el universo de la población bajo la línea de pobreza.

CUADRO 3: NIÑOS MENORES DE 14 AÑOS O MENOS BAJO LÍNEAS DE POBREZA 

E INDIGENCIA POR AGLOMERADO URBANO SELECCIONADO

	AGLOMERADO
	POBREZA
	INDIGENCIA

	PAIS
	45
	12

	GRAN BUENOS AIRES
	39
	10

	NOROESTE
	63
	21

	NORESTE
	65
	22

	CUYO
	55
	14

	REGIÓN PAMPEANA
	42
	11

	PATAGONIA
	35
	9


EQUIS-INDEC-BANCO MUNDIAL

A la penuria de ingresos de los hogares donde como se observará mas adelante reside el 84% de los niños trabajadores del país debe agregarse el deterioro de su entorno ambiental, como lo muestra el Cuadro 4 construido con proyecciones de datos de la Encuesta de Desarrollo Social del SIEMPRO-INDEC para la franja etaria de menores de 14 años residentes en hogares pobres que representa el 87% del universo total de niños trabajadores entre 10 y 14 años de edad. 

CUADRO 4: CARENCIAS SOCIOAMBIENTALES DE LOS NIÑOS TRABAJADORES ENTRE 10 y 14 AÑOS

	LOS NIÑOS TRABAJADORES VIVEN 
	NIÑOS TRABAJA-DORES (%)
	NIÑOS TRABAJA-DORES

	EN VILLAS DE EMERGENCIA O ASENTAMIENTO
	8,2
	12.700

	SOBRE CALLES DE TIERRAS SIN VEREDAS NI DESAGUES
	44,8
	69.500

	EN VIVIENDAS PRECARIAS O MUY DETERIORADAS
	11,6
	18.000

	EN VIVIENDAS SIN CLOACAS
	71,1
	110.000

	SIN GAS NATURAL EN SU VIVIENDA 
	64,1
	99.000

	EN VIVIENDAS SIN AGUA CORRIENTE
	23,1
	35.800

	SIN ALUMBRADO PÚBLICO EN SU BARRIO
	15,7
	24.300

	SIN ELECTRICIDAD EN SU VIVIENDA
	2,8
	4.300

	CON HOSPITAL PÚBLICO A MAS DE 30 CUADRAS DE SU VIVIENDA
	38,7
	60.000

	CON TRANSPORTE PÚBLICO A DIEZ CUADRAS O MÁS DE SU CASA
	6,2
	9.600

	CON TELÉFONO PUBLICO A MAS DE 10 CUADRAS DE SU VIVIENDA
	10
	15.500

	EN BARRIOS CON RECOLECCIÓN DE BASURA CADA TRES DÍAS O MÁS
	16,8
	26.000

	CON COMISARÍA A MÁS DE 30 CUADRAS DE SU HOGAR
	13,1
	20.300

	EN ÁREAS INUNDABLES
	27,8
	43.000

	CERCA DE UN BASURAL
	35
	54.200

	TOTAL NIÑOS TRABAJADORES 
	100
	155.000


Como se observa, el entorno socioambiental de los niños trabajadores residentes del país es crítico. 

Proyectando valores de la Encuesta de Desarrollo Social (EDS) del INDEC-SIEMPRO, se deduce que por ejemplo, el 70% de los niños trabajadores residen en hogares sin cloacas, el 64% no posee gas natural, el 45% reside en barrios con calles de tierra, sin veredas ni desagües en tanto el 35% habita cerca de un basural, tal como lo señala el Cuadro 4.

Descripta la crisis socioambiental de los niños trabajadores, el Cuadro 5 muestra finalmente la incidencia del trabajo de menores desagregados por aglomerados críticos, que representan al 50% del total de la población del tramo analizado del país.

 CUADRO 5: NIÑOS ENTRE LOS 10 Y 14 AÑOS QUE TRABAJAN O AYUDAN EN TAREAS LABORALES A UN FAMILIAR POR AGLOMERADO URBANO 

	AGLOMERADO
	TOTAL
	TRABAJAN
	AYUDAN A UN FAMILIAR

	TUCUMAN
	5,3
	3,5
	1,8

	GBA
	6,6
	3,1
	3,5

	MENDOZA
	6,9
	4
	2,9

	NEUQUÉN
	2,5
	1,5
	1

	PARANÁ
	2,8
	1,5
	1,3

	R.GALLEGOS
	0,7
	0,5
	0,2

	ROSARIO
	8,2
	3,3
	4,9

	SALTA
	3,8
	2,4
	1,4


EQUIS-INDEC

Según se desprende de datos oficiales suministrados por la "Encuesta especial para el diagnóstico y evaluación de las metas sociales " y publicado por la Dirección nacional de programación del gasto social, el aglomerado de mayor intensidad de niños que trabajan resulta el Gran Rosario donde el 8,6% de los menores de entre 10 y 14 años realiza actividad laboral.

En segundo lugar se ubica el aglomerado Gran Mendoza, donde el 6,9% de los niños del grupo etario analizado realizan tareas laborales, de los cuales el 58% trabaja fuera del ámbito familiar. El promedio nacional de niños trabajadores proyectado en base a cifras oficiales para el tramo de niños de entre 10 y 14 años es del 5%, lo que supone 155.000 niños que trabajan a nivel país.

Sin embargo, a la hora de evaluar estas cifras debe considerarse que el trabajo de menores está prohibido, al tiempo que es unánime en todos los organismos protectores de menores nacionales e internacionales, la recomendación a los gobiernos de impedir de hecho y por derecho el trabajo de menores por lo cual es muy probable que estos índices subrepresenten el fenómeno de niños que trabajan en proporciones que resulta difícil precisar. 

Igualmente, si se analiza índice de niños que trabajan en el universo de niños pobres se observará que el 10% de los menores de entre 10 y 14 años residentes en hogares pobres, trabaja.

 

CUADRO 6: NIÑOS QUE TRABAJAN SEGÚN CONDICIÓN DE POBREZA

	POBLACIÓN DE NIÑOS ENTRE 10 Y 14 AÑOS DE EDAD SEGÚN POBREZA
	TRABAJAN

(ABSOLUTO)
	TRABAJAN

(%)

	NO POBRES
	1.800.000
	25.000
	1,3

	POBRES
	1.300.000
	130.000
	10

	INDIGENTES
	450.000
	90.000
	20

	TOTAL
	3.100.000
	155.000
	100


EQUIS -PROYECCIONES INDEC-SEC.PROGRAM.ECONÓMICA.

El 84% de los niños trabajadores reside en hogares bajo la línea de pobreza, en tanto el 58% proviene de hogares indigentes y el 16% restante reside en hogares no pobres.

Esta distribución permite analizar la muy alta incidencia de la pobreza por ingresos del hogar en el fenómeno de niños trabajadores y afirmar la certidumbre de considerar al trabajo infantil como un fuerte indicador de pobreza del hogar. 

3- CONCLUSIONES

Como se analizó a lo largo de este estudió, los niños trabajadores representan una alta proporción del total de la población infantil en particular la residente en hogares ubicados bajo la línea de pobreza.

La simple mención de 155.000 niños de entre 10 y 14 años sometidos ilegalmente a condición de trabajadores resulta dramática y paradójica en un país donde aquellos que lo necesitan y debieran emplearse no lo consiguen.

Por otra parte, los niños trabajadores permiten observar dos dimensiones de la pobreza bien diferenciadas:

Pobreza material: de los hogares que estos niños integran y por los que se ven compelidos a incorporarse tempranamente al mercado de trabajo para paliar ingresos escasos.

Pobreza moral: de la sociedad adulta que por acción u omisión permite la existencia y el crecimiento de estas circunstancias críticas para su desarrollo integrado, olvidando que el único lugar apto para todo niño menor de 14 años, luego de su hogar, debiera ser obligatoriamente su escuela. 

 

CARCEL Y NIÑOS

Relevamiento de datos de institutos-carceles de niños, niñas y jóvenes -: 

Capital Federal: San Martín, Roca, Pujol, Camet. Y en la Pcia. de Buenos Aires: Centro de Estudio y Derivación

Aclaración de los autores:

Al elaborar el informe se ha propuesto poner en evidencia los comportamientos

Patológicos institucionales, dejando de lado la denuncia individual dado el carácter cerrado de las instituciones donde es prácticamente imposible adoptar conductas individuales que permitan modificar el comportamiento institucional.

1- CARACTERIZACIÓN DE LOS "INSTITUTOS" CÁRCELES DE NIÑOS, NIÑAS Y JÓVENES

I -a- La Población de los institutos fue seleccionada de sectores marginados del sistema económico-social, proveniente de los sectores de la población de más bajos recursos, asentados en barrios y villas marginadas de Capital Federal y Gran Buenos Aires, no escolarizados, de familias sin trabajos, migrantes del interior y ahora se agregan de países limítrofes y en su gran mayoría se trata de varones.

Sólo a título de ejemplo podemos decir que el 100% de la población que se encuentra en situación de calle en la Estación Constitución está por debajo de la línea de pobreza, es decir sin trabajo, sin vivienda suficiente para albergar a chicos y sin poder asegurar el sustento diario. A su vez podemos afirmar que el 15% de la población del Instituto San Martín proviene de la Estación, Constitución.

A su vez esta población proviene en un 90% de provincia de Buenos Aires, distrito que posee un promedio de judicialización por causas civiles y asistenciales que alcanza a 47.906 causas anuales (C.S.P.BA 1998).

En Capital Federal el 83,23% de los niños que ingresaron al sistema judicial lo hicieron por la agencia policial que interviene prioritariamente en las zonas marginadas.

Es importante destacar que si bien es de público conocimiento la existencia de chicos en situación de calle judicializados por el sistema a partir de un conflicto de naturaleza social como la pobreza, no existen estadísticas oficiales que permitan caracterizar la población y la causa del conflicto.

I-b- Los Institutos constituyen cárceles para niños, niñas y jóvenes.

Son verdaderas Cárceles por sus características y estructura:

a. El encierro permanente tanto para personas en crecimiento consideradas víctimas como para aquellas consideradas autoras de un delito. 

b. La existencia de muros y rejas. 

c. Un sistema de seguridad independiente y prácticamente autónomo de la Dirección de los "Institutos". Sin intercomunicación con el equipo dedicado al tratamiento (psicólogos/as, asistentes sociales) 

d. D) La existencia de celdas de castigo - Centro de Derivación de la provincia de Buenos Aires- (Sectores para buen comportamiento y sectores para mal comportamiento). 

e. Las restricciones en la comunicación con el exterior y desde el exterior. No tienen derecho a la correspondencia que est  supervisada por la Dirección, tampoco tienen visitas de amigos. 

f. Régimen disciplinario con incorporación de malos tratos y castigos corporales. 

g. Las visitas de los familiares no son fluidas y el régimen de otorgamiento de las mismas es restringido. 

h. Se dan todas las características de la "cultura carcelaria de adultos" con sus códigos internos (el traslado en el interior del Instituto de Sección a Sección se realiza con las manos cruzadas en la espalda; el personal de seguridad califica el comportamiento para el "egreso", "salida por buen comportamiento"; la calificación personal de cada niño conforme el delito que se les imputo marca la categoría carcelaria. 

I-c- No son centros de Derivación rápida sino que poseen una población cautiva que reingresa permanentemente y transita por el sistema.

En la fijación de sus objetivos todos los institutos visitados asumen un discurso 

institucional por el que se definen como "Centros de Admisión, Clasificación y 

Derivación". Los directivos entrevistados admiten que los chicos no podrían pasar mas de 20 días en este tipo de "institutos" sin embargo pasan allí "encerrados-as para ser derivados" meses y años.

El tratamiento que se proporciona en estos Institutos concuerda con la definición del objetivo institucional (centros de derivación) y desconoce la realidad (encierro carcelario permanente). Se produce una esquizofrenia institucional porque en el mismo  ámbito el personal de seguridad asume que se trata de una institución de encierro y elabora y practica un discurso que tiende a producir la respuesta conductual del chico al encierro. El niño a su vez desarrolla un discurso tendiente a realizar el objetivo de la institución; objetivo que difícilmente se cumple por la intervención judicial que prolonga el encierro más allá  de lo que una derivación manda. El chico aprende que tiene que elaborar un discurso para cada 

ámbito y cada situación. Así la mentira se convierte en un elemento más de la 

supervivencia. Se suma que nunca ve al Juez, que es el que dispone, con lo que se impide construir la verdad.

Dado que un alto porcentaje de la población proviene de la provincia de Buenos Aires, el niño debería ser trasladado inmediatamente. Sin embargo el sistema opera con un mecanismo sancionatorio de permanencia en el instituto hasta tanto "llegue el oficio para el traslado", constatándose la incongruencia del mismo, dado que apenas producido el traslado, se efectiviza la "fuga" (salida institucional del sistema reconocida y aceptada por los funcionarios).

Durante esta etapa en la que se "Dispone tutelarmente" - por tiempo indeterminado - la persona en crecimiento es alejada de su núcleo familiar, privada de su intimidad. Se culpabiliza a la familia y por ende no existen tratamientos adecuados para recuperar al niño en la familia y para respetar el derecho a crecer en la familia de origen y/o extensa con independencia de la condición socioeconómica de esta. En la derivación del sistema no está contemplado el regreso a su familia, la cual siempre debe irrumpir en el sistema para recuperar a su hijo.

Está  sometida a la perdida del derecho a la recreación porque los institutos no tienen ni los medios ni el espacio para proveer este tipo de actividad.

El paso del tiempo sin ocupación se convierte en una de las principales agravantes por la corta edad y la etapa de crecimiento que transitan.

La estructura edilicia en todos los casos es inadecuada y obsoleta, carece de la agilidad que debería tener un centro de derivación. Sobre una estructura inadecuada se han montado estructuras carcelarias de características celulares con un elevadísimo hacinamiento. 

I-d- Ausencia de una política de egreso. 

Es una consecuencia de la falta de asunción de la realidad, al no admitir que es un sistema estable de adjudicación de pena por la condición social o el sometimiento de un hecho presuntamente delictivo, el sistema no permite el abordaje de una política de egreso; más al de la buena predisposición de algunos funcionarios que se han animado a pensar y proyectar algunas estrategias institucionales para el egreso (Inschausti, Otamendi).

I-e- Se profundiza la relación de dominación en la dupla adulto-niño acentuada por la carga de la "institución de encierro".

Las relaciones entre los niños y el personal están marcadas por la adjudicación de 

superioridad a los adultos e inferioridad a los niños, basadas en el miedo y dominación que se ejerce esencialmente a través del sistema de seguridad que utiliza "vigiladores". La selección del personal es inadecuada para las necesidades de las personas en crecimiento, llevan años - en muchos casos más de una década- trabajando en instituciones de encierro, sin capacitación ni actualización acorde a los cambios y sin capacidad para la contención debido a la reproducción patológica del encierro en el trabajo cotidiano -vigilador/a-.

I-f- Se suprimen en los tratamientos aspectos esenciales como la sexualidad en el niño y en el adolescente. 

Existe una negación en el tratamiento institucional para el abordaje de la sexualidad en el niño y el adolescente. En su caso se admiten la existencia de conflictos derivados de este aspecto de la personalidad, pero el personal directivo y el comportamiento institucional lo atribuyen a "seudo-patologías" de las personas en crecimiento antes de admitir que es producto del "encierro homosexual institucional". Esta negación-omisión conlleva a respuestas inapropiadas como el agravamiento en las condiciones de encierro (incorporación de mayor cantidad de rejas y vigiladores) para evitar lo inevitable - cualquier tipo de contacto físico entre los chicos -.

I-g- Existe una marcada incapacidad para el tratamiento de las adicciones. 

No existe un tratamiento adecuado a las adicciones que por lo general se reduce a la contención del denominado "síndrome de abstinencia". El tratamiento desconoce la raíz del problema. No se pregunta porque un niño se queda en la "a -(sin) - dicción". No se afrontan las causas ni se considera la adicción como un lugar afectivo no resuelto.

La política estatal incluye en el tratamiento solo las "comunidades terapéuticas" cuyo objetivo es la atención de la persona "drogadependiente". Sin embargo la mayoría de estos chicos y chicas están en niveles inferiores a la drogadepenencia que requieren otro tipo de tratamiento preferentemente ambulatorio y con capacidad de "contención". El tiempo que tienen los profesionales para el trabajo con los chicos está restringido por el encierro mismo. Estos mismos profesionales trabajando en medio abierto podrían reconstruir rápidamente la historia personal para un abordaje de la problemática en su totalidad. A su vez existe un prejuicio conceptual que impide una reacción acorde a las necesidades del chico en el personal encargado de elaborar los estudios y peritajes y en el órgano 

juzgador mismo por el que se concibe la "adicción" o cualquier conflicto de relacionamiento social como una "patología" desconociendo el fenómeno cultural del consumo de algunos estupefacientes en los grupos etáreos.

A su vez en los mismos institutos no existe la capacidad para atender separadamente y con recursos apropiados a la persona adicta y a la persona drogadependiente.

I-h- Falta una atención médica adecuada 

Como estos centros están previstos para solo derivar, carecen de una estructura sanitaria adecuada a la permanencia de la población lo que conlleva que deban solicitar los servicios de salud con carácter de urgente fuera de las mismas cárceles (institutos). El personal es insuficiente para la población que albergan. 

También no existe un tratamiento destinado a prevenir la detección del HIV, como as¡ tampoco prevenir lo que puede significar el ejercicio de la sexualidad temprana de niños y adolescentes de esta población. Tampoco para detectar la exploración y/o abuso sexual por parte del adulto hacia estos niños.

I-i- La profundización y extensión de tratamiento psíquico como m‚todo de control y aseguramiento del encarcelamiento sin resistencia.

Llama poderosamente la atención la cantidad de personas en tratamiento psíquico en comparación con esa misma persona fuera del Instituto, lo que nos lleva a concluir que las condiciones de encierro y encarcelamiento producen alteraciones psíquicas como la depresión y conductas acordes a la lógica y sana resistencia al encierro (denominada brote psicótico). Para atender este conflicto los/as medica con el objetivo de lograr el orden y estabilidad interna.

A su vez en muchos de los casos ni siquiera es personal con formación psíquica el que aconseja y determina el suministro de esta medicación, y sin medir tampoco el impacto que produce un tratamiento psiquiátrico en ‚estos niños. 

I-J- Estructura militarizada del planteo de "Seguridad" interno en los institutos.

Si bien el personal encargado de la seguridad es civil y depende del Consejo Nacional del Menor y la Familia, su formación y funcionalidad es altamente militarizada propia del esquema carcelario.

Conviven en el Instituto personal de calificación técnica que intenta conocer, acompañar la historia del niño y trabajar con las normas y códigos culturales que no se compadecen con los códigos carcelarios propios del encierro. El niño convive la mayor cantidad de horas con el personal de seguridad y no así con el técnico, con lo cual se le plantea una dicotomía acentuada entre las normas que intenta rescatar el equipo técnico y las que, de hecho, rigen la coexistencia institucional en la que se reafirman los valores negativos que se pretenden modificar.

En los pabellones rige la ley del más fuerte; se obtiene la "coexistencia pacífica" 

practicando la ley mando obediencia; y la asunción de liderazgos fundados en la fuerza física y la capacidad de mando. 

Al no asumir el encierro de los niños, se concluye negando la utilización de recursos humanos en el objetivo nada loable de mantener encerrado a un niño, y así, como no se contiene a unos (los niños) tampoco se contiene a los otros (el personal de seguridad). El mantener este tipo de instituciones de encierro termina encerrando las voluntades individuales que favorecerían un cambio actitudinal.

2- CARACTERIZACION DE LA ACTIVIDAD DEL PODER DE POLICIA

II-a: Aplicación de la violencia para resolver cuestiones sociales. Formación inadecuada de la autoridad de prevención. 

La autoridad de aplicación del Régimen Penal de Menores y de las Leyes de aplicación del Patronato de la Infancia es la Fuerza Armada Policial, formada para enfrentar - sin resolver- hipótesis de conflictos armado con la participación de adultos donde se presume la utilización de la violencia física. Este perfil es absolutamente inadecuado para el tratamiento y contención de la niñez y juventud en riesgo y conlleva de modo inevitable la violencia del personal policial aplicada a niños y jóvenes mediante golpes, malos tratos y aplicación de torturas físicas y psíquicas - amenaza sistemática de encierro -.

Conforme el último estudio publicado por la Dirección de Política Criminal durante el año 1996 en un 75% no hubo armas en delitos con o contra niños y adolescentes con el agregado de que aproximadamente "uno de cada diez casos atendidos por jueces de menores de la Ciudad de Buenos Aires, está  vinculado a la comisión de un delito por parte de un niño". por lo que no existe fundada razón estatal para la utilización de la violencia en niños y jóvenes.

Corresponde reiterar que conforme la investigación realizada por el "Programa de 

protección de los derechos del niño, niña y adolescente del gobierno de la Ciudad de Buenos Aires", ingresaron en 1996 por la agencia policial 1403 casos considerados menores víctimas y 1259 considerados menores infractores.

La población reafirma el rol de la policía, porque frente a un hecho considerado 

"peligroso" por y para la sociedad enseguida requiere la intervención del Estado a través de la policía. Tampoco la población mide ni conoce las consecuencias de una intervención de esta naturaleza sobre la vida del niño. 

II-d: El control social específico sobre las personas en crecimiento se efectúa sobre la base de generación de hipótesis de conflicto que asocian la delincuencia al abandono. 

La Agencia policial crea hipótesis de conflicto para autohabilitarse en el ejercicio de la fuerza represiva con menores. Estas hipótesis encuentran fundamento en el imaginario mediático de la inseguridad urbana, y por ende, consiguen el consenso de la población que actúa con miedo frente al niño que considera "peligroso"; el valor del testimonio policial para el sistema judicial se convierte en absoluto y definitorio, porque el funcionario judicial no escucha ni procura a otro al tomar conocimiento del hecho.

Solo a título de ejemplo podemos observar que existe un móvil para la detención de menores víctimas fundado en la existencia de "violadores de niños". La legislación actual permite institucionalizar al niño cuando el personal policial no localiza un adulto que se haga responsable del mismo. En la mayoría de estos casos el presunto violador no es detenido ni hay prueba pericial ni indicaría que de cuenta del hecho denunciado por el personal policial; a su vez la práctica judicial reafirma esta arbitrariedad porque no requiere la prueba al personal policial validando la detención "ab initio". De la misma agencia podemos colegir que no responde a su práctica la aprehensión y detención de los demandantes de servicios sexuales, sea de niños, jóvenes o adultos. 

Al ejemplo citado podemos sumar la elaboración conceptual causal del Poder Ejecutivo Nacional - Consejo Nacional del Menor y la Familia- que atribuye el conflicto del niño de y en la calle a la existencia de "mafias" asociando a estas a las familias pauperizadas con el "mote" de explotadoras de niños. 

El móvil del Poder Ejecutivo es sumamente claro, pretende ocultar la profunda crisis económico-social a la que se está sometiendo a numerosas familias de Capital Federal y Provincia de Buenos Aires que no poseen las mínimas condiciones para la supervivencia. Paralelamente existen organizaciones delictivas de adultos que utilizan niños y jóvenes pero ‚estas no son desmanteladas por el personal policial, sino que por el contrario son los "menores" los únicos detenidos.

A su vez, esta elaboración conceptual encuentra asidero en el imaginario social que responde a la prédica social elaborando el prejuicio de que detrás de cada chico de la calle hay un adulto que lo explota o que lo sostiene. 

II-e: La detención se agrava porque se produce en espacios físicos inadecuados proclives a inducir situaciones violentas (Comisaría). Y deviene arbitraria porque no se proveen las medidas adecuadas para localizar a un miembro de la Familia.

Los niños y jóvenes son detenidos en Comisarías resultando doblemente peligroso en la Provincia de Buenos Aires por el tiempo que pueden permanecer en ella encerrados junto a la población adulta. Esta detención se prolonga por la resistencia del Poder de Policía a movilizar recursos para localizar a los familiares de los detenidos. 

Los procedimientos se efectúan por lo general en horas nocturnas y transcurre un tiempo mas que prudencial desde la detención hasta la consulta con el Poder Judicial a lo que se suma el tiempo que transcurre desde la orden judicial hasta que determina la institucionalización o localización de los familiares. Considerando que la mayoría de los chicos en situación de calle o alejados de sus familiares viven en Provincia de Buenos Aires, la derivación familiar desde la comisaría es prácticamente inexistente.

Como respuesta a la presión de las organizaciones no gubernamentales que actúan en defensa de los niños algunas dependencias policiales emprolijan los procedimientos desistiendo de la aplicación de torturas y malos tratos sustituyéndolos por una persecución sistemática sin que medie la comisión de ilícito alguno para cumplimentar con las órdenes de los superiores de "limpiar" estos centros neurálgicos de los chicos en la calle con el objetivo de que el chico abandone la jurisdicción. 

 

3- CARACTERIZACION DE LA ACTIVIDAD DEL PODER JUDICIAL

III-a- Primacía del derecho interno frente al Derecho Internacional. Desjerarquización del Derecho Constitucional.

A pesar de la incorporación de los pactos y tratados internacionales de Derechos 

Humanos en la Constitución Nacional (1994) ello en nada refleja una modificación en la práctica tribunalicia que persiste en aplicar el Derecho Interno aunque este en franca contradicción con el Derecho Internacional de los Derechos Humanos (en especial la Convención de los Derechos del Niño).

La mayoría de los miembros del Poder Judicial han sido educados en el paradigma decimonónico de la doctrina de la situación irregular que considera al "niño como objeto" y desconocen los desafíos y cambios que propone el paradigma del "niño como sujeto de derecho" o el iushumanismo.

A su vez la actuación judicial selecciona y aplica de la Ley del Patronato la idea de la tutela asociada a "guardar" al chico en un Instituto u Hogar y no a la restitución de sus derechos personales y su entorno familiar.

III-b- Delegación de la función judicial en el personal dependiente del poder Ejecutivo (autoridad policial y autoridad administrativa-penitenciaria).

Por práctica los jueces delegan su función en el personal policial y actúan en 

Consecuencia sin rever la legalidad o ilegalidad del procedimiento que culmina con la detención del niño o joven. El Poder Judicial convalida y aprueba la actuación policial. La revisión posterior en sede jurisdiccional no es garantía porque la violación ya se produjo en la primera diligencia. En escasas oportunidades el Poder Judicial repregunta e indaga sobre los hechos traídos a su conocimiento en el mismo momento que se le comunica el hecho. Solo a título de ejemplo podemos decir que hasta el presente no hemos visto ningún representante judicial en las comisarías en el preciso instante en el que el niño debe ser escuchado antes de definir sobre su futuro.

A su vez la ley del patronato condiciona a los jueces porque los convierte en los 

"responsables" de la persona en crecimiento judicializada. Frente a esta responsabilidad los jueces reaccionan con medidas que reaseguran su propia función antes que la integridad de los niños. Delegan la "seguridad" del niño abandonado o con dificultades de contención familiar y social en el Consejo Nacional del Menor y la Familia que tiene a su cargo los institutos de encierro (cárceles) donde la autoridad judicial deriva a estos niños.

Pocos jueces de menores han asumido la realidad permitiendo a los adolescentes 

mantener su libertad luego de la detención y de la comprobación de que no existe - en el momento - la posibilidad de ubicar al padre o la madre.

Algunos de ellos en Capital Federal han aceptado como programa alternativo la asistencia del niño a los Hogares no gubernamentales que contienen a la persona en crecimiento durante el día trabajando sobre la necesidad de elaborar un pacto con el niño respetando su libertad.

 III-c- Ausencia de defensa pública independiente de la tutela.

Se suma a estas vejaciones la prácticamente ausencia total en el sistema judicial de menores de la defensa pública que tutele las garantías para niños y adolescentes. 

La Ciudad de Buenos Aires cuenta con 7 (siete) Juzgados de Menores, 7 (siete) Fiscalías y 1 (una) defensoría que debe actuar ante los Juzgados y la Cámara. 3 (tres) Tribunales orales de Menores, 3 (tres) Fiscalías de Menores, 1 (una) defensoría de Menores y 4 (cuatro) Asesorías de Menores.

En Provincia de Buenos Aires la situación es mas grave no solo porque se profundiza la desproporción sino porque la defensa de los niños y jóvenes est  subsidia en las defensorías de pobres e incapaces. A la ausencia de defensa se suma la incapacidad material de abocarse a las causas de menores.

En la Provincia de Buenos Aires en 1998 hubo 47.906 causas civiles y asistenciales junto a 19.195 causas penales que totalizan 67.701, distribuidas entre 34 jueces con un promedio de 1.974 causas cada uno de ellos. 

Recientemente se ha creado en la Ciudad de Buenos Aires un sistema de defensorías que no alcanza a cubrir la demanda. Funcionan de hecho solamente dos de ellas, en horas inadecuadas y solo en días hábiles. Siendo que la mayor cantidad de violaciones - del mismo Estado - hacia el niño y el joven se producen durante la noche y especialmente los fines de semana cuando el Poder Judicial delega su función en la Policía. 

III-d- La utilización arbitraria y sistemática de la privación de la libertad de niños/niñas y jóvenes.

La aplicación de la restricción de la libertad es la primera medida adoptada por los jueces penales de menores. Mediante la invocación de la vetusta ley del patronato y el régimen penal de menores se penaliza y condena al joven y al niño anticipadamente (ver en anexo el análisis de la legislación).

Un niño -supuestamente- abandonado culmina en un instituto de encierro aunque no haya cometido delito alguno, el poder judicial y la misma autoridad policial de aplicación restringen la búsqueda de un adulto que se pueda hacer responsable del niño a los lazos familiares más próximos - madre, padre - lo que favorece la privación lisa y llana del derecho a la familia, y si los buscan por el hecho de que el niño fue detenido en una situación de calle existe el prejuicio de que hay un abandono o falta de cuidado de parte de la familia: se la califica como "familia incontinente"," familia que no puede poner límites"...

Una gran parte de las víctimas resultan ser las jefas de hogar excluidas del trabajo formal, que "piden" en situación de calle a Nombre de sus hijos.

La "Disposición tutelar" que acompaña el proceso judicial del menor víctima (causa asistencial) y del menor conflictuado por la ley (causa penal) en los hechos priva de la patria potestad a las familias carenciadas y/o con conflictos de contención, las que se ven impedidas de apelar las medidas judiciales por desconocimiento del sistema. El Juez interviene la vida del niño por tiempo indeterminado - es facultativo hasta la mayoría de edad civil: 21 años - sin contención socioeconómica y con tratamiento de los conflictos sociales (niñez en riesgo) como "patologías individuales". 

Además, la ausencia de programas para tratamiento familiar, para tratamiento personal en medio abierto adecuados a la CDN y a las necesidades de las personas en crecimiento, y la poca creatividad de los Jueces unida a su propia práctica decimonónica, los lleva a institucionalizar sistemáticamente, proponiendo exclusivamente como solución - en su condición de tutor- su propio entorno institucional (Institutos de seguridad, hogares de convivencia terapéutica, hogares sustitutos).

En el año 1998 se ha producido un sensible cambio en la justicia penal de menores que trata de evitar la institucionalización por abandono pero se les ha dado intervención a los jueces civiles que no estaban capacitados ni experimentados en estas causa trasladándose la institucionalización desde la Justicia penal de menores a la Justicia Civil mediante la aplicación de una medida procesal inid¢nea: "la protección de persona" con el agravante de que estas medidas no tienen el contralor del órgano judicial inmediato superior, es 

decir son inapelables unida a la ausencia de conocimiento directo del niño y su entorno.

III-e- El desconocimiento y/o conocimiento fragmentado de la situación del niño/a/joven, de su cultura, sus núcleos de interés contribuye a la toma de decisiones arbitrarias que no contemplan el interés del niño. 

El contacto y conocimiento directo de la persona en crecimiento con el juez que atiende su causa (asistencial y/o penal) existe solo en el momento de la detención y luego durante la institucionalización solo se da en caso de conflicto y no como parte del obligado acompañamiento que debería efectuar. A su vez el juez adopta sus decisiones teniendo en cuenta informes (socioambientales) inadecuados e incompletos que captan solo una parte de la realidad del niño/a Joven, por lo general ‚estos est n confeccionados sobre la base de una entrevista efectuada en las oficinas de los auxiliares y no en el  ámbito del niño. Y si en su caso, si se producen en el  ámbito familiar reflejan una fotografía est tica de la realidad con una fuerte limitación en la capacidad para "contar" la historia personal y familiar del niño limitándose a efectuar un relato de una observación sin "adentrarse" 

desprejuiciadamente en las relaciones humanas y en los vínculos afectivos.

La situación del chico en el juzgado está  expresada únicamente por los informes que por lo general no tienen presentes los elaborados con anterioridad - en términos históricos- con motivo de las reiteradas detenciones que se producen en una población que pasa a ser cautiva y sostén del sistema.

Sobre estas endebles y fragmentadas bases los jueces toman decisiones sobre la vida del niño/a Joven que condicionan el ejercicio de sus derechos, su libertad, su vida. 

A esto debe sumarse que durante las entrevistas a los institutos los profesionales 

encargados de elaborar los informes manifestaron que habitualmente poseen disidencias con los jueces que no aceptan el dictamen de los profesionales que aconsejan regímenes abiertos, persistiendo en la privación de la libertad y el despojo de los lazos familiares.

Los psicólogos médicos trabajadores sociales (auxiliares de la justicia) encargados de la elaboración de los informes responden mas a formas estereotipadas, en muchos casos por acumulación de trabajo, por falta de capacitación adecuada y actualizada. Y la ausencia de incorporación de las nuevas disciplinas que abordan o contemplan el fenómeno de la niñez/juventud en riesgo.

A lo expuesto se suma la ausencia de recursos materiales y humanos que no guardan una adecuada proporcionalidad con el crecimiento vegetativo de la población.

Existe también la ausencia de contralor profesional de este elemento sustancial (informe técnico) en el proceso de tutela que forma una convicción suficiente en el Juez para adoptar una decisión sobre la vida y la libertad del niño (en realidad el técnico, en razón de que no tiene contacto directo con el chico). 

 
POBREZA Y EDUCACIÓN

Deserción escolar secundaria según la encuesta permanente de hogares apéndice de indicadores complementarios

1- INTRODUCCIÓN

Recientemente el Banco Mundial informó que el 36.1% de la población del país se encuentra ubicada por debajo de Línea de pobreza.

Se trata de 13.204.787 personas sobre un total poblacional para el año 1999 de 36.578.358 habitantes. Igualmente se informó que el 8,6% de la población vive en condiciones de indigencia por ingresos, esto supone que 3.145.739 personas no reciben el ingreso requerido para adquirir una canasta de sobrevida básica capaz de aportar las calorías necesarias par realizar movimientos moderados. 

Para observar la magnitud de la carencia de ingresos que supone la convivencia de este importante porcentaje de ciudadanos en situación de pobreza o indigencia, los cuadros Nº1, Nº2, Nº3 y Nº4 muestran el valor de la línea de indigencia y pobreza respectivamente para cada integrante del hogar según la edad y sexo del mismo y para un hogar tipo (cuatro integrantes, dos adultos y dos menores).

CUADRO Nº1: VALORIZACIÓN DE LA LÍNEA DE INDIGENCIA PARA CADA INTEGRANTE DEL HOGAR 

	EDAD (AÑOS)
	VARON ($)
	MUJER ($)

	1
	(0.43) 28,33 
	(0.33) 21,74

	2
	(0.50) 32,94
	(0,50) 32,94

	3
	(0.56) 36,89
	(0,56) 36,89

	4 A 6
	(0.63) 41,51
	(0.63) 41,51

	7 A 9
	(0.72) 47,44
	(0.72) 47,44

	10 A 12
	(0.83) 54,68
	(0.73) 48,09

	13 A 15
	(0.96) 63,25
	(0.79) 52,05

	16 A 17
	(1.05) 69,18
	(0.79) 52,05

	18 A 29
	(1.06) 69,84
	(0.74) 48,75

	30 A 59
	(1.0) 65,89
	(0.74) 48,75

	60 Y MÁS
	(0.82) 54,02
	(0.64) 42,16 


EQUIS CON DATOS S.P.E. MINISTERIO DE ECONOMÍA

 CUADRO Nº2:VALORIZACIÓN DE LA LÍNEA DE INDIGENCIA PARA UN HOGAR TIPO INDIGENTE

	INTEGRANTES
	EDAD (AÑOS)
	LÍNEA ($)

	PADRE
	30-59
	65,89

	MADRE 
	30-59
	48,75

	HIJA
	4-6
	41,51

	HIJO
	10-12
	54,68

	TOTAL
	...............
	210,83


EQUIS CON DATOS S.P.E. MINISTERIO DE ECONOMÍA

CUADRO Nº3:VALORIZACIÓN DE LA LÍNEA DE POBREZA PARA CADA INTEGRANTE DEL HOGAR

	EDAD (AÑOS)
	VARON ($)
	MUJER ($)

	1
	(0.43) 66,58
	(0.33) 51,09

	2
	(0.50) 77,42
	(0,50) 77,42

	3
	(0.56) 86,71
	(0,56) 86,71

	4 A 6
	(0.63) 97,54
	(0.63) 97,54

	7 A 9
	(0.72) 111,48
	(0.72) 111,48

	10 A 12
	(0.83) 128,51
	(0.73) 113,03

	13 A 15
	(0.96) 148,64
	(0.79) 122,32

	16 A 17
	(1.05) 162,58
	(0.79) 122,32

	18 A 29
	(1.06) 164,13
	(0.74) 114,58 

	30 A 59
	(1.0) 154,84
	(0.74) 114,58

	60 Y MÁS
	(0.82) 126,96
	(0.64) 99,09


EQUIS CON DATOS S.P.E. MINISTERIO DE ECONOMÍA

CUADRO Nº4: VALORIZACIÓN DE LA LÍNEA DE POBREZA PARA UN HOGAR TIPO POBRE

	INTEGRANTES
	EDAD (AÑOS)
	LÍNEA ($)

	PADRE
	30-59
	154,84

	MADRE 
	30-59
	114,58

	HIJA
	4-6
	97,54

	HIJO
	10-12
	128,51

	TOTAL
	...............
	495,47


EQUIS CON DATOS S.P.E. MINISTERIO DE ECONOMÍA

 

Como se observa, los estándares de ingreso requeridos para superar la condición de pobreza son exiguos, más aún si se tiene en cuenta que una Canasta básica de alimentos y agregados no alimentarios (vivienda, ropa, esparcimiento, salud, transporte) está valorizada para un hogar tipo en $1.019 mensuales. 

Descripta la situación de crisis de ingreso de los hogares, la segunda sección de este trabajo permite observar cómo impacta la pobreza por ingresos sobre el nivel de escolarización de los adolescentes y jóvenes plenos.

2- ESCOLARIZACIÓN DE ADOLESCENTES Y JÓVENES SEGÚN CONDICIÓN DE POBREZA

Es consenso entre especialistas que los hijos de hogares pobres tienen dificultades muy aumentadas para ingresar pero fundamentalmente permanecer en el circuito educativo formal, dificultad muy manifiesta en el curso de la escuela media. Por otra parte la mayoría de los jóvenes pobres que desertan del sistema educativo tienen como condición una baja escolarización de alguno de sus padres. 

Así las cosas el 70% de los jóvenes por LP y NBI provienen de hogares cuyo jefe o cónyuge o ambos presenta primaria completa o menos como máximo nivel educativo alcanzado. 

La baja escolarización se constituye entonces en un indicador cierto de pobreza y un mecanismo central de transmisión intergeneracional de la pobreza: Padres pobres con baja escolarización con hijos pobres que repiten la historia educativa de sus padres situación que reproduce el estado de pobreza. 

Siendo así, y observando que la pobreza por ingresos afecta al 36,1% de la población general y al 45% de los jóvenes entre 15 y 24 años en el ámbito nacional, es pertinente observar la situación educativa de los adolescentes y jóvenes plenos según condición de pobreza del hogar para evaluar la situación actual y ponderar expectativas de superación de la situación de pobreza vía escolarización. Al respecto, el cuadro Nº5 permite observar la situación educacional de los adolescentes y jóvenes plenos del Gran Buenos Aires según su condición de pobreza por ingresos y sexo con datos de la EPH del INDEC.

CUADRO Nº5: NIVEL DE EDUCACIÓN SEGÚN POBREZA. JÓVENES DE 15 A 24 AÑOS DEL GBA

	LP
	POBRE
	NO POBRE
	TOTAL

	Máximo nivel 

de instrucción
	Varón
	Mujer
	15-19
	20-24
	Total
	Varón
	Mujer
	15-19
	20-24
	Total
	A/sexos

15 a 24

	Sin instrucción o Primaria incompleta
	12.0
	8,5
	10,1
	10,9
	10,4
	3,1
	2,1
	2,6
	2,7
	2,6
	5,7

	Primaria

Completa
	37.0
	31,3
	31,2
	40.0
	34,3
	19,6
	15,2
	14,6
	20,2
	17,5
	24,2

	Secundaria

Incompleta
	42,3
	46,4
	54.0
	26.0
	44,2
	49,4
	38,6
	65,6
	24,1
	44,2
	44,2

	Sub- total
	91,3
	86,2
	95,3
	76,9
	88,9
	72,1
	55,9
	82,8
	47
	64,3
	74,1

	Secundaria completa Y más
	8,7
	13,8
	4,7
	23,1
	11,1
	27,9
	44,1
	17,2
	53
	35,7
	25,8

	Total

(%)
	100.0
	100.0
	100.0
	100.0
	100.0
	100.0
	100.0
	100.0
	100.0
	100.0
	100.0

	Total

(absoluto)
	219.873
	199.958
	273.697
	146.134
	419.831
	705.661
	661.723
	661.431
	705. 953
	1.367.384
	1.787.215


EQUIS DATOS INDEC-SECRETARÍA PROGRAMACIÓN ECONÓMICA.

Como se observa en el cuadro Nº5, la situación de escolarización de los adolescentes y jóvenes plenos pobres es sumamente deficitaria. 

Así las cosas, sobre el universo de adolescentes y jóvenes plenos bajo la línea de pobreza que cursan edades entre los 15 y 24 años, que según proyección poblacional actualizada representan el 30% del total de jóvenes del GBA y el 40% del país, el 10,4% o no poseen instrucción o tienen como máximo nivel adquirido la escuela primaria incompleta. Un segundo tramo educacional muestra que el 34,3% de los adolescentes y jóvenes poseen como máximo nivel adquirido la escuela Primaria completa en tanto el 44,2% siguiente de adolescentes y jóvenes posee sólo secundaria incompleta. 

En otras palabras, el 88,9% de los jóvenes bajo la LP, esto es el 40% del tramo total de jóvenes y adolescentes de entre 15 y 24 años posee como máximo nivel educativo adquirido el secundario incompleto. 

Esta situación de alta criticidad patentiza el profundo deterioro en la capacidad de retención escolar del sistema educativo en general y en particular de la enseñanza media, que, tal como lo muestra el cuadro Nº6 sólo en el GBA y desde el año 1991 hizo trepar la tasa de deserción escolar secundaria en el amplio universo de jóvenes de hogares pobres desde el 39% al 48,1% según estadísticas oficiales del Ministerio de Economía, Secretaria de Programación Económica. 

 CUADRO Nº6: DESERCIÓN ESCOLAR SECUNDARIA ADOLESCENTES POBRES DURANTE LA CONVERTIBILIDAD 

	AÑO
	DESERCIÓN (%)

	1991
	39,0

	1996
	48,1


EQUIS, SECRETARÍA DE PROGRAMACIÓN

Analizada la situación de los jóvenes pobres, al conocer el máximo nivel educativo de la población de adolescentes y jóvenes no pobres se observa que si bien se supera el estándar de secundaria completa y más obtenido por el universo pobre en una relación de 3 a 1, al comparar la extensión del estándar educativo de secundaria incompleta se arriba a una paridad absoluta sean jóvenes pobres o no que involucra en ambos casos al 44,2% de ambos universos bajo análisis. 

Así las cosas esta singular situación de simetría en el nivel de escuela media incompleta entre jóvenes y adolescentes pobres o no pobres muestra con claridad la profundidad del fenómeno de deserción escolar secundaria que ya no cede siquiera con condiciones económicas menos adversas abriendo entonces el menú de causas posibles del fenómeno mucho mas allá de la situación socioeconómica del hogar. 

Sin embargo, al analizar la situación de deserción escolar consolidada, ya prácticamente irreversible la condición de pobreza vuelve a ubicarse como dimensión relevante al análisis. 

Al respecto el cuadro Nº7 señala el máximo nivel educativo alcanzado en el tramo de jóvenes plenos entre 20 y 24 años de edad y permite observar que en el universo general el 58,9% de jóvenes plenos del GBA tiene como máximo nivel educativo la secundaria incompleta, en tanto en el universo de jóvenes no pobres este porcentaje cae al 47%. Por otra parte, en el conglomerado de jóvenes pleno pobres la secundaria incompleta como máximo nivel de escolarización trepa al 76,9% del total de universo. 

Esta carencia de educación distribuida con tanta asimetría según los jóvenes sean o no pobres, reproduce y amplía a futuro las condiciones de producción de esta desigualdad, quitando chances de mejor inclusión laboral a los jóvenes pobres con menos instrucción. 

 

CUADRO Nº7: NIVEL DE EDUCACIÓN SEGÚN POBREZA. JÓVENES DE 20 A 24 AÑOS DEL GBA

	 
	NO POBRE
	POBRE
	TOTAL

	Máximo nivel
	20-24
	20-24
	20-24

	Sin Instrucción o primaria incompleta
	2,7
	10,9
	5,98

	Primaria Completa
	20,2
	40
	28,12

	Secundaria Incompleta
	24,1
	26
	24,8

	Sub -Total
	47.0
	76,9
	58,96

	Sec. Completa Y más
	53.0
	23,1
	41,04

	Total (%)
	100.0
	100.0
	100.0

	Absoluto
	705. 953
	146.134
	852.087


EQUIS DATOS INDEC-SECRETARÍA PROGRAMACIÓN ECONÓMICA.

Finalmente en el apéndice del estudio se inserta el Gráfico A que permite observar el máximo nivel educativo alcanzado por los adolescentes y jóvenes plenos del GBA entre 15 y 24 años según su condición de pobreza.

3- CONCLUSIONES

La profunda crisis del sistema educativo en nuestro país, en particular su menguada capacidad de retención secundaria no puede ser atribuida a una causa única. Sin embargo, los datos empíricos muestran con claridad el lugar central que ocupa la crisis de ingresos que vive el país a la hora de situar un diagnóstico correcto.

En efecto, precipitados tempranamente al mercado de trabajo frente a la escasez de ingresos de sus hogares el 40% de la totalidad de los jóvenes y adolescentes del país, los residentes en hogares bajo la muy extendida línea de pobreza abandonan crecientemente la escuela en su nivel medio. Inclusión temprana, mala inclusión, los datos de ingresos señalan que el aporte de estos jóvenes al ingreso del hogar es del 20% del total de ingresos del hogar. 

Para una familia pobre tipo cuyo ingreso promedio es hoy de $300 por hogar y por mes.

Así las cosas, el aporte de ingresos extras del joven o adolescente representa en promedio $ 60 mensuales extras, producto de trabajo ocasional, para cuya consecución los jóvenes y adolescentes pobres abandonan la escuela secundaria. 

Sin embargo, la situación comparada entre los universos de pobreza o su ausencia muestra que la deserción escolar y en particular el abandono de la escuela media excede largamente el costado socioeconómico para requerir diagnósticos y propuestas multidimensionales para su eventual superación.

4- INDICADORES EDUCATIVOS COMPLEMENTARIOS

EVOLUCIÓN DE LAS MEDIAS NACIONALES DEL RENDIMIENTO POR MATERIAS

	 
	Lengua
	Matemáticas

	1995
	70.3
	67.9

	1996
	60.6
	58.7

	1997
	59.6
	54.3


Elaboración propia Equis en base a datos INDEC/ EPH.

BÁSICO NACIONAL PERSONAL DOCENTE UNIVERSITARIO CON DEDICACIÓN SIMPLE

	1988
	100.0

	1989
	69.63

	1990
	66.63

	1991
	59.32

	1992
	57.15

	1993
	61.01

	1994
	58.57

	1995
	56.56

	1996
	56.57


Elaboración propia Equis en base a datos INDEC/ EPH.

SUELDO PROMEDIO MENSUAL DOCENTES SECTOR PRIVADO

	1996
	$652.6

	1997
	$570.7

	1998
	$561.3


Elaboración propia Equis en base a datos INDEC/ EPH.

EDIFICIOS EDUCATIVOS SEGÚN ESTADO DE CONSERVACIÓN TOTAL PAÍS

	Aceptable
	20.7%

	Requiere reparaciones menores
	54.2%

	Requiere reparaciones mayores
	24.8%


Elaboración propia Equis en base a datos Censo Nacional de Docentes y Establecimientos Educativos 94.

EDIFICIOS EDUCATIVOS SEGÚN POSESIÓN DE AGUA DE RED TOTAL PAÍS

	Con agua
	55.7%

	Sin agua
	40.4%


Elaboración propia Equis en base a datos Censo Nacional de Docentes y Establecimientos Educativos 94.

EDIFICIOS EDUCATIVOS SEGÚN POSESIÓN DE ELECTRICIDAD TOTAL PAÍS

	Con electricidad
	84.4%

	Sin electricidad
	12.2%


Elaboración propia Equis en base a datos Censo Nacional de Docentes y Establecimientos Educativos 94.

EDIFICIOS EDUCATIVOS SEGÚN POSESIÓN DE AGUA DE RED y ELECTRICIDAD TOTAL PAÍS

	Con agua y electricidad
	77.3%

	Sin agua ni electricidad
	7.4%


Elaboración propia Equis en base a datos Censo Nacional de Docentes y Establecimientos Educativos 94.

DOCENTES SEGÚN CONDICIÓN DE ACTIVIDAD TOTAL PAÍS

	En actividad
	85.5%

	En uso de licencia 
	9.8%


Elaboración propia Equis en base a datos Censo Nacional de Docentes y Establecimientos Educativos 94.

ANEXO – DESCRIPCIÓN DE LA SITUACIÓN DE LA INFANCIA EN DIVERSAS REALIDADES DEL PAÍS

1- NIÑEZ Y POBREZA EN LA CIUDAD DE BUENOS AIRES

Necesidades básicas insatisfechas 

Por tramos de edad, numero y tipo de privación, cobertura de salud de la población de hasta 14 años por distrito escolar, barrios y cordones , en base a datos indec-siempro

 

a- INTRODUCCIÓN

La problemática de la alta vulnerabilidad de los niños a los procesos de ajuste económico como el transitado por la Argentina ha sido recientemente patentizada al difundirse las cifras del estudio preliminar sobre pobreza en Argentina relevado por el Banco Mundial, donde se demostró que el 45% de los niños menores de 14 años , conviven en hogares ubicados por debajo de la línea de pobreza por ingresos.

El presente estudio pretende avanzar en el análisis de la vulnerabilidad socioeconómica diferencial de la infancia, analizando la intensidad de la pobreza estructural o de Necesidades Básicas sobre la niñez residente en la Ciudad de Buenos Aires.

Se trata de observar la situación de la población de 14 años o menos de edad residente en el distrito Capital, mostrando algunas de sus carencias socioeconómicas más profundas.

 

b- POBREZA ESTRUCTURAL EN LA NIÑEZ PORTEÑA

El Cuadro 1 muestra desagregado por Distrito Escolar, Barrios y Cordones socioeconómicos el índice de población con Necesidades Básicas Insatisfechas para la población general, y para el segmento de 14 años y menos residente en la Ciudad de Buenos Aires.

 

CUADRO 1: POBLACIÓN TOTAL Y DE 14 AÑOS O MENOS CON NECESIDADES BÁSICAS INSATISFECHAS RESIDENTE EN LA CIUDAD DE BUENOS AIRES

	DISTRI-TO ESCOLAR
	CONGLOMERADO BARRIAL
	NBI

TOTAL%
	NBI

0-14

%
	NBI 

0-14

ABSOLUTO
	CORDÓN

	1
	RECOLETA, RETIRO I 
	7,1
	11,6
	5.268
	NORTE

	2
	ALMAGRO
	6,9
	10,9
	5.051
	CENTRO

	3
	BALVANERA, SAN CRISTÓBAL
	12,9
	22,9
	5.372
	SUR

	4
	BOCA, BARRACAS, CONSTITUCIÓN I, SAN TELMO, MONSERRAT, S.NICOLÁS, RETIRO II. 
	26,3
	41,2
	8.293
	SUR

	5
	PQUE PATRICIOS I, POMPEYA I, BARRACAS
	20,3
	37,7
	8.619
	SUR

	6
	CONSTITUCIÓN II, SAN CRISTÓBAL,

P.PATRICIOS II, BOEDO
	9,9
	16,5
	5.040
	SUR

	7
	CABALLITO I, VILLAA CRESPO, VILLA 

GRAL MITRE
	4,6
	6,4
	2.146
	CENTRO

	8
	PQUE.CHACABUCO, FLORES I, CABALLITO II
	4,1
	6,2
	1.729
	CENTRO

	9
	PALERMO, COLEGIALES
	5,1
	8,6
	4.257
	NORTE / CENTRO

	10
	NÚÑEZ, COGHLAN, BELGRANO, SAAVEDRA I
	3,7
	6,2
	2.842
	NORTE

	11
	FLORES II
	5,3
	9,0
	1.932
	CENTRO

	12
	FLORES III, FLORESTA, VELEZ. SARSFIELD, VILLA SANTA RITA
	4,9
	6,4
	1.470
	CENTRO

	13
	MATADEROS I, VILLA LUGANO I
	8,7
	13,8
	3.499
	SUR

	14
	CHACARITA, AGRONOMÍA, VILLA DEL PARQUE I, PATERNAL, VILLA A ORTÚZAR
	5,8
	10,5
	2.185
	CENTRO

	15
	SAAVEDRA II
	3,7
	5,7
	1.265
	CENTRO 

	16
	VILLA A DEVOTO I, VILLA PUEYRREDÓN
	3,2
	5,6
	966
	CENTRO

	17
	VILLA A DEVOTO II, VILLA DEL PARQUE II
	2,6
	3,2
	825
	CENTRO

	18
	VERSALLES, MONTE CASTRO, VILLAA LURO, V.ILLA REAL, LINIERS
	3,2
	4,3
	890
	CENTRO

	19
	VILLA SOLDATI I, POMPEYA II
	16,2
	33,2
	4.838
	SUR

	20
	MATADEROS II, VILLA LUGANO I I
	10,0
	19,4
	3.883
	SUR

	21
	VA LUGANO III, VILLA A SOLDATI II, VILLA RIACHUELO
	17,9
	36,0
	8.942
	SUR

	TOTAL
	7.4
	13.6
	79.312
	


ELABORACIÓN PROPIA EQUIS EN BASE A DATOS INDEC

Para interpretar el tipo de carencia que expresa el Cuadro 1, considérese que en el curso de este trabajo se considera comprendido por el índice compuesto de Necesidades Básicas Insatisfechas al Hogar que satisface al menos uno de estos cinco indicadores:

1. Vivienda: Habita en viviendas de tipo inconveniente, 
2. Hacinamiento : Conviven más de tres personas por cuarto, 
3. Condiciones sanitarias: No poseen sistema de baño con arrastre de agua en el interior de la vivienda, 
4. Educación : Poseen algún niño en edad escolar que no concurre, 
5. Capacidad de subsistencia Posee jefatura con primaria incompleta y tres o más miembros inactivos por cada ocupado residente en el hogar. 

Como se observa, según proyecciones de datos del INDEC, el 7,4% de la población total y el 13,6% de los niños de 14 años o menos residentes en la Ciudad de Buenos Aires, poseen Necesidades Básicas Insatisfechas (NBI). Esta diferencia de intensidad en el impacto de la pobreza NBI sobre los menores de 14 años debe atribuirse a la superpoblación de niños existentes en los hogares pobres, cuyo tamaño promedio está significativamente aumentado respecto al de la población general. 

Siendo muy intensas las carencias básicas de los niños porteños en general, sin embargo su distribución espacial en el distrito diseña la existencia de amplios conglomerados barriales transformados en verdaderos enclaves de pobreza estructural infantil.

Tal el caso de los Distritos Escolares IV y V, que atraviesan barrios como La Boca, Barracas, Constitución, San Telmo, Montserrat , San Nicolás, el sur de Retiro, Pompeya y Parque Patricios donde el índice NBI atrapa al 40% promedio de la población de 14 años o menos. 

Esta situación crítica se expande a lo largo de todo el Cordón Sur porteño, hasta impactar sobre el 36% de los niños de 14 años o menos de edad residentes en el Distrito Escolar XXI, con epicentro en las barriadas de Villa Lugano, Villa Soldati y Villa Riachuelo.

Claramente, los barrios más afectados por la pobreza estructural infantil pertenecen al postergado Cordón Sur distrital (ver mapa adjunto) donde, como lo muestra el Cuadro 2, se concentra el 61% de los 79.312 niños con NBI hoy residentes en la Ciudad de Buenos Aires. 

CUADRO 2: NIÑOS CON NBI SOBRE POBLACIÓN TOTAL DE HASTA 14 AÑOS SEGÚN CORDÓN SOCIOECONÓMICO

	CORDÓN
	NBI (%)
	NBI

	NORTE
	5,7
	10.410

	CENTRO
	8,2
	20.416

	SUR
	32,1
	48.486

	TOTAL
	13,6
	79.312


EQUIS-INDEC

Como se observa en el Cuadro 2, el Cordón Sur se encuentra en una situación diferencial muy empeorada respecto a la población NBI de 14 años o menos. 

En efecto, mientras en los límites sureños habita el 20% de la población porteña total y el 25% de los residentes de 14 o menos años , en esa misma región se concentra el 61% de la población de hasta 14 años con NBI, sobredimensionando tres veces el peso regional diferencial del Cordón Sur en la problemática de la pobreza estructural de la niñez porteña.

Los motivos de esta situación son múltiples y exceden claramente la problemática de este estudio, pero considérese que, por caso, el proceso de desindustrialización de la Ciudad impactó fuertemente sobre el Sur distrital. Igualmente, su vecindad con el Conurbano Bonaerense junto a la inexistencia de una política de localización poblacional homogénea permitió sobrepoblar el Cordón Sur distrital con barriadas precarias, sistemáticamente aumentadas a través de corrientes migratorias internas provenientes mayoritariamente del NOA y NEA argentino y de países limítrofes en especial Paraguay, Bolivia y más recientemente Perú. 

Para observar la magnitud del fenómeno de crecimiento de estas barriadas precarias en el Sur, obsérvese que sólo las villas de emergencia ( localizadas en casi en su totalidad en el Sur), vieron incrementar su población en un 125% durante la etapa de convertibilidad, pasando de 52.000 habitantes a 117.000 residentes en villas de emergencias porteñas de los cuales el 35% son niños menores de 14 años.

En otra perspectiva, el Cuadro 3 refiere la intensidad diferencial de la pobreza estructural vista no en su distribución espacial en el distrito sino desde la perspectiva del corte de edad de la población afectada.

En este sentido, si la población menor de 14 años casi duplicaba (13,6%) el índice de Necesidades Básicas Insatisfechas respecto a la población en general (7,4%), al interior de la población de 14 o menos años, son los tramos iniciales de hasta 5 años los que más sufren las privaciones básicas.

CUADRO 3: NIÑOS CON NBI DE HASTA 14 AÑOS POR TRAMOS DE EDAD EN CAPITAL FEDERAL

	TRAMOS

DE EDAD

(AÑOS)
	POBLACIÓN TOTAL
	POBLACIÓN CON NBI

(%)
	NIÑOS CON NBI POR TRAMOS (ABSOLUTO)

	00-02
	110.192
	16,7
	18.489

	03-05
	114.147
	15,2
	17.407

	06-12
	270.645
	12,7
	34.477

	13-14
	85.680
	10,4
	8.939

	TOTAL
	580.664
	13,6
	79.312


EQUIS-INDEC

Como se observa en el Cuadro 3, en el tramo de hasta 2 años de edad ,el índice NBI trepa un 23% con respecto al valor promedio de la población total de hasta catorce años de edad, en tanto en el tramo de 3 a 5 años, el mismo índice supera al promedio en un 21% señalando la alta adhesión de esta modalidad de pobreza sobre la población infantil.

Si los cuadros anteriores señalaron la extensión y localización, el Cuadro 4 muestra la profundidad de la pobreza estructural porteña.

CUADRO 4:HOGARES CON POBLACIÓN DE HASTA 14 AÑOS CON NBI, SEGÚN NÚMERO DE PRIVACIÓNES

	NUMERO DE PRIVACIONES
	HOGARES CON NBI

(%)

	UNA
	83,8

	DOS
	14,6

	TRES
	1,5

	CUATRO
	0,1

	CINCO
	0

	TOTAL HOGARES NBI
	69.784


EQUIS-INDEC

Como se observa, el 84% de hogares con NBI de la Capital manifiestan una sola privación, en tanto el 16% reside en hogares con pobreza estructural extrema, con más de un indicador de necesidad básica insatisfecho. 

En el caso particular de los niños, se trata de 12.700 niños de 14 años o menos residiendo en hogares con pobreza estructural considerada técnicamente severa, con más de una privación. 

El Cuadro 5 permite ver el tipo de privación dominante de los hogares pobres estructurales porteños donde reside la población de 14 años o menos bajo estudio. 

CUADRO 5:HOGARES CON POBLACIÓN DE HASTA 14 AÑOS SEGÚN TIPO DE PRIVACIÓN

	PRIVACION
	HOGARES NBI (%)

	HOGARES CON VIVIENDA INCONVENIENTE 
	50,7

	HOGARES CON 

HACINAMIENTO
	21,6

	HOGARES CON CONDICIONES SANITARIAS INSUFICIENTES 
	13,3

	HOGARES CON BAJA CAPACIDAD DE SUBSISTENCIA
	10,8

	HOGARES CON ASISTENCIA ESCOLAR DE LOS NIÑOS INADECUADA
	3,6

	TOTAL
	100


Como se observa la primera y muy principal carencia refiere a la vivienda inadecuada que afecta al 50,7% de los 69. 784 hogares con NBI de la Ciudad de Buenos Aires. Se trata de hogares que habitan viviendas construidas con materiales precarios (cartón o chapa fundamentalmente), piso de tierra etc.

La segunda privación que afecta al 21,6% de los hogares con NBI consiste en el hacinamiento promovido por la convivencia de tres o más personas por cuarto, en tanto el 13,6% de los hogares esta afectado por condiciones sanitarias inadecuadas, al no poseer retrete o baño con descarga de agua al interior de la vivienda.

Finalmente el 10,8% de los hogares con NBI poseen baja capacidad de subsistencia con jefaturas sin escuela primaria completa y tres o más miembros inactivos por cada ocupado y el 3,6% de los hogares NBI porteños refiere la privación de educación poseyendo algún niño entre los 6 y 12 años que estando en condiciones de hacerlo, no concurre a la escuela. 

Para concluir este informe, el Cuadro 6 permite observar una dimensión central de las condiciones de vulnerabilidad de la población infantil con NBI: la posesión o no de cobertura de salud según tramos de edad.

CUADRO 6: NIÑOS CON NBI DE HASTA 14 AÑOS POR TRAMOS DE EDAD SEGÚN COBERTURA DE SALUD EN CAPITAL FEDERAL

	TRAMOS

DE EDAD

(AÑOS)
	NIÑOS CON NBI POR TRAMOS 
	NIÑOS NBI

SIN COBERTURA DE SALUD (%)
	NIÑOS NBI SIN COBERTURA DE SALUD

	00-02
	18.489
	58,6
	10.832

	03-05
	17.407
	54,8
	9.539

	06-12
	34.477
	52,4
	18.065

	13-14
	8.939
	50
	4.470

	TOTAL
	79.312
	54,1
	42.906


La baja cobertura de salud de los niños con NBI es un indicador crítico. En promedio, mas de la mitad, el 54,1% de los niños porteños de hasta 14 años con NBI no poseen cobertura de salud, situación de carencia que se hace más intensa a medida que desciende la edad. 

En efecto, el 54,8% de los niños entre 3 y 5 años y el 58,6 % de los niños de hasta 2 años con NBI asociadas no posee cobertura de salud, situación que agudiza notablemente sus condiciones de vulnerabilidad.

 

c- CONCLUSIONES

Como se observó, la situación de la niñez porteña en las zonas de mayor carencia del distrito no difiere sustancialmente de la realidad socioeconómica de los niños argentinos en general.

Suponer que en la Ciudad de Buenos Aires los problemas socioeconómicos resultan relativamente atenuados, es hoy una falacia que, entre otros efectos indeseables, sirve de sustento muchas veces a la sistemática discriminación que sufre la Ciudad en el diseño, presupuesto y ejecución de planes de asistencia social focalizados, desarrollados por el Gobierno Nacional.

Por el contrario, el análisis de datos oficiales muestra que la situación de vulnerabilidad estructural de grupos de riesgo, particularmente los menores con NBI residentes en la Ciudad, debe ser objetivo de políticas específicas para contener el deterioro socioambiental que, en los focos espaciales y etarios señalados, resulta crítico. 

2- INMUNIZACIÓN INFANTIL EN CAPITAL Y CONURBANO

1- vacuna sabín y triple evolución año 1992-1998

Retomando algunos de los puntos desarrollados en el capítulo estadístico, consideramos que, complementariamente a los datos de pobreza infantil, una dimensión relevante del estado socioambiental de los niños resulta su cobertura en vacunación. 

Al respecto el Cuadro 1 informa sobre el marcado déficit de cobertura de inmunización por vacuna en la población menor de 6 años en la Capital Federal y los 19 Partidos del Conurbano según información procesada por el INDEC.

 

CUADRO 1: PORCENTAJE DE MENORES DE 6 AÑOS SIN VACUNACIÓN POR AGLOMERADOS SELECCIONADOS INMUNIZACIONES CRÍTICAS

	AGLOMERADO
	SABIN 92
	SABIN 98
	TRIPLE 92
	TRIPLE 98

	GBA
	12,3
	35,6
	13,5
	37,9


EQUIS-INDEC-SECRETRARÍA DE PROG. ECONÓMICA.

Como se observa, en la Capital y el Conurbano Bonaerense sosteniendo los niveles del año 1996, las proyecciones para el año 1998 indican que el 35,6% de los menores de 6 años no han recibido la vacuna Sabín, en tanto el 37,9% promedio no recibió la vacuna Triple . 

La situación adquiere mayor gravedad si se observa que la serie de caída en el nivel de inmunización aumenta años tras año, como lo señala el Gráfico que sigue, donde se muestra la evolución ascendente de los niños sin cobertura de Sabín y Triple entre 1992 y 1998 en el GBA.

Como se observó, la situación de carencia de inmunización en niños en Capital y Conurbano resulta de una criticidad creciente. Por otra parte los programas de vacunación masiva son de muy bajo costo y han conseguido la erradicación mundial de la viruela y la desaparición casi absoluta de la poliomielitis en occidente gracias a su aplicación sostenida en el tiempo. Si bien durante el primer año de vida los niños disponen de un estado de inmunidad transmitido por sus madres en el proceso de gestación, en situaciones socioambientales desfavorables del hogar, esta transmisión puede resultar insuficiente por lo cual es imprescindible cumplir adecuadamente el calendario de vacunaciones en particular en las regiones de mayor carencia. 

 

3- LA INFANCIA EN LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES

POBLACIÓN 

Con una población estimada para 1998 de casi 14 millones de habitantes, la provincia tiene cerca de 5.500.000 niños y adolescentes menores de 18 años. Esa población crece proporcionalmente más en las áreas más urbanizadas. 

POBLACIÓN CONURBANO

En efecto, en el conglomerado integrado por los treinta y un municipios que forman el conurbano y el Gran La Plata, los menores de 19 años representaban según el censo de 1991, el 35,8% del total de los habitantes. Sin embargo, para 1997, de acuerdo a las estimaciones de la Dirección de Estadísticas provincial, los niños y adolescentes de hasta 18 años, representaban ya el 40.05% 

EDUCACIÓN

En el terreno educativo, de acuerdo a los últimos datos conocidos, correspondientes al año 1996, 3.161.242 de esos niños y jóvenes se encontraban escolarizados, sumando unos 621.000 los chicos en edad escolar fuera del sistema educativo provincial.

Entre los adolescentes que asisten a la escuela secundaria, el 43% repite de año o abandona los estudios, mientras que el 57% promueve al siguiente curso. Sin embargo estos datos no se distribuyen en forma pareja. El 53% de los chicos de 13 a 17 años habita aquellas áreas de mayor riesgo de exclusión educativa. Allí, sólo uno de cada cinco pibes terminará sus estudios.

SALUD

Los indicadores sanitarios disponibles también son alarmantes. Según información reciente del Ministerio de Salud y Acción Social de la Nación, procesada por el INDEC, en al aglomerado Gran Buenos Aires el 35,6% de los niños menores de 6 años no ha sido inmunizado con la vacuna Sabin, mientras que el 37,9% tampoco ha recibido la vacuna DPT o triple.

POBREZA

Gran parte de la población infantil de la provincia padece las consecuencias de la pobreza estructural. Para medir la magnitud de esta problemática, puede considerarse el número de niños menores de 6 años con necesidades básicas insatisfechas habitantes del Gran Buenos Aires, que surge de la Encuesta Permanente de Hogares del INDEC: 1.127.307 niños.

TRABAJO INFANTIL

Otro indicador de la situación social de la infancia en nuestra provincia es el porcentaje de chicos entre 10 y 14 años que trabajan, según el registro del propio INDEC. El 6,6 % del grupo etario considerado realiza tareas laborales, distribuyéndose ese porcentual en un 3,1% que cumple una actividad laboral fuera del hogar y un 3,5% que se desempeña ayudando a un familiar.

POBLACIÓN JUDICIAL

En el extremo más vulnerable de la infancia bonaerense se registraron en 1998, 8.275 casos de chicos internados por orden judicial en instituciones dependientes del Consejo Provincial del Menor por causas asistenciales, y 2.456 pibes internados por causas penales, también por disposición judicial. Estas cifras indican un acelerado crecimiento del número de internaciones por causa penal en los últimos años.

En efecto, en 1996 las internaciones requeridas totalizaron 1.014, con los que se verifica un incremento 96/98 del 142.21%. Esa tendencia se mantiene en el primer cuatrimestre del 99, con un crecimiento del 32,5% de la demanda internativa respecto del mismo periodo del año anterior.

POBLACIÓN ASISTIDA

En materia asistencial la situación es distinta. Si bien hubo un fuerte crecimiento de los pedidos de internación entre el 96 y el 97 (de 6.166 casos en el primer año, se pasó a 8.515 en el segundo, lo que supone un incremento del 38,1%), a partir del 98 se registra una tendencia a la baja que se acentúa en el primer cuatrimestre del corriente año (disminuyó un 2,82% en el 98 y un 17,41% entre enero y abril del 99, comparado con igual lapso del 98).

Desconocemos las razones de esta disminución, aunque estimamos que pudiera obedecer a las restricciones de recursos internativos que se verifica en la actualidad. De hecho, considerando los presupuestos 98 y 99 se observa que las transferencias a organizaciones no gubernamentales en concepto de becas asistenciales se mantienen en un monto cercano a 16 millones de pesos.

Cantidad de internaciones requeridas por el Fuero de Menores por tipo de causa, según datos del Departamento de Informática del Consejo Provincial del Menor, al 27 de abril de 1999.

EVOLUCIÓN DE LAS CAUSAS JUDICIALES

Si se considera un periodo que abarca los años de la gestión de Duhalde, se evidencia que el incremento de las causas judiciales del Fuero de Menores ha evolucionado hasta casi duplicarlas. Este es otro indicador, junto con la evolución de la población en riesgo sanitario, o el crecimiento registrado por el Plan Vida, hasta superar el millón de niños menores de cinco años atendidos en sus requerimientos nutricionales básicos, del empeoramiento de las condiciones de vida del 40% de la población provincial.

Causas Fuero de Menores. 1987/1997. Provincia de Buenos Aires.

Esta enumeración no pretende ser exhaustiva, ni aborda las cuestiones conexas, en el plano legislativo y judicial, que están involucradas necesariamente en el cuadro de situación de las políticas públicas para la infancia de la provincia. 

MARCO JURÍDICO

Al respecto, vale anotar que al presente los chicos imputados de delitos carecen de las garantías del debido proceso, no se examina en sede judicial la existencia del delito ni la autoría que se les imputa y están imposibilitados de apelar las sanciones que se les aplican. 

Además de ello, son esos mismos Jueces absolutos, los que están a cargo de afrontar las consecuencias de la disgregación familiar, los que intervienen discrecionalmente cuando un chico es víctima de un delito o cuando por imposibilidad material una familia no se puede hacer cargo de sus hijos. 

Estos jueces ahora demandan la duplicación de Juzgados de Menores ante la avalancha de casos que se presentan anualmente ante los estrados, como forma de resolver su situación de sobrecarga laboral. 

Sin embargo, pese a esto, el sistema institucional vigente para atender desde el Poder Ejecutivo la problemática de la infancia y adolescencia en situación de vulnerabilidad, no ha sido significativamente modificado. 

PROGRAMAS INSTITUCIONALES

Aunque se desarrollan algunas acciones preventivas desde el Consejo de la Familia y Desarrollo Humano, a través del Programa Infancia, ellas están focalizadas en la atención de la primera infancia, igual que el Plan Vida. Por este conducto, el estado provincial otorgó en el año pasado, 64.000 becas mensuales para comedores infantiles y 23.000 becas mensuales para jardines maternales y Casas del Niño, con un presupuesto de $27 millones que fue reducido un 18,49% para el presente ejercicio. 

Del mismo modo, el Plan Vida sufrió un recorte del 35,97% y el Programa Familia uno del 33,72%, como parte de una reducción generalizada de fondos correspondientes al presupuesto del Consejo de la Familia y Desarrollo Humano que alcanzó el 21,68%, siendo el Programa más afectado Juventud, que sufrió un recorte del 82,86%.

Los adolescentes de 13 a 17 solamente obtuvieron para el mejoramiento de su situación en el 98, y a instancias de la oposición en la Legislatura, el Programa de Becas de Prosecución de Estudios, que alcanza en su primera etapa a 100.000 chicos. 

 

3- UN CASO TESTIGO DE VIOLACIÓN A LA NORMATIVA NACIONAL E INTERNACIONAL EN LA PROV. DE BUENOS AIRES

Teniendo presente la Declaración Universal de Derechos Humanos; el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes; la Convención internacional sobre los Derechos del Niño (incluida al plexo Constitucional Art. 75); así como otros instrumentos internacionales, nacionales y provinciales (que parecen ser desconocidos para las autoridades de la Provincia de Buenos Aires, por la sistemática violación de las mismas ) y encontrándonos a su vez alarmados por las condiciones y circunstancias en que se procede con los niños y adolescentes tutelados por el Estado; siendo conscientes de que los menores privados de libertad son sumamente vulnerables a los malos tratos, a la victimización y a la violación de sus derechos, es que resulta inadmisible observar los institutos - que deberían propiciar condiciones y circunstancias que garanticen los derechos humanos, y el disfrute de actividades y programas útiles, que sirvan para fomentar y asegurar su sano desarrollo y su dignidad, promoviendo su sentido de responsabilidad e infundirles actitudes y conocimientos que ayuden a desarrollar sus posibilidades de reinserción dentro de la sociedad - convertidos en verdaderos depósitos de niños.

En los últimos años, los distintos poderes que integran el Estado, han manifestado su creciente preocupación por el cuadro doloroso y dramático de la realidad que padecen menores tutelados por el gobierno provincial, internados en dependencias policiales; clínicas Psiquiátricas y comunidades Terapéuticas no oficiales, y en los propios institutos de menores dependientes del Consejo provincial del Menor.

Recordemos la resolución firmada por la Suprema Corte de Justicia reclamando hacer cesar el impropio alojamiento en dependencias policiales y cárceles, a menores tutelados, calificándolo de ilegal; así como también ordenó al Sr. Gobernador, se deriven esos menores a los institutos específicos; la misma se suma a la emitida por el mismo cuerpo, firmada en abril de 1997, en la que hacían mención a la misma problemática y la insuficiente estructura edilicia, basándose en trágicos episodios así como también en los obstáculos que impiden una concurrente y coordinada ejecución de acciones en razón del incumplimiento de sus obligaciones por parte del Consejo Provincial del Menor.

Hoy a mas de dos años de señaladas las graves falencias en las políticas públicas para con la niñez y la adolescencia, el Gobierno provincial acciona como solución, albergar a jóvenes en conflicto con la ley en un sector de la Unidad N° 35 de la localidad de Magdalena, al suscribirse un convenio entre el Consejo Provincial del Menor y el servicio penitenciario relativo al alojamiento de menores en la misma; argumentando para tomar tal medida, "urgencia", debido al aumento de causas judiciales, hecho que saturó el sistema internativo; hecho inadmisible ya que se instó al Sr. Gobernador tome los recaudos pertinentes y ordene la construcción de sitios acordes con las normativas vigentes en la materia. De haber cumplido con el señalamiento de la Suprema Corte de Justicia, no incurriríamos en la realidad afirmada por el Ministro de Gobierno, José María Díaz Bancalari, en que " hoy por hoy no se está cumpliendo con los convenios internacionales para el tratamiento de menores, ni con la normativa Provincial vigente".

Ante tal circunstancia el Senador Provincial DIEGO RODRIGO ( Presidente de la Comisión de Derechos Humanos y Garantías de la H. Cámara de Senadores de la Provincia de Buenos Aires) con el patrocinio letrado del Dr. Hugo Relva (ex-presidente de Amnisty Internacional) recurrieron a la justicia, presentando Recurso de Amparo, ordenando se dicte la medida cautelar de No Innobar, ante el Tribunal de Menores N° 3, a cargo de la Dra. Irma Lima. La misma no se hizo esperar, ordenando al Poder Ejecutivo Provincial que deberá suspenda el traslado de menores a establecimientos penitenciarios de adultos, de cualquier naturaleza, retrotrayendo la medida a la fecha anterior a la firma del convenio. 

No obstante, a los pocos días se pronunció la Suprema Corte, en donde ratifican en todos sus términos la Acordada N° 2768/97 y las resoluciones 2121/98 y 1638/99 manifestando una vez mas y hacer publica su honda preocupación por los menores alojados irregularmente; solicitándole por último al Sr. Gobernador se adopten los recaudos necesarios para cumplir con las exigencias legales en lo referente a la internación de menores en establecimientos especializados; siendo oportuno destacar algunos párrafos salientes de la pronunciación de la Suprema Corte "Que este tribunal en Resolución N° 1.638/99 del 14 de mayo del corriente año dispuso hacer conocer al Sr. Gobernador de la provincia la propuesta que, con la intención de paliar en lo inmediato y en lo que resulta prioritario la critica situación de alojamiento de menores en conflicto con la ley penal elaborada la comisión creada en el marco del expediente S.P.M N° 492, solicitando al titular del poder ejecutivo adopte los recados pertinentes para concretar las peticiones formuladas"..."Que a la fecha, no solo no se ha obtenido respuesta satisfactoria sino que, POR EL CONTRARIO, se ha adoptado un criterio opuesto al señalado al suscribirse un convenio entre el Consejo Provincial del Menor y el servicio penitenciario relativo al alojamiento de menores en la Unidad N° 28 de la localidad de Magdalena."..."Que con el propósito de reeducar al menor logrando su inserción social, sustrayéndolo de la actividad delictiva y evitando su futuro ingreso al grupo de la población carcelaria, compuesta actualmente por un alto porcentaje de personas que alguna vez fueron menores infractores"..." la histórica e inadmisible insuficiencia de éstos ha provocado reiterados reclamos vinculados con la internación de menores debido a su ilegal permanencia en dependencias policiales."..." que las denuncias por apremios ilegales cometidos en perjuicio de menores durante su alojamiento en ellas han aumentado, lo que motivo a pedido de la Presidencia de esta Corte una instrucción general impartida desde el Ministerio de Justicia y Seguridad a los titulares de las comisarias involucradas"..." Que las condiciones de detención de los adolescentes e incluso niños se ve asimismo notablemente agravadas por el pésimo estado de tales dependencias, lo que ha llevado a la interposición de numerosos Hábeas Corpus y al dictado de resoluciones canalizadas a través de la Subsecretaría del Patronato de Menores con el objeto de hacer cesar el estado de cosas."..."a modo de ejemplo recordemos los incendios de los calabozos en la comisaría de Villa Maipú y en la seccional policial cuarta de esta cuidad, producidos el 11 de julio y el pasado 5 de octubre respectivamente, dependencias en donde se han registrado graves episodios de violencia."..." Que estas circunstancias dificultan la función judicial y dañan las atribuciones constitucionalmente asignadas al Poder Judicial"..." que con fecha 10 de diciembre de 1998 el Sr. Presidente de este Tribunal solicitó de manera directa una inmediata y adecuada solución a la Titular del Consejo Provincial de Menor, sin resultados positivos."..."que la saturación del inapropiado sistema continua colocando en riesgo físico, psíquico y moral a los menores cuyo interés debe ser el contemplado ineludiblemente para establecer el lugar de internación adecuado a su problemática,...""... que los centros de Contención de Almirante Brawn y Merlo prometidos desde hace largo tiempo y proyectados con destino a evitar los, alojamientos cuestionados, si bien instalados parcialmente lo han sido con una tipificación de régimen abierto y pre-egreso, lo que no responde a las urgencias y prioridades..." "...que no puede dejar de puntualizarse la situación de la Dirección de registro, Evaluación y Ubicación de Menores dependiente del Consejo Provincial del Menor, los incidentes allí protagonizados durante el presente año..." "...que finalmente cabe puntualizar que el Instituto "ALMAFUERTE" único establecimiento de máxima seguridad a cargo del Consejo Provincial del Menor, pareciera no poder contener a sus internos por otras vías que las del trato inadecuado y el aislamiento...".

ACTOR: DIEGO OSCAR RODRIGO.

DEMANDADO: PODER EJECUTIVO PROVINCIAL (MINISTERIO DE JUSTICIA Y SEGURIDAD DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES y CONSEJO PROVINCIAL DEL MENOR).

MATERIA: ACCION DE AMPARO.

 

DEDUCE AMPARO. SOLICITA SE DECRETE NO INNOVAR. URGENCIA.

SEÑOR JUEZ:

DIEGO OSCAR RODRIGO, argentino, mayor de edad, con domicilio real en la calle Alberdi 569, Chacabuco, Provincia de Buenos Aires, con el patrocinio letrado del Dr. HUGO ADRIAN RELVA, abogado inscripto en la Matrícula del Colegio de Abogados del Departamento Judicial de La Plata al Tomo 38 Folio 422, Legajo Previsional 41.713-0, CUIT 20-16727435-9, monotributista, ingresos brutos 20-16727435-9, constituyendo domicilio legal en Calle 48 Nº535, Piso 4º, Ofs.20/1, La Plata (Estudio Relva & Capdebarthe), a V.S. me presento y digo:

I. PERSONERIA.

Que tal como lo acredito con la copia simple del certificado expedido por el Sr. Vicegobernador de la Provincia de Buenos Aires, Sr. Rafael Edgardo Romá, soy Senador Provincial en representación de la IV Sección Electoral, con mandato hasta el año 2001. En tal condición me desempeño como Presidente de la Comisión de Derechos Humanos y Garantías de la H. Cámara de Senadores de la Provincia de Buenos Aires. Adjunto copia simple de dicha designación.

II. OBJETO.

En mi doble condición de ciudadano de esta Provincia y Presidente de la Comisión señalada, conforme lo disponen los arts.5 (a) y 1° de la Ley 7.166 y el art.175 del Reglamento Interno de la H. Cámara de Senadores de la Provincia de Buenos Aires (resolución de fecha 21/05/98) vengo por el presente a interponer acción de amparo contra el Ministerio de Justicia y Seguridad de la Provincia de Buenos Aires, con domicilio en Calle 2 entre 51 y 53 de esta ciudad, y el Consejo Provincial del Menor, con domicilio en Calle 116 entre 70 y 71, La Plata, en razón del "Convenio" por ellos suscrito, que adjunto y en virtud del cual se dispuso la cesión transitoria de la infraestructura parcial de la Sub-Unidad Penal 35 de Magdalena en favor del Consejo Provincial, para reclusión de niños.

Por las razones de hecho y de derecho que expondré solicito a V.S. se sirva acoger favorablemente el presente amparo, decretando "no innovar" en el asunto, hasta tanto se dilucide el fondo de la cuestión objeto de litis, consagrándose en dicha oportunidad la inconstitucionalidad del referido convenio en su integridad.

III. PLAZO.

A los fines del plazo establecido en el art.6, párrafo II, de la citada Ley 7.166 manifiesto que he tomado conocimiento concreto y fidedigno del "Convenio" atacado, con fecha 3/11/99, pese a todos los frustrados intentos que en mi condición de legislador y Presidente de la Comisión de Derechos Humanos y Garantías arbitré hasta esa fecha en aras a obtener de las autoridades públicas competentes un ejemplar fidedigno de la normativa aludida.

IV. COMPETENCIA.

Conforme los términos del art.20 (2), II párrafo, de la Constitución Provincial y el art.4 de la Ley de Amparo, V.S. es competente en virtud de que el convenio atacado, entre el Consejo Provincial del Menor y el Ministerio de Justicia y Seguridad de la Provincia, de quien depende el Servicio Penitenciario Provincial, y por el cual se dispone la internación de niños en establecimientos penitenciarios de adultos, ha sido suscrito en esta ciudad capital y donde tienen su asiento ambos órganos de la Administración Pública local.

A mayor abundamiento, porque el acto de la autoridad pública que lesiona y amenaza los derechos y garantías constitucionales de los menores bajo la tutela del Estado Provincial, por razones de materia, en tanto atañen a la minoridad, caen bajo la jurisdicción de V.S.

V. HECHOS.

Hacia fines del mes de Agosto del corriente año tomé conocimiento, por una publicación efectuada en los diarios "Ambito Financiero" y "Hoy", de los extremos que motivan estos autos.

Dicha información periodística, que acompaño, daba cuenta que el Sr. Vicegobernador, entonces a cargo de la Gobernación, la Dra. María Laura Leguizamón, titular del Consejo Provincial del Menor y el Ministro de Seguridad y Justicia bonaerense de aquel entonces, Dr. Osvaldo Lorenzo, firmaron un convenio que, en resumidas cuentas, acordaba la reclusión de menores "en conflicto con la ley penal" en el Sub-Penal Nº35 de la ciudad de Magdalena.

En tal virtud impulsé -sin éxito- la adopción por la Cámara de sendas resoluciones tendientes a requerir, del Poder Ejecutivo Provincial, un ejemplar auténtico del mentado "Convenio" y expresando preocupación por los supuestos términos del mismo. Se trataba de los proyectos S 674/99-00 (de declaración) S 669/99-00 (de pedido de informes). Se acompañan ejemplares de los mismos.

Más recientemente, a mi solicitud, el Sr. Presidente del Bloque de Senadores Provinciales del Partido al que pertenezco (Unión Cívica Radical), Dr. Eduardo Florio, solicitó, por vía de Memorandum, el envío a esta Cámara de un ejemplar auténtico del Convenio en cuestión. No ha tenido respuesta aún. Se adjunta el ejemplar de Memorandum.

Las razones de urgencia que de seguido explicito justifican el remedio procesal invocado, pues se carece de otra vía procesal idónea.

 

VI. EL "CONVENIO" Y LAS NORMAS CONSTITUCIONALES.

a) El Convenio atacado establece que el Ministerio de Justicia y Seguridad de la Provincia cede de modo gratuito y transitorio (dos años) al Consejo Provincial del Menor "parte de la infraestructura de la Sub-Unidad 35 de la localidad de Magdalena, dependiente del Servicio Penitenciario Bonaerense" de conformidad a los croquis que como anexos se acompañan y que adjunto a la presente.

El Consejo Provincial, según se establece, "utilizará la infraestructura cedida para la habilitación en el mismo de un establecimiento de máxima seguridad para la atención de jóvenes varones en conflicto con la ley penal...".

También establece el convenio que la atención de los jóvenes "en conflicto" estará a cargo de personal del Consejo.

Sin embargo, en la disposición 7º del Anexo I del Convenio, que forma parte del mismo, se determina que: "En la medida en que determinados servicios que requiera el establecimiento y que se habilitarán en la infraestructura cedida por el Ministerio se presten en forma general para todo el predio asiento de la Sub Unidad Penitenciaria Nº35 y sea técnica o administrativamente imposible su diferenciación con la utilización específica por parte de aquel, o la prestación común se fundara en razones de carácter económico-financieras y/o contables o presupuestarias, el Consejo y el Ministerio acordarán en forma conjunta su resolución, pudiendo delegar la coordinación de dichos aspectos en áreas de su dependencia".

b) Desde el final de la Segunda Guerra Mundial la comunidad internacional de naciones ha adoptado tratados y convenios internacionales de protección de los Derechos Humanos, alentados todos en su origen por la Organización de las Naciones Unidas (ONU) y la Organización de los Estados Americanos (OEA). Algunas naciones, como la nuestra, han dotado incluso de jerarquía constitucional a un buen número de ellos, completando y perfeccionando así las amplias garantías y derechos que desde 1853 consagra nuestra Carta Magna.

De tal manera, nuestra Constitución, así remozada, se ha puesto en el punto a la vanguardia de sus pares. Estos tratados encuentran su consagración en el inciso 22 del artículo 75 de la Carta Magna.

En lo que atañe a esta demanda la "Convención sobre los Derechos del Niño" que fuera Ley de la Nación (Ley 23.849) y que en la actualidad ha sido incorporada a la Constitución Nacional en el art.75 (22) proscribe explícitamente aquello que el Convenio, en la cláusula 7º del Anexo I, habilita. Cabe añadir que dicho instrumento normativo internacional califica de "niño" a "todo ser humano menor de dieciocho años de edad, salvo que, en virtud de la ley que le sea aplicable, haya alcanzado antes la mayoría de edad" (art.1).

El art.37, apartado c) de la citada Convención establece terminante que: "() Todo niño privado de libertad estará separado de los adultos".

Por su parte, el "Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos", en su entonces Ley 23.313, hoy incorporado al texto de la Constitución Nacional, impone en su art.10 (3) que: "El régimen penitenciario consistirá en un tratamiento cuya finalidad esencial será la reforma y la readaptación social de los penados. Los menores delincuentes estarán separados de los adultos y serán sometidos a un tratamiento adecuado a su edad y condición jurídica" (el subrayado nos pertenece).

Las normas constitucionales aludidas son claras y se contraponen con las previsiones del Convenio objeto de amparo. Es que, para resumirlo: el Convenio edicta que dada la carencia de instalaciones adecuadas para recluir a menores de edad se "conviene" alojarlos en un establecimiento de máxima seguridad para adultos, pero separados de ellos por una cerca (ver Anexo II) y atendido en exclusiva por personal no penitenciario dependiente del Consejo Provincial del Menor. Ello, siempre y cuando, como afirma la mentada cláusula 7º del Anexo, razones técnicas, administrativas, económico-financieras, contables o presupuestarias no aconsejen lo contrario.

Este extremo es inadmisible y afrenta principios constitucionales que, por otra parte, comprometen también la responsabilidad internacional del Estado Argentino como signatario de tales tratados.

Mi parte considera que si como el Convenio mismo contempla hay servicios que "se prestan en forma general para todo el predio asiento de la Sub Unidad Penitenciaria Nº35", es decir, para todos los reclusos, donde se confunden menores y adultos, donde aquellos puedan quedar bajo el control y supervisión de personal penitenciario, el Convenio contraria de modo patente disposiciones constitucionales cuya salvaguardia se pretende por esta vía resguardar.

Puede imaginar V.S. la presión y, por decirlo de algún modo, las "molestias" de que serán objeto los menores y aún niños por parte de reclusos de alta peligrosidad? Puede V.S. imaginar las consecuencias de motín en la Unidad 35 en horario de escuela o de visita? Quienes serían los rehenes? Qué son las "prestaciones comunes" de que serán objeto los menores?

Advierta V.S. que las razones "técnicas o administrativas... de carácter económico-financieras y/o contables o presupuestarias" que pudieran aducirse en favor de admitir un uso compartido de las instalaciones generales del predio o de sus servicios, comprenden en la práctica cualquier motivo y circunstancia. Y sostener que "el Consejo y el Ministerio acordarán en forma conjunta su resolución, pudiendo delegar la coordinación de dichos aspectos en áreas de su dependencia" equivale a decir nada o a decir: "lo resolveremos una vez que surja el problema".

La Constitución Nacional, al incorporar a su texto los tratados internacionales de protección de los Derechos Humanos, ha prohibido expresamente confundir o mezclar, en la reclusión, a los menores y adultos, pues la experiencia universal demuestra que ello es nocivo para la readaptación de aquellos.

Según se desprende del Anexo II del Convenio áreas comunes son en la Sub Unidad 35, de máxima seguridad, la escuela, el lavadero, la cocina, el lugar de realización de encuentros y de talleres.

La utilización por parte de los menores "en conflicto" de áreas necesariamente comunes, bajo el control del servicio penitenciario, es un extremo que -reitero- nuestra Constitución no desea y que expresamente prohibe.

Si la política gubernamental en la materia ha fracasado, como parece desprenderse de las declaraciones periodísticas del Sr. Ministro Díaz Bancalari ("no se estaría cumpliendo estrictamente con los convenios internacionales") y de los mismos considerandos que lucen en el Convenio atacado, que reconoce que los menores se encuentran alojados en comisarías, no es dable que los menores "en conflicto" sean objeto de tamaña violación de sus derechos, que comprometerá con seguridad su resocialización.

Si la política oficial en la materia ha fracasado ha sido, precisamente, por la inobservancia de tales derechos.

c) A mayor abundamiento la Convención sobre los derechos del niño agrega que: "En todas las medidas concernientes a los niños que tomen las instituciones públicas o privadas de bienestar social, los tribunales, las autoridades administrativas o los órganos legislativos, una consideración primordial a que se atenderá será el interés superior del niño" (art.3 (1) y también que: "Los Estados Partes se asegurarán de que las instituciones, servicios y establecimientos encargados del cuidado o la protección de los niños cumplan las normas establecidas por las autoridades competentes, especialmente en materia de seguridad, sanidad, número y competencia de su personal, así como en relación la existencia de una supervisión adecuada" (art.3 (3).

Por su parte el art. 40 edicta que: "Los Estados Partes reconocen el derecho de todo niño de quien se alegue que ha infringido las leyes penales o a quien se acuse o declare culpable de haber infringido esas leyes a ser tratado de manera acorde con el fomento de su sentido de la dignidad y el valor, que fortalezca el respeto del niño por los derechos humanos y las libertades fundamentales de terceros y en la que se tenga en cuenta la edad del niño y la importancia de promover la reintegración del niño y de que este asuma una función constructiva en la sociedad". y que: (4) "Se dispondrá de diversas medidas, tales como el cuidado, las órdenes de orientación y supervisión, el asesoramiento, la libertad vigilada, la colocación en hogares de guarda, los programas de enseñanza y formación profesional, así como otras posibilidades alternativas a la internación en instituciones, para asegurar que los niños sean tratados de manera apropiada para su bienestar y que guarde proporción tanto con sus circunstancias como con la infracción".

En igual sentido se ha expresado la doctrina. En el desarrollo del "Primer Encuentro Extraordinario de Legisladores sobre los Derechos del Niño", que se desarrolló en esta ciudad de La Plata en 1989, con anterioridad a la ratificación por nuestro Gobierno de la Convención en la materia, el destacado magistrado Luis Fernando Niño decía: "Digo esto porque justamente, en nuestro caso, en el del menor como sujeto transgresor sometido a un régimen penal, el artículo 40 de la Convención es realmente importantísimo para dar de una vez y para siempre a la minoridad el tratamiento respetuoso de dignidad y los derechos que merece".

VI. AMPARO.

La acción impetrada es procedente toda vez que el "Convenio" atacado es un acto de órganos o agentes de la Administración Pública Provincial que de manera actual e inminente, como se ha explicado, lesiona, restringe y amenaza, con arbitrariedad e ilegalidad manifiestas, derechos y garantías consagrados en la Constitución Nacional.

Mi parte no dispone de ninguna otra vía judicial igualmente idónea, que pueda impedir el traslado de niños a la unidad penal de Magdalena (ver LAZZARINI, JOSE LUIS, El Juicio de Amparo, Ed. La Ley, pág.93).

No hay en nuestra normativa de rito otra acción judicial que me permita alcanzar ese mismo fin, de modo urgente, justificado por la naturaleza de los derechos vulnerados.

Al tiempo no se trata en autos de una mera discordancia con criterios de políticas gubernamentales, o cuestiones políticas reservadas a los poderes del Estado, que le competen a los agentes de la administración pública, sino la salvaguardia y protección de derechos humanos con jerarquía constitucional de quienes, por su condición de menores, se encuentran indefensos.

La Corte Suprema de Justicia de la Nación tiene dicho que: "La acción de amparo constituye un remedio de excepción, cuya utilización está reservada para aquellos casos en que la carencia de otras vías legales aptas para resolverlos, pueda afectar derechos constitucionales" (CS, 4/10/94, en Ballesteros, José).

Otros tribunales también han establecido que: "Conforme a la actual doctrina de la Corte Suprema de Justicia de la Nación la acción de amparo es un medio idóneo de análisis y determinación de inconstitucionalidad de leyes y decretos, cuando al momento de dictarse sentencia se pudiesen establecer si las disposiciones impugnadas resultan o no claras, palmaria o manifiestamente violatorias de derechos y garantías constitucionales a las que el remedio tiende a proteger" (Cám. Fed. La Plata, Sala II, 5/04/94, ED, 162-34).

VII. EL CONSEJO PROVINCIAL DEL MENOR.

El Decreto del Poder Ejecutivo Provincial 62/96 (B.O. 19/02/96) aprueba la estructura organizativa del Consejo del Menor, de acuerdo al organigrama, objetivos, metas, acciones, responsabilidades y tareas que en anexos se acompañan al texto de dicha norma.

La disposición 9 del Anexo II establece que es función del organismo: "Coordinar con la autoridad judicial competente las acciones inherentes a la ubicación de los menores, atendiendo a las características específicas de cada caso".

Mi parte no puede advertir cual es el rol que se le ha dispensado a la autoridad judicial en el "Convenio" sub examine, como impone el decreto, como tampoco puede advertir si se cuenta con la aprobación o anuencia del Poder Judicial de la Provincia en el traslado de los menores a un establecimiento penitenciario para adultos, con áreas de necesario uso común.

Interpreto, al tiempo, que la celebración del "Convenio" excede con creces las potestades conferidas al Consejo Provincial del Menor por el Decreto antes aludido y que regula sus actividades y funcionamiento.

VIII. RESERVA DEL CASO FEDERAL.

La inclusión de la Convención de sobre los Derechos del Niño en el plexo normativo de la Constitución Nacional iguala en rango y salda el debate sobre la operatividad de las normas en el contenidas.

Es por ello que el referido "Convenio" es inconstitucional y hago expresa reserva de ocurrir ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación para el hipotético caso de resultar rechaza la demanda que impetro. Asimismo, hago expresa reserva de concurrir a denunciarlo ante el Comité de los Derechos del Niño, creado por el art.43 de la citada Convención.

IX. MEDIDA PRECAUTORIA URGENTE.

A fin que el acto de la autoridad pública violatorio de los derechos y garantías antes referidos no produzca sus efectos, con las gravísimas consecuencias humanas e institucionales que ello acarrearía, solicito a V.S. se sirva decretar, con urgencia, la medida cautelar de no innovar, como medida previa mientras se tramita la presente acción.

En tal virtud se decretará que el Poder Ejecutivo Provincial (Ministerio de Justicia y Seguridad y/o el Consejo Provincial del Menor) se abstendrá, hasta tanto se dicte resolución, de disponer el traslado de menores a establecimientos penitenciarios de adultos, de cualquier naturaleza, y para el caso que así se hubiese ya hecho se retrotraerá la situación a la fecha anterior de firma del citado convenio, absteniéndose de efectuar nuevos traslados.

Solicito se notifique al Poder Ejecutivo Provincial en razón de que, como es de público conocimiento, gobierno y oposición se encuentran negociando una reforma en la Ley de Ministerios y el hasta hoy día Ministerio de Justicia y Seguridad podría quedar desdoblado.

X. PRUEBA.

Como prueba que acredita los extremos aquí expuestos ofrezco la siguiente:

a) Documental.

1. Copia del certificado emitido por el Señor Vicegobernador de la Provincia de Buenos Aires, D. Rafael Romá.

2. Designación como Presidente de la Comisión de Derechos Humanos y Garantías del H. Senado Provincial.

3. Memorandum solicitando copia del Convenio, suscrito por el Senador Eduardo Florio.

4. Atribuciones del Presidente de la Comisión de Derechos Humanos y Garantias de la Cámara de Senadores.

5. Proyecto de Declaración S 674/99-00.

6. Proyecto de Pedido de Informes S 669/99–00.

7. Recortes periodísticos de Ambito Financiero, Diario Hoy y Diario el Día correspondientes a los días 31 de agosto y 1 de setiembre del corriente año.

b) Reconocimiento Judicial.

Solicito a V.S. se disponga el reconocimiento judicial en el Subpenal N°35 de Magdalena, a sus efectos.

c) Informativa.

1. Para el caso que la contraria negare mi condición de Senador Provincial y/o la de Presidente de la Comisión de Derechos Humanos y Garantías se oficiará a la Justicia Electoral y a la Legislatura de la Provincia de Buenos Aires.

2. Se librará oficio al Boletín Oficial de la Provincia de Buenos Aires a efectos que informe si ha sido publicado por dicho organismo el "Convenio" antes aludido.

3. Se librará oficio al Ministerio de Justicia y Seguridad de la Provincia de Buenos Aires a efectos que remita a la causa copia auténtica del texto del Convenio referido.

XI. DERECHO.

Fundo el derecho que hace a la demanda impetrada en las disposiciones del art.75 inciso 22 de la Constitución Nacional, la Convención sobre Derechos del Niño, el Pacto Internacional sobre Derechos Civiles y Políticos, los arts.11, 15, 20 (2), 30, 36 (2,3), 56 y 57 de la Constitución Provincial y la Ley 7.166.

XII. PETITORIO.

Por las razones expuestas de V.S. solicito:

a) Se me tenga por presentado, parte en el carácter invocado y por constituido el domicilio.

b) Se tenga por presentada la acción de amparo;

c) Se corra traslado de la demanda a la contraria, por el plazo y bajo apercibimiento de ley.

d) Hasta tanto se resuelva el fondo de la cuestión y como medida cautelar urgente solicito se disponga la medida de no innovar requerida.

e) Oportunamente se disponga se deje sin efecto el "Convenio" aquí atacado, declarándose asimismo su inconstitucionalidad, con costas.

Proveer de conformidad,

Será Justicia.

 

 4- LA INFANCIA EN MENDOZA 

Habitantes Mendoza: 1.412.500 habitantes.

La mitad de los niños de Mendoza son pobres.

Mas de 60.000 adolescentes no estudian ni trabajan

500 adolescentes por año son privados de la libertad, por supuesta comisión de un delito pero a pesar de la existencia de una ley garantista de los derechos defensa, aun no se han constituido las fiscalías y las defensorías. Por lo que se podría afirmar que esos adolescentes se encuentran privados ilegítimamente de la libertad.

El 25% de los hogares están constituidos por madres jefas de hogar.

 

5- LA INFANCIA EN JUJUY

Síntesis de la información sobre la provincia de Jujuy. 

1. MEDIDAS GENERALES DE IMPLEMENTACIÓN

El l4 de noviembre de 1993 se sancionó la Ley 4.722 "De Protección a la Minoridad" que pretende acercarse al paradigma de la Doctrina de la Protección Integral de Derechos (en adelante DPID) adhiriendo en su artículo 2° a la Ley Nacional N° 23.849. Sin embargo, hace mención de la "justicia del menor", del "menor asistido y tutelado", cuando se refiere a la policía del menor (art. 10) "deberá habilitar dependencias especiales para alojar a los menores que se encuentren bajo la responsabilidad de los organismos proteccionales, Policía del Menor o Justicia del Menor". 

El texto de la ley pone en evidencia la distancia que existe entre su redacción, que toma terminología de la DPID, las medidas sobre las que se legisla, propias de la Doctrina de la Situación Irregular (en adelante DSI) como se señala en el art.10. 

Por otra parte, y según consta por los dichos de las autoridades en ocasión del 1er. Foro Provincial por los Derechos de los Niños y Adolescentes realizado el 2 de octubre de 1998, la ley no se aplica por no haber sido reglamentada. En esa ocasión la Comisión de Asuntos Sociales de la Legislatura invitó a los miembros del Poder Legislativo a generar legislación pendiente y al Ejecutivo a desarrollar políticas públicas, reforma institucional y mecanismos de seguimiento. Con respecto a la sociedad civil, es convocada para integrar junto con el sector gubernamental "un modelo público de política de emergencia", término que permite inferir la crítica situación actual de la niñez en la provincia.

No hay información respecto de la difusión dada a la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño ni sobre la difusión pública del informe oficial del Estado. Vale la pena aclarar que nos referimos al II Informe Argentino presentado en 1993 y las observaciones y recomendaciones emanadas del Comité de los Derechos del Niño de Naciones Unidas con sede en Ginebra a propósito de dicho documento oficial.

2. DEFINICION DE NIÑO

La información obtenida para este punto emana de lo expresado por los adolescentes en el "Primer Foro Regional por los Derechos de los Niños y Adolescentes" el 29 de junio de 1999 en Abra Pampa, cuya versión taquigráfica fue publicada por la Legislatura de Jujuy y por lo tanto las frases más significativas en lo que atañe a la temática se transcriben sin interpretación.

Los chicos manifiestan que existe poco diálogo entre ellos y los adultos en todos los ámbitos. "Somos adolescentes en ciertas situaciones y chicos en otras... cuando nosotros vamos a comprar un elemento nos dicen que todavía somos niños para eso y cuando vamos a la otra esquina sí nos dan"...

3. PRINCIPIOS GENERALES

Igual que en el punto anterior, consideramos elocuente la versión taquigráfica de la participación de los adolescentes en el Primer Foro Regional. 

"Somos discriminados por ser chicos..." "llegamos a la conclusión de que si un adolescente se suicida es porque nadie lo escucha"... "nosotros no hemos tenido participación"... "llegamos también a las siguientes conclusiones. Los padres que no son guía para sus hijos por el hecho de no estar preparados para su familia; que los hijos tienen problemas por no ser comprendidos por sus padres; padres que delegan sus responsabilidades y mandan a sus hijos a segundas o terceras personas como los médicos, policías, docentes; chicos de la calle que son agresivos, por qué? porque no son entendidos por la sociedad, por su familia, y por el hecho de estar solos y también porque son reflejo de las personas mayores, como tal los niños y los adolescentes. ¡Mayores, entonces piensen antes de actuar!"

"Nosotros pedimos como adolescentes que preparen a los niños y adolescentes para ser padres en el futuro y para que puedan responder a sus hijos: capacitar al niño y al adolescente en el nivel de la tecnología por el cambio que estamos y participar al niño y al adolescente para ser gobernadores en el futuro". 

Carta leída por una adolescente: 

"Los derechos de los adolescentes. El adolescente necesita adecuada protección. Los padres tienen que tener diálogo con sus hijos adolescentes, educación, entendimiento sobre los cambios de etapa.

Acá en el norte y en el sur hay discriminación de unos y otros, por ejemplo, los chicos que vienen de Bolivia no tienen documento y no los quieren recibir en las escuelas y yo pienso que ahí les están quitando el derecho de estudiar a esos niños.

También hay otro tema, hay chicas que son adolescentes de 12 y 14 años que tienen hijos, lo primero que les dicen los padres de acá del norte y también del sur que se vayan de la casa o directamente las tratan mal, pero no es justo porque eso pasa cuando una madre o un padre no le hablan bien o directamente no le hablan del tema.

En la edad de la adolescencia nosotros cambiamos, no somos los mismos de antes. Yo pido a cualquier persona que esté o tenga posibilidad de hablarle o aconsejarle, que les den un apoyo a los adolescentes. Saben por qué les digo esto? Porque yo escuché a una vecina y amiga de mi mamá que tiene su hija de 12 años ylo primero que dijo fue: "esta mi hija se ha echado a perder porque sale con tal amiga o tal amigo, dialoga con algún amigo o algo más..." Y los papás lo primero que hacen es alejarlos a ambos; yo pienso que deberían tener una charla clara y respetuosa como para que se queden tranquilos y no alejarlos, porque un chico o una chica en ese momento puede cometer una locura.

Quiero que quede bien claro que el adolescente necesita muchos consejos y el apoyo, sobre todo el diálogo con ambos padres para ahorrar broncas, odios, locura y disgustos. Nada más."

4. DERECHOS Y LIBERTADES CIVILES

El texto de la Ley N° 4722 sancionada en 1993, en su articulado hace mención a:

libertad de expresión e información; libertad de pensamiento, conciencia y religión; libertad de asociación y reunión; privacidad, honra y reputación y derechos y libertades civiles en general.

Sin embargo, el cumplimiento de esta ley no reglamentada estará sujeto a las limitaciones propias de ese hecho como así también por los factores culturales y la persistencia de prácticas sociales ajenas al espíritu de la Convención. Como lo expresaron los chicos que tuvieron ocasión de participar en el Foro Regional.

En 1996 se realizó una Jornada de Trabajo como abordaje previo a la sanción de la Ley 5.107 "de Atención Integral a la Violencia Familiar", organizada por la Comisión de Asuntos Sociales de la Legislatura a la que concurrieron distintas instituciones que arrojaron las siguientes conclusiones:

Informe del Servicio Social del Hospital Arturo Zabala de Perico

· Objeto de Maltrato: menores de ambos sexos, en 1995 hubo 140 casos denunciados. 

· Edad promedio: 6 años 

· Provenientes de grupo familiar numeroso, donde el ejercicio de la autoridad y el control del grupo familiar es llevado a cabo por el padre o sustituto. La modalidad más frecuente es practicada con autoritarismo, agresividad, y repetición de conductas heredadas que se manifiestan a través de la coerción, castigos físicos y penitencias, generalmente aceptadas por el medio. A su vez el maltratador fue víctima de maltrato, padece alcoholismo y proviene de hogares desintegrados. 

Informe del Consultorio de Adolescencia y Familia del Hospital "G. Paterson" de San Pedro de Jujuy 

· El 65,4 % de las mujeres encuestadas (N=196) manifestaron disconformidad por el número de hijos que tuvo, convirtiéndolos en "hijos no deseados" y muchos de ellos, a su vez, maltratados. 

· El 83,2 % tuvieron su primera relación sexual entre los 10 y 14 años.

Informe del Centro del Menor Maltratado

· Denuncian que muchos niños son golpeados con toallas mojadas, bajo duchas frías o sus manos pinchadas con agujas y las niñas violadas por sus padres o padrastros. Otras son amenazadas de muerte por sus padres con armas blancas o de fuego.

Cabe acotar que los tres servicios que brindaron su informe dependen de la iniciativa y esfuerzo de sus profesionales, que comprometidos con la problemática, trabajan en total soledad, sin un equipo interdisciplinario full-time que los acompañe, porque esta tarea no forma parte de la decisión política del Estado. (textual en el documento fuente).

Dirección de la Mujer y la Juventud de la Municipalidad de San Salvador de Jujuy

· Es la única que cuenta con un Programa de Asistencia y Prevención a la Violencia en la Mujer y la Familia. Cuenta con un equipo interdisciplinario.

5. CONTEXTO FAMILIAR Y CUSTODIA ALTERNATIVA

Un parte de prensa del Bloque de Diputados de la UCR fechado el 27 de agosto de 1999 dice:

11 NIÑOS ABANDONADOS EN HOSPITAL P. SORIA. Se refiere a bebés recién nacidos que fueron abandonados por su familia y que no padecen ninguna enfermedad. Solicita también que se habilite un Centro de Asistencia a Niños Recién Nacidos Abandonados Socialmente ya que la permanencia en Neonatología del hospital los expone a contraer enfermedades.

Cabe destacar que estos niños permanecen en Neonatología hasta que culmine el trámite legal para su adopción. Para ese espacio de tiempo los bebes son atendidos en los "Hogares de Belén" (familias católicas que los atienden en sus hogares hasta ser entregados a los padres adoptivos). Pero debido a la cantidad de abandonos (de 17 nacimientos diarios un niño es abandonado por semana, sólo en el hospital cabecera) es que no dan abasto los Hogares y permanecen entonces en el Nosocomio, siendo que con fecha 16 de abril de 1998, la Legislatura sancionó la Resolución nº 11/98 que mandaba habilitar una casa, de propiedad del Hospital, para que funcione el Centro de atención Temporaria a Niños Abandonados Socialmente, hasta que culmine el trámite judicial de adopción, que a la fecha no fue implementado; aún cuando no significa erogación económica, como así tampoco se respondió a una nota de la Dip. Ada Galfre donde se intimaba al Ministro de Bienestar Social que cumpla la mencionada Resolución.

Asimismo, un pedido de informes dirigido al Jefe de Policía de la Provincia solicita:

· Detalle de las denuncias formuladas en la Provincia por la comisión de los delitos de sustracción de menores o su tentativa por los años 1996 hasta la fecha del informe. 

· Estado de trámite en que se encuentran las denuncias detalladas en el punto anterior. 

· Informe de acciones realizadas por la policía a su cargo tendientes al esclarecimiento y prevención de estos hechos. 

· Estado de trámite en que se encuentran las denuncias que se detallan: (se omiten en este informe los nombres de los denunciantes, que suman 8 casos en. 1999) 

Cabe acotar que el Sr. Jefe de Policía eleva nota de las denuncias, una de las cuales fue archivada, cosa que llama poderosamente la atención, y que no se dieran a conocer los hechos para no "alarmar a la comunidad" como que tampoco se tomaron medidas preventivas "porque no tienen efectivos suficientes para mandar a las escuelas", cuando lo que se considera como medidas preventivas son la educación, la prevención, el cuidado y no el pánico. La Dip. Ada Galfre con la Dra. Alicia Guzmán, del Tribunal de Familia, se conectaron con la Fundación PIBES para implementar una sede de dicho organismo en San Salvador de Jujuy.

Se consigna también en el informe que hubo en 1999 15 denuncias de rapto y/o intento de rapto de niños y que en el Hospital Pablo Soria de los 17 nacimientos diarios de niños, 1 es abandonado.

El documento "Análisis de las Políticas Sociales del Modelo Menemista" firmado por la Lic. Ada Galfre, en el Título "Acción Social: Alimentación y Servicios Integrales dice:

El presupuesto destinado para Bienestar Social en 1995 fue del 9,5% y en 1996 del 13,2%.

En el orden provincial hay:

· 9 Hogares de Día que atienden a 1.072 niños con $ 14.830 mensuales ($ 13,80 mensuales por chico) 

· 3 Internados que albergan a 76 niños con $ 6.300 de presupuesto mensual ($ 82 mensuales por chico) 

· Suman en total 1.148 niños con $ 21.130 provenientes de fondos provinciales. 

El Programa de Pequeños Hogares y Familias Sustitutas, asiste a 55 familias seleccionadas para tales fines (7 Pequeños Hogares, 5 Hogares Transitorios y 43 Familias Sustitutas) con un monto de $ 30.000 por mes, financiados por el Banco de Acción Social, que atienden en total a 160 niños.

El SERAPROMC, programa dependiente de la Dirección General de Minoridad y Familia atiende a 23 chicos con problemas de conducta derivados por el juez de menores. También recibe fondos provinciales; el servicio que debe brindar esta repartición es el de dar cumplimiento a la ley 4722 de Protección a la Minoridad y garantizar el desarrollo integral de los chicos. 

Desde hace años se observa su no cumplimiento, ya sea por la escasez y el atraso en la entrega de partidas asignadas como así también por la falta de personal idóneo para la problemática, ya que en la actualidad cuenta con mucho menos de la mitad del equipo técnico que contaba en otros tiempos (psicólogos, asistentes sociales, médicos, etc.) ya que los mismos fueron adscriptos a otras reparticiones o jubilados de oficio. En su lugar son asistidos por personal con pasantías del Plan Trabajar, que no reciben capacitación adecuada a las características de los chicos que asisten al servicio. 

El capítulo concluye con la siguiente frase: "Hoy esos establecimientos son más un depósito humano que un espacio de desarrollo"

6.SALUD Y BIENESTAR ELEMENTALES

Todos los datos consignados a continuación, se obtuvieron a partir de material enviado por la diputada provincial Lic. Ada Galfré (UCR).

Es necesario destacar algunas cifras que hacen a las condiciones de vida en general, para contextualizar las posibilidades de desarrollo de los niños en particular.

Según datos aportados por la legisladora jujeña, merecen destacarse los siguientes datos, tomados de diferentes fuentes según se consignará en cada uno.

De los 512.329 habitantes de la provincia, 233.567 son menores de 0 a 19 años. (Censo 1991). 

Población con NBI – Censo 1991

180.025 = 35,5% sobre total de 507.096 pobladores en hogares particulares

Según datos SIEMPRO – 1997: En 33.938 hogares con NBI viven alrededor de 200.000 personas de las cuales la mitad son menores de 0 a 15 años: 101.011 niños. O sea: la mitad de la población infanto-juvenil de la provincia de Jujuy tiene necesidades básicas insatisfechas. Esto significa población en riesgo social. 

Distribución del ingreso

Año 1995: bajos 20,1 - medios, 38,3 - altos 41,5

Tasa de desocupación y sub-ocupación (San Salvador de Jujuy)

Año 1997: 18,0% y 13,8% respectivamente 

Cesantes: 70,7

Nuevos Trabajos: 29,3

Meses que buscan empleo:

hasta 1 mes: 27,9

de 1 a 3 meses: 45,6

más de 3 meses: 26,5

Mortalidad Infantil 

Tasa por mil nacidos vivos (1995): 26,4 

Lo paradójico, según el informe de la Lic. Galfre, "es que en estas muertes predominan cuadros de desnutrición y de enfermedades infecciosas, las más fáciles de prevenir cuando existen políticas adecuadas para hacerlo." 

Además, continúa, "estas defunciones están directamente relacionadas con las condiciones de vida en los hogares. Si bien el bebé sobrevive al parto, los problemas que surgen posteriormente no logran ser sobrellevados en familias donde cada vez escasea más la comida, crece la desesperación por hallar un empleo y en consecuencia se desatiende el hogar... De acuerdo con los propios datos del Ministerio de Salud de la Nación, existe una altísima correlación entre hogares con necesidades básicas insatisfechas (NBI) y mortalidad infantil. Así por ejemplo en Jujuy hay localidades donde la MI ronda el 20 %o y otras donde trepa hasta el 50%o. No casualmente estas últimas, más que duplican el número de familias con NBI que alcanza cerca del 65% del total."

Al respecto, cabe mencionar un dato publicado por el periódico Página/12 en su edición del 23/9/99: Según Jesús Olmedo, cura párroco de La Quiaca en entrevista con Nelson Castro "Con el tema del Jubileo 2000 le escribimos una carta al Papa contándole datos estadísticos de nuestra zona. La mortalidad infantil roza el 55 por mil y la desnutrición se acerca al 53 por ciento......" En 1997 fallecieron trece (13) niños en el término de un mes por muertes evitables en la localidad de Abra Pampa, en plena Puna Jujeña."

En cuanto a Muerte Materna, se toma como marco referencial los datos vertidos en "Acción Pública y Sociedad – Las mujeres en el cambio estructural", de comienzos de la década del ’90, que asciende a 52 de cada 100.000 nacidos vivos, estas ligadas a la falta de control del embarazo, parto o puerperio. Y por abortos provocados el 50% mientras que en Jujuy se duplica ampliamente la media nacional"

"En una publicación de UNICEF- Argentina, muestra la relevante Tasa de Fecundidad de mujeres entre 15-19 años (madres adolescentes) que en 1991 llegaba al 69,7 por cada 1.000 en todo el país y en Jujuy ascendía al 74,7". 

Esperanza de Vida al nacer: 

1995-2000 : 67,0

Para el país en igual período: 73,13 

Viviendas con características deficitarias – 1991: 46,8 %

Adolescentes:

· "La población adolescente de Jujuy es una de las más elevadas del país. Es de 159.200 personas de 10 a 24 años, lo que significa el 31% del total de la población provincial (512.329) – Fuente: PAIA (Programa de atención Integral al Adolescente), programa del Ministerio de Bienestar Social llevado por voluntad de los profesionales, avalado por las autoridades si bien no valorado ni acompañado --. La estimación del crecimiento poblacional adolescente por 1996 fue de 15,42 °/oo, sea que estimativamente en 1996-’97 habría 179.386 jóvenes entre 10 y 24 años. 

· 1.818 adolescentes buscan trabajo en la capital provincial (EPH octubre 1994) 

· En los tres consultorios de Atención Integral al Adolescente que atendieron durante 1998, en forma muy irregular por los numerosos días de paro, se produjeron 632 consultas por primera vez y sólo 89 jóvenes no regresaron a una segunda. La prevalencia de los motivos de consulta se dio en el siguiente orden: 

1. sospecha de embarazo 

2. angustia 

3. conflictos familiares 

4. intento de suicidio 

5. tuberculosis 

6. trastornos de la alimentación 

· Si bien sólo uno de los consultorios registró el trabajo de orientación de sala de espera, esta se repite en los tres consultorios y en la sede del programa. Del registro obtenido (Hospital Pablo Soria) se computaron 237 jóvenes que acudieron a solicitar información sobre diferentes temas, siendo los de mayor interés ETS y SIDA. 

· Referidas al embarazo adolescente y trastornos de la alimentación se realizaron investigaciones que arrojaron los siguientes resultados: 

la mayor cantidad de adolescentes embarazadas o puérperas del estudio correspondió a la franja etárea entre 15 y 19 años definida como adolescencia media, sin embargo este grupo presentó en esta oportunidad su segundo o tercer embarazo y/o antecedentes de abortos provocados previos, lo que demuestra que la iniciación de la vida sexual activa y su maternidad comenzó ya en la adolescencia temprana (de 10 a 14 años).

En general realizaron sus diagnósticos en forma individual debido a la falta de menstruación, concurriendo tardíamente a la asistencia profesional. El grupo de estudio mostró mayoría de puérperas a pesar de que las embarazadas fueron citadas con las mismas características personalizadas, reforzando la evidencia del escaso interés para capacitación, información durante el lapso del embarazo.

Del estudio se observa que las adolescentes conocían medidas preventivas aunque no las utilizaron o lo hicieron en forma incorrecta u ocasionalmente, confirmando el hecho de que el conocimiento exclusivamente no sirve para modificar conductas de riesgo.

Además se evidencia claramente el manejo de las situaciones vitales basadas en un pensamiento mágico, que se repite en las historias de las adolescentes (hermanas y madres de las entrevistadas presentaron antecedentes de embarazo adolescente).

Respecto a los controles médicos se corrobora la hipótesis de que estos fueron deficientes, sin cumplimiento de las recomendaciones o sin registro de los mismos en sus historias clínicas a veces por razones económicas o falta de interés y la presencia en la mayoría de los casos de enfermedades asociadas al embarazo.

Se evidencia en la observación de aumento o disminución de peso la falta de nociones de autocuidado y autoestima. Las adolescentes no recibieron información pre-parto sobre el proceso vivencial del mismo por parte del equipo de salud, solamente de "mujeres" allegadas y familiares. Las jóvenes residían casi en su totalidad con su grupo primario de origen, siendo estas familias incompletas, de las cuales la mayoría luego de su embarazo consolidan su pareja a quienes informaron en primer lugar de la noticia. 

En general las adolescentes no modificaron su status escolar ni laboral, ya que las mismas no estudiaban antes de embarazarse y no realizaban actividad laboral alguna. Una escasa cantidad tuvo acceso a la escuela secundaria con poco interés y bajo rendimiento escolar.

La oportunidad de intervenir eficazmente en la prevención de embarazos no deseados y retardo en el inicio de la vida sexual activa debe hacerse durante la asistencia a la escuela primaria, ya que esperar la adolescencia media y la escuela secundaria es llegar tarde.

· En 1997 se produjeron 6.504 partos de madres adolescentes. 67 de ellos correspondieron a menores de 15 años; 2.454 entre 15 y 19 años y 3.983 a madres de 20 a 24 años. 

· Total de partos hospitalarios: 14.000 - 47% partos adolescentes 

· Primer semestre de 1998: 10 muertes maternas de las cuales 3 eran adolescentes. (30% de defunción materna) 

Accidentes

Se encuentran también valores llamativos de traumatismos, quemaduras y envenenamientos no intencionales, la mayoría producidos entre los 10 y 14 años, los que dejaron una importante cantidad de complicaciones y discapacidades.

Los accidentes representan el 50% de las muertes adolescentes, computándose entre ellos hechos de violencia, suicidios, accidentes de tránsito provocados por el alcoholismo, ahogamientos.

Defunciones de adolescentes en la provincia de Jujuy (1990-1996)

	EDAD

AÑO
	10 – 14
	15 – 19 
	20 – 24
	TOTAL

general
	TOTAL

10 – 19
	% sobre

total general

	1990
	32
	49
	59
	140
	81
	57,8

	1991
	28
	49
	37
	114
	77
	67,5

	1992
	23
	47
	55
	125
	70
	56,0

	1993
	27
	56
	59
	142
	83
	58,4

	1994
	19
	40
	40
	99
	59
	59,6

	1995
	24
	39
	57
	120
	63
	52,5

	1996
	32
	58
	73
	163
	90
	55,2


Causas

1°: accidentes (asociado a alcoholismo y/o acciones violentas)

2°: suicidios

Discapacidad

Según el registro del Centro de Rehabilitación Provincial del MBS, accedieron espontáneamente al servicio en el año 1998 por diferentes discapacidades 511 adolescentes de 10 a 20 años

Programas Nacionales vigentes con intervención de la Dirección General de Minoridad y Familia 

Programa PRANI

La institución responsable del mismo es la Secretaría de Desarrollo Social. Sus objetivos son: "Mejorar las condiciones de vida y el acceso a una alimentación adecuada y suficiente a los niños de 2 a 14 años nutricionalmente vulnerables, pertenecientes a hogares socioeconómicamente desfavorecidos, a través del aporte complementario de alimentos y el apoyo a la educación básica. Diagnosticar y reformular el sistema de los comedores infantiles y escolares. Transformar progresivamente los comedores infantiles en centros de cuidado infantil. – Bienes y/o servicios que brinda: Asistencia técnica y capacitación. Apoyo financiero para infraestructura, equipamiento, capacitación. Refuerzo de dieta (para comedores infantiles y escolares). Fortalecimiento institucional. Asistencia alimentaria directa a través del Sub-programa Refuerzo PRANI (unidades conteniendo nueve alimentos de entrega mensual)".(Fuente: Guía de Programas Sociales Nacionales 1998 – SIEMPRO – SDS)

· Para 1997 la Nación financió 1.152.000 para 196.000 cajas de las cuales se entregaron 7.884. de acuerdo a los informes recibidos por la Comisión de Asuntos Sociales, las mismas en el año 1996 no fueron entregadas a sus receptores, ya sea Municipios (algunos de ellos nunca recibieron, Centros Vecinales, Puestos de Salud, etc., en tiempo y forma. La distribución también es bastante desproporcionada en relación con el número de necesitados y cajas asignadas. También es de público conocimiento la denuncia que efectuaron algunas personas porque el contenido de las cajas fue repartido para campañas proselitistas. Para el área de infraestructura, equipamiento y asistencia técnica fueron remitidos $ 895.582 y para el Sub-programa Refuerzo PRANI (cajas), en el año 1996 correspondieron $ 508.224 y en 1997, $ 94.608. En total $ 1.498.414. 

· El PRANI cuenta con 19.000 beneficiarios en 1999. La Secretaría de Acción Social distribuye en San Salvador y Palpalá, mientras que Nación envía directamente a municipios de Libertador General San Martín, Purmamarca, La Quiaca, Humahuaca, Perico, San Pedro. Debe controlar la Secretaría. 

Programa Comedores Infantiles 

· En 1996 se asistieron por Comedores Infantiles a 31.189 personas, 10.143 niños entre 2 a 5 años y 21.046 de otros beneficiarios, algunos con una comida diaria y otros con tres. 

· El Obispado asiste a 10.060 personas, de las cuales 9.143 son niños de 2 a 14 años, financiado por PROSONU (Programa Social Nutricional). 

· Existe un atraso en las partidas en el 38,8% de los Comedores Infantiles, de los cuales el 90% tiene un atraso de dos meses. 

· En el año 1997 reciben 75 comedores (Instituciones, Grupos Comunitarios, Obispado y Comisiones Municipales) que en total atienden a 17.190 niños con un subsidio de $ 257.850. 

Programa POSOCO

Este programa pretende mejorar la calidad de vida en sectores con necesidades básicas insatisfechas de todo el país. Brinda complemento alimentario en comedores infantiles comunitarios y otras prestaciones sociales no alimentarias. Sus beneficiarios son niños pobres de 2 a 5 años.

Monto anual: $ 2.697.693,16

Programa PROSONU

Este programa pretende mejorar el estado nutricional de la población objetivo. La población beneficiaria son los niños de 6 a 14 años con NBI en comedores escolares y niños de 2 a 5 años con NBI en comedores infantiles.

Monto anual: $ 4. 593.396,16 

El 65% para comedores infantiles y 35% para comedores escolares.

En enero de 1997 se solicita un incremento en los montos de lo que resulta:

POSOCO: $ 226.162,78

PROSONU: $ 385.087,99

Total: $ 611.250,77

Las partidas de noviembre y diciembre de 1996 no ingresaron."

En el corriente año, según información del Sr. Secretario de Acción Social a la Comisión de asuntos Sociales de la Legislatura, esta dependencia distribuye 19.000 cajas en Capital y Palpalá, no así en los principales municipios del interior provincial, a los que llegan directamente de nación.

En ninguno de los programas se realizan monitoreos sobre la causa – efecto de las mismas, los que se convierten en elementos para el clientelismo político y no en un recurso para modificar situaciones críticas; la prueba es que en los últimos años, teniendo en ejecución programas nacionales, los índices de desnutrición infantil no se revirtieron, por lo que surge la pregunta acerca de la utilidad de los Programas.

 

Programa ASOMA

Asiste a 7.500 beneficiarios de la tercera edad. No cubre las necesidades porque son para ancianos sin cobertura, pero los jubilados que perciben $140 mensuales integran la población con NBI y muchas veces se hacen cargo de niños.

Vivienda

"El acceso a la vivienda digna constituye uno de los derechos esenciales de toda persona humana.

...las mismas deben garantizar la seguridad en su construcción, las condiciones adecuadas como hábitat familiar, la privacidad propia de cada grupo de individuos, los servicios indispensables como agua, luz, red cloacal, cordón cuneta, pavimento y la infraestructura comunitaria que exige cualquier complejo habitacional: escuelas, sala de primeros auxilios, policía, salón multiuso, etc.

Estas características no son idílicas, en casi todas las provincias las viviendas construidas y adjudicadas por el Estado a través de su organismo FONAVI, cumplen con estos requisitos, no así en Jujuy donde se observan viviendas tan pequeñas para el número de habitantes (casi todas familias numerosas) que es el mismo Estado el que incurre en infracción facilitando el hacinamiento y la promiscuidad.

Las paredes son sumamente delgadas de modo que cuando habla un vecino lo escucha el otro, las casas son entregadas sin piso y sin algunos artefactos de baño, sin medianeras y lo que es más grave, no hay seguimiento por parte del Instituto de la Vivienda para que las mismas paulatinamente se terminen, de modo que lo que se inició con intención de ser un hábitat confortable, se convierte en una unidad precaria.

Otra cuestión grave es que, por ejemplo, en Alto Comedero no se han construido conjuntamente con el barrio, las escuelas, policía y puestos de salud necesarios, de modo que improvisadamente se adjudican algunas casas para tal fin, resultando totalmente inadecuados para los fines que deben cumplir. Lo más destacable es la Escuela N° 434 que tiene 824 alumnos en siete unidades habitacionales, resultando estas pequeñas para el número de niños por grado. Esto dificulta el aprendizaje. 

En realidad esta es una cadena que inicia el mismo Estado aplicando mal los fondos destinados a satisfacer las necesidades de la gente, cuando interesan más las cantidades que la calidad.

Cuando la obra pública es utilizada para campañas pre-electorales, etc. Se desdibuja el objetivo esencial que es brindar calidad de vida."

Otras fuentes de Información

1° Foro Provincial por los Derechos del Niño y el Adolescente organizado por la Legislatura de la Provincia de Jujuy – Comisión de Asuntos Sociales – 2 de octubre de 1998.

De la publicación producida con ponencias y otras formas de participación en esa oportunidad, se amplía la información acerca de diversos campos del que hacer respecto de la población infanto-adolescente de la provincia.

La Directora del Hospital Nuestra Señora del Rosario de Abra Pampa hace referencia a la mala condición de salud de niños y madres, falta de instalaciones para la atención sanitaria, escasa consideración por las pautas culturales de las minorías étnicas que habitan la provincia y sus dificultades para albergar niños enfermos cuyas madres se trasladan al hospital con otros hijos porque no tienen con quién dejarlos. 

La Jefa del Departamento de Salud Mental del Ministerio de Bienestar Social y Coordinadora del P.A.I.A., Programa de Atención Integral al Adolescente, consigna que es importante transformar las estructuras actuales que existen actualmente dentro de la Salud ya que muchas de ellas son obsoletas. Señala la autora en su ponencia que la atención en salud integral es lenta, atiende a poca gente, se llega a pocos, se difunde poco. Además, señala, en las estructuras del Poder Ejecutivo no hay adecuada articulación en las políticas de salud, educación, acción social, justicia y demás, lo que atenta contra la integralidad. No cristaliza en acciones la necesidad expresada de realizar diagnóstico precoz y tratamiento oportuno.

Procedente del campo de la sociedad civil, el ciudadano Dr. Eduardo H. Rosa Larrieu, presenta un informe documental que tiene carácter de denuncia, en el que consigna que en la ciudad de Abra Pampa el agua potable se está contaminando con plomo, razón por la que hay altos índices de saturnismo, lo que conlleva trastornos anémicos, disminución de defensas que hace que contraigan tuberculosis, cuadros encefalopáticos, retraso mental irreversible, cuadro que incide en la posibilidad de educarse y estudiar.

Según información que solicitaron los integrantes de la Comisión de Salud de la Legislatura Provincial al Sr. Ministro de Bienestar Social, el mismo reconoció que existen residuos tóxicos, pero que según las investigaciones realizadas por la Universidad Nacional de Jujuy (UNJu), las aguas aún no están contaminadas. (Cabe señalar que la provincia cuenta con la recientemente sancionada Ley Nº. 5.063 General de Medio Ambiente).

Otras patologías denunciadas son la hidatidosis, lo que produce la muerte por quiste hidatídico que puede alojarse en cualquier órgano, pero preferentemente lo hace en hígado y pulmones. Los niños mueren si no son intervenidos quirúrgicamente. Esto lo saben las autoridades por información proporcionada a través del Hospital de Niños de Jujuy. 

Otra enfermedad denunciada y extendida es la conocida como "grano malo" (que no es carbunclo) producida por estafilococos aureus. Comienza por la aparición de cráteres, se inflaman brazos y piernas y estos miembros pueden "perderse". 

El denunciante manifiesta su preocupación por la falta de políticas públicas concretas para resolver la situación que afecta las posibilidades de desarrollo integral y calidad de vida de los niños de la zona..

EDUCACION, ACTIVIDADES CULTURALES Y RECREATIVAS

En Jujuy, el presupuesto para educación fue, en 1995 del 24,3 y del 25,95 en 1996.

Ya se ha hecho referencia a un caso, el de la Escuela 434, que no es el único con tales características. "Escuelas sin agua, en realidad sin la mínima seguridad y equipamiento para funcionar, aulas con casi el doble de alumnos que lo conveniente para el proceso de enseñanza-aprendizaje, un Ministerio que desoye el reclamo de la gente, un número levado de repitencia y deserción que parece no alarmarlo, una Ley General de Educación N° 4.731 que no se aplica. Estos datos fueron proporcionados por el informe de la Lic. Ada Galfre.

Es dable señalar que por Constitución Provincial la Educación Secundaria es obligatoria, pero debido al alto número de repitencia y a la falta de edificios adecuados cada inicio del año escolar es un gran drama para conseguir banco para primer año, no así en los cursos siguientes por el desgranamiento que se produce.

Según fue dicho en uno de los discursos transcriptos durante el "Primer Foro Regional por los Derechos de los niños y adolescentes", la educación se ve aquejada por la falta de capacitación docente, el poco compromiso de las familias (aunque se hace la salvedad de que muchas son familias rurales, que viven del pastoreo, lo que impone largas estadías fuera del hogar a algunos de sus miembros adolescentes y adultos). No se han erradicado todas las escuelas ranchos, se carece de gabinetes psicopedagógicos, no hay personal adecuado para la atención de alumnos discapacitados.

MEDIDAS DE PROTECCION ESPECIALES

Se ha insistido en otros ítem sobre la existencia de la Ley N° 4722.En su texto, los capítulos 3 y 4 se refieren a los derechos reconocidos, a la Justicia y el 2 a las garantías, que no difieren de las de las demás personas. Sin embargo, aún no ha sido reglamentada y por supuesto no se aplica.

 

CONCLUSIONES 

Los niños y jóvenes de nuestra provincia junto con las mujeres constituyen el grupo más vulnerable, en permanente riesgo social.

Comenzando porque los niños de Jujuy tienen menos esperanza de vida al nacer que otras provincias, siguiendo porque la mortalidad infantil es alta (26 º/oo) y que estas cifras podrían modificarse con la adecuada prevención, detección precoz y tratamiento, puesto que las mismas se deben a la falta de educación y a la pobreza. Luego porque de los que viven, menores de seis años, el 26 % es desnutrido y estos significa bajo rendimiento escolar.

Muchos son hijos de madres solas y adolescentes, por lo tanto estas madres – niñas dejan la escuela y son sub-ocupadas o desempleadas, viviendo en la indigencia.

Los adolescentes carecen de estímulos y programas de desarrollo integral que contengan y promocionen sus expectativas.

Muchos son los que abandonan la escuela secundaria, otros tantos que no consiguen trabajo pues al provenir de hogares pobres, mal alimentados, con retraso escolar, no logran insertarse en el mercado laboral.

Frente a la deserción del Estado en cuanto a políticas públicas adecuadas para la ocupación del tiempo libre,

Frente a una escuela que expulsa,

Frente a la falta de líderes positivos,

Frente a un modelo de gobierno que les demuestra permanentemente que frente al crimen y la corrupción hay total impunidad.

Hace que los jóvenes no encuentren un camino al futuro, por ello es que reaccionan desde la violencia en sus dos formas: adicciones y suicidio, o patotas y delincuencia.

Esta es lisa y llanamente violación de derechos humanos, pues no se cumple con la Convención Internacional de los Derechos del Niño que en nuestro país y provincia tienen rango constitucional y que establece que:

El Art. 4º de la Convención exige a los gobiernos que hagan efectivos los derechos económicos, sociales y culturales "hasta el máximo de sus recursos disponibles"; y en ello incluye el deber internacional de colaborar.

La cláusula referente a los "recursos disponibles" no debe proporcionar una "excusa para unos pobres resultados, sino una oportunidad para promover la planificación financiera y de los recursos humanos".

Para lograr el "desarrollo humano con calidad de vida" debemos pensar que los niños y jóvenes son el presente.

¿De qué futuro hablamos si hoy no somos capaces de darles las garantías para el crecimiento y promoción humana que le aseguren ser ciudadanos libres y activos mañana?.-

RECOMENDACIONES

· Se recomienda elevar la presente denuncia al Comité de Seguimiento de la Aplicación de la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño para que le imprima el trámite correspondiente. 

· Se sugiere que el mismo sea elevado a la sede de Ginebra, con conocimiento a los Organismos Internacionales que financian los Programas sociales mencionados en el presente informe. 
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